
INICIATIVA Y PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

De la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados, por la que
informa el turno que le corresponde a la iniciativa con proyecto de decreto y a
las proposiciones con punto de acuerdo registradas en el orden del día del 
martes 1o. de diciembre de 2015, de conformidad con los artículos 100, 
numeral 1, y 102, numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados. . . . . 

INICIATIVA DE DIPUTADA

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

De la diputada Maricela Contreras Julián, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, iniciativa con proyecto de decreto que reforma
los artículos 29 y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Se remite a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . 
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PROPOSICIONES 

REVISIÓN EXHAUSTIVA DE LOS PERMISOS DE CONSTRUCCIÓN
OTORGADOS EN ZONAS QUE SE PUDIERAN CATALOGARSE COMO
DE RIESGO PARA LA POBLACIÓN

De la diputada Delia Guerrero Coronado, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo,  por el que se
exhorta a los tres niveles de gobierno, a realizar una revisión exhaustiva de los
permisos de construcción otorgados en zonas que se pudieran catalogarse como
de riesgo para la población. Se turna a la Comisión de Protección Civil, para 
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

MODIFIQUEN Y ADECUEN SUS LEGISLACIONES LOCALES CONFORME A
LO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 4o. CONSTITUCIONAL, Y LA LEY
GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

De la diputada Patricia García García, del Grupo Parlamentario del Partido 
Acción Nacional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los
congresos de las entidades federativas, para que modifiquen y adecuen sus 
legislaciones locales conforme a lo previsto en el artículo 4o. constitucional, y
la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. Se turna a la
Comisión de Derechos de la Niñez, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUMPLAN LAS RECOMENDACIONES FORMULADAS POR EL GRUPO
INTERDISCIPLINARIO DE EXPERTOS INDEPENDIENTES DE LA CIDH,
EN RELACIÓN CON LA DESAPARICIÓN DE LOS 43 ESTUDIANTES
NORMALISTAS DE AYOTZINAPA, ESTADO DE GUERRERO

De la diputada Lluvia Flores Sonduk, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, por el que se 
exhorta al Ejecutivo federal, para que, a través de la Segob y de la PGR, se 
cumplan las recomendaciones formuladas por el Grupo Interdisciplinario de 
Expertos Independientes de la CIDH, en relación con la desaparición de los 43
estudiantes normalistas de Ayotzinapa, estado de Guerrero. Se remite a la 
Comisión Especial para continuar las investigaciones y dar seguimiento a los 
resultados del GIEI, designado por la CIDH, relacionadas con los hechos ocu-
rridos en Iguala, Guerrero, a alumnos de la escuela normal rural de Ayotzinapa
“Raúl Isidro Burgos”, para su atención. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INCREMENTE LAS ACTIVIDADES Y ACCIONES DE PREVENCIÓN 
CONTRA LA ENFERMEDAD DEL SIDA

De la diputada María Ávila Serna, del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México, proposición con punto de acuerdo,  por el que se exhorta a
la Secretaría de Salud, para que a través del Censida, incremente las actividades
y acciones de prevención contra la enfermedad del Sida. Se turna a la Comisión
de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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RECUPERAR LOS ESPACIOS DEPORTIVOS, PROPIEDAD DE LOS 
HABITANTES DE LA CIUDAD DE MÉXICO

Del diputado Renato Josafat Molina Arias, del Grupo Parlamentario de Morena,
proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al jefe de gobierno del
Distrito Federal a recuperar los espacios deportivos, propiedad de los habitantes
de la Ciudad de México. Se remite a la Comisión de Distrito Federal, para 
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

GARANTIZAR LA PROTECCIÓN DE LA VIDA E INTEGRIDAD FÍSICA
DE PEATONES, CICLISTAS Y USUARIOS DEL TRANSPORTE PÚBLICO

Del diputado Jonadab Martínez García, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los 
Gobiernos de entidades federativas a perfeccionar su marco legal, en materia de
movilidad y realicen las acciones necesarias, para garantizar la protección de la
vida e integridad física de peatones, ciclistas y usuarios del transporte público.
Se turna a la Comisión de Protección Civil, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . 

REGULARIZAR LA TENENCIA DE LA TIERRA DE LAS COLONIAS
AGRÍCOLAS Y GANADERAS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ Y DE
TODO EL PAÍS, CONSIDERANDO LOS FACTORES SOCIOECONÓMICOS

De la diputada Fabiola Guerrero Aguilar, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el que se
exhorta a la Sedatu, para que a través de las áreas correspondientes, se otorguen
las facilidades y se realicen los avalúos para regularizar la tenencia de la tierra
de las colonias agrícolas y ganaderas del estado de San Luis Potosí y de todo el
país, considerando los factores socioeconómicos. Se remite a la Comisión de
Reforma Agraria, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ACCIONES NECESARIAS PARA RECIBIR EL CENTRO NACIONAL PARA-
LÍMPICO, UBICADO EN EL MUNICIPIO DE IRAPUATO, GUANAJUATO

De la diputada Lorena del Carmen Alfaro García, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, proposición con punto de acuerdo, por el que se 
exhorta al titular de la Conade, a realizar las acciones necesarias para recibir el
Centro Nacional Paralímpico, ubicado en el municipio de Irapuato, Guanajuato.
Se turna a la Comisión de Deporte, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CAMPAÑAS DE PREVENCIÓN E INFORMACIÓN SOBRE SALUD 
SEXUAL Y REPRODUCTIVA PARA NIÑAS Y ADOLESCENTES, LAS 
DIFERENTES JURISDICCIONES SANITARIAS DEL PAÍS

Del diputado Jesús Salvador Valencia Guzmán, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, por el
que se exhorta a la Secretaría de Salud, para que refuerce las campañas de 
prevención e información sobre salud sexual y reproductiva para niñas y 
adolescentes, las diferentes jurisdicciones sanitarias del país. Se remite a la 
Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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GARANTICE EL RESPETO A LOS DERECHOS HUMANOS DE LOS 
MIGRANTES MEXICANOS

De la diputada Modesta Fuentes Alonso, del Grupo Parlamentario de Morena,
proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas autoridades,
para que en el Programa Paisano, se garantice el respeto a los derechos humanos de
los migrantes mexicanos. Se turna a la Comisión de Asuntos Migratorios, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CAMPAÑA EXTRAORDINARIA DE LA SUPERVISIÓN DEL PESO, 
PRECIO EXACTO Y SUSTITUCIÓN DE CILINDROS, TANQUES ESTA-
CIONARIOS Y PIPAS DE DISTRIBUCIÓN DE GAS LP DE USO DOMÉSTICO Y
COMERCIAL QUE SE ENCUENTREN EN MAL ESTADO

De la diputada María Elena Orantes López, del Grupo Parlamentario de 
Movimiento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
a la Sener, a Pemex y a la Profeco, a realizar una campaña extraordinaria de la 
supervisión del peso, precio exacto y sustitución de cilindros, tanques estacio-
narios y pipas de distribución de gas LP de uso doméstico y comercial que se 
encuentren en mal estado. Se remite a la Comisión de Economía, para dictamen.

MEDIDAS QUE CONTRIBUYAN A LA DISMINUCIÓN DE ACCIDENTES
EN LAS ZONAS URBANAS POR LAS QUE CRUZAN VÍAS FÉRREAS

De la diputada Claudia Edith Anaya Mota, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el que se
exhorta al Poder Ejecutivo, para que a través de la Segob, implemente un grupo
de trabajo interinstitucional que establezcan medidas que contribuyan a la dis-
minución de accidentes en las zonas urbanas por las que cruzan vías férreas. Se
turna a la Comisión de Protección Civil, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CREACIÓN DE LA COMISIÓN ESPECIAL PARA LA REVISIÓN Y ANÁLISIS
DE LA LEGISLACIÓN Y POLÍTICA EN MATERIA DE ATENCIÓN A LA
NIÑEZ Y ADOLESCENCIA CON AUTISMO Y OTROS TRASTORNOS 
GENERALIZADOS DEL DESARROLLO

De la diputada Patricia Elena Aceves Pastrana, del Grupo Parlamentario de 
Morena, proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita la creación de
la Comisión Especial para la Revisión y Análisis de la Legislación y Política en
materia de Atención a la Niñez y Adolescencia con Autismo y otros trastornos
generalizados del desarrollo. Se remite a la Junta de Coordinación Política, 
para su atención. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

HOSPITALES MILITARES Y NAVALES DE DICHA ENTIDAD, SE ADMITA
A PERSONAS HERIDAS POR ARMA DE FUEGO

De la diputada Marbella Toledo Ibarra, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Gobierno
del estado de Guerrero, a la Sedena, a la Semar y de la CNS, para que 
implementen las medidas necesarias, a fin de que en los hospitales militares y
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navales de dicha entidad, se admita a personas heridas por arma de fuego. Se tur-
na a la Comisión de Defensa Nacional, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONCESIONARIOS DEL TRANSPORTE PÚBLICO PARA PASAJEROS, SE
OTORGUE EL BENEFICIO DE UNA TARIFA PREFERENCIAL A TODOS
LOS ENFERMOS ONCOLÓGICOS

Del diputado David Mercado Ruiz, del Grupo Parlamentario del Partido 
Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el que se
solicita a las instituciones del sector salud de los gobiernos Federal y de las 
entidades federativas, se exhorte a los concesionarios del transporte público 
para pasajeros, se otorgue el beneficio de una tarifa preferencial a todos los 
enfermos oncológicos. Se remite a la Comisión de Salud, para dictamen.. . . . . 

IRREGULARIDADES DE LA EMPRESA OHL MÉXICO PARA JUSTIFICAR
SU SISTEMA DE CONTABILIDAD

De la diputada Norma Rocío Nahle García, del Grupo Parlamentario de 
Morena, proposición con punto de acuerdo, relativo a las irregularidades de la
empresa OHL México para justificar su sistema de contabilidad. Se turna a la
Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . 

GARANTICE EL ABASTO DE MEDICAMENTOS, MATERIAL DE CURA-
CIÓN Y QUIRÚRGICO EN LAS INSTITUCIONES DE SALUD PÚBLICA
DEL ESTADO DE NAYARIT

Del diputado Moisés Guerra Mota, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal y a la secretaria de Salud, a fin de que se garantice el abasto de medica-
mentos, material de curación y quirúrgico en las instituciones de salud pública
del estado de Nayarit. Se remite a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . 

AMPLÍE LA COBERTURA DE LA ESTRATEGIA DE LA CRUZADA
NACIONAL CONTRA EL HAMBRE

Del diputado Francisco Escobedo Villegas, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el que se
exhorta al Ejecutivo federal, para que amplíe la cobertura de la estrategia de la
Cruzada Nacional contra el Hambre. Se turna a la Comisión de Desarrollo 
Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONTRATOS OTORGADOS POR PEMEX PARA LA COMPRA DE 
ETANOL ANHIDRO A LA EMPRESA ALCOHOLERA ZAPOPAN SA DE CV

De la diputada María Chávez García, del Grupo Parlamentario de Morena, 
proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Profepa, a la SFP
y a la PGR, para que se investiguen las denuncias presentadas por daño 
ambiental, conflicto de intereses, tráfico de influencias, y fraude ocurrido como
resultado de los contratos otorgados por Pemex para la compra de Etanol 

49

50

53

56

57



Año I, Primer Periodo, 1o. de diciembre de 2015 / Apéndice Diario de los Debates de la Cámara de Diputados6

Anhidro a la empresa Alcoholera Zapopan SA de CV. Se remite a la Comisión
de Transparencia y Anticorrupción, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

OTORGUEN SEGURIDAD SOCIAL A LOS TRABAJADORES BAJO EL
RÉGIMEN DE CONFIANZA Y HONORARIOS ASIMILADOS A SALARIOS

Del diputado Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
a los tres poderes de la Unión, para que otorguen seguridad social a los trabaja-
dores bajo el régimen de confianza y honorarios asimilados a salarios. Se turna
a la Comisión de Seguridad Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INCREMENTE LAS ACCIONES DE DIFUSIÓN DE CULTURA VIAL, A
CICLISTAS, PEATONES Y CONDUCTORES DE VEHÍCULOS AUTOMO-
TORES

De la diputada Carmen Salinas Lozano, del Grupo Parlamentario del Partido 
Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el que se
exhorta al jefe de gobierno del DF, para que incremente las acciones de difusión
de cultura vial, a ciclistas, peatones y conductores de vehículos automotores. Se
remite a la Comisión del Distrito Federal, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . 

INTEGRAR NUEVAS LÍNEAS DE INVESTIGACIÓN, CON LA ASESORÍA
DEL GRUPO INTERDISCIPLINARIO DE EXPERTOS INDEPENDIENTES
ENVIADO POR LA CIDH

De los diputados integrantes del Grupo Parlamentario de Morena, proposición
con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Segob a reunirse con los padres
de familia y los representantes legales de los 43 estudiantes de la normal rural
Raul Isidro Burgos, de Ayotzinapa, a fin de integrar nuevas líneas de investiga-
ción, con la asesoría del Grupo Interdisciplinario de Expertos Independientes
enviado por la CIDH. Se turna a la Comisión Especial para continuar las inves-
tigaciones y dar seguimiento a los resultados del GIEI, designado por la CIDH,
relacionadas con los hechos ocurridos en Iguala, Guerrero, a alumnos de la 
escuela normal rural de Ayotzinapa “Raúl Isidro Burgos”, para su atención.. . . 

ÁREAS DE PROFESIONALIZACIÓN DE ESTUDIOS Y LA REALIZACIÓN
DE EVENTOS QUE APOYEN Y CELEBREN EL DÍA MUNDIAL DE LA
FILOSOFÍA

De la diputada Marbella Toledo Ibarra, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SEP, a
adoptar las medidas necesarias para cumplir el Acuerdo Secretarial 656, y se
promueva la educación filosófica en todas las áreas de profesionalización de 
estudios y la realización de eventos que apoyen y celebren el Día Mundial de la
Filosofía. Se remite a la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos,
para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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ELABORACIÓN Y EJECUCIÓN DE UNA ESTRATEGIA DE NEGOCIACIÓN
QUE TENGA COMO PRINCIPAL PROPÓSITO MEJORAR EL PRECIO DE LOS
MEDICAMENTOS PSIQUIÁTRICOS

Del diputado Pablo Elizondo García, del Grupo Parlamentario del Partido 
Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el que se
solicita a la Comisión Coordinadora para la Negociación de Precios de Medica-
mentos y Otros Insumos para la Salud, la elaboración y ejecución de una estra-
tegia de negociación que tenga como principal propósito mejorar el precio de los
medicamentos psiquiátricos. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . 

COMUNIDAD MISMALOYA, LAS TIERRAS DISPUTADAS EN EL JUICIO
DE RESTITUCIÓN Y SE GARANTICE LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS
INDIVIDUALES Y COLECTIVOS DE DICHA COMUNIDAD

Del diputado Luis Ernesto Munguía González, del Grupo Parlamentario de 
Movimiento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal y al estado de Jalisco, a expropiar en favor de la comunidad
Mismaloya, las tierras disputadas en el juicio de restitución y se garantice la 
protección de los derechos individuales y colectivos de dicha comunidad. Se 
remite a la Comisión de Reforma Agraria, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXAMINEN LAS NORMAS PENALES RELATIVAS A LA REPARACIÓN
DEL DAÑO EN MATERIA DE HOMICIDIOS Y, EN SU CASO, PROCEDAN
A SU REFORMA

De la diputada Gloria Himelda Félix Niebla, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el que se
exhorta a las legislaturas de las entidades federativas y a la ALDF, para que 
examinen las normas penales relativas a la reparación del daño en materia de 
homicidios y, en su caso, procedan a su reforma. Se turna a la Comisión de 
Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIFUSIÓN DE INFORMACIÓN Y SENSIBILIZACIÓN DEL PERSONAL A
SU CARGO, PARA LA ATENCIÓN MÉDICA Y EDUCATIVA CON LAS 
PERSONAS QUE PADECEN VIH-SIDA, ASÍ COMO PARA MEJORAR LAS
ACCIONES PREVENTIVAS

De la diputada María Elena Orantes López, del Grupo Parlamentario de 
Movimiento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se 
exhorta a los titulares de la SEP, de la Secretaría de Salud, del Conapred, del
IMSS y del Censida, a fin de incrementar la coordinación y el impulso a la 
difusión de información y sensibilización del personal a su cargo, para la aten-
ción médica y educativa con las personas que padecen VIH-Sida, así como para
mejorar las acciones preventivas. Se remite a la Comisión de Salud, para 
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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GARANTIZAR LA SEGURIDAD DE LOS USUARIOS DEL SISTEMA
ECOBICI Y DEMÁS CICLISTAS QUE CIRCULAN POR LAS AVENIDAS Y
CALLES DE LA CIUDAD DE MÉXICO

De la diputada María Bárbara Botello Santibáñez, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el
que se exhorta al GDF, para que se diseñe e implemente un Programa Integral
de Movilidad para las Delegaciones Políticas del DF, encaminado a garantizar la
seguridad de los usuarios del sistema Ecobici y demás ciclistas que circulan por
las avenidas y calles de la Ciudad de México. Se turna a la Comisión del 
Distrito Federal, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEGISLAR EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, CON RELACIÓN A LA
LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN
PÚBLICA

Del diputado Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se 
exhorta a las entidades federativas a legislar en materia de transparencia, con 
relación a la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.
Se remite a la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para dictamen.. . . 

ACUERDO TRANSPACÍFICO DE COOPERACIÓN ECONÓMICA, SE 
REALICE CON APEGO A LA DEFENSA, PROMOCIÓN Y RESPETO DE
LOS DERECHOS HUMANOS

Del diputado Jorge Álvarez Maynez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal y al Senado de la República, para que el Acuerdo Transpacífico de 
Cooperación Económica, se realice con apego a la defensa, promoción y 
respeto de los derechos humanos. Se turna a la Comisión de Economía, para 
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

FAVOREZCAN LA LIBRE COMPETENCIA Y LEGALIDAD DE LOS 
OPERADORES DEL TRANSPORTE AÉREO EN EL ESTADO DE 
TAMAULIPAS

Del diputado Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
a la SCT, a implementar acciones que favorezcan la libre competencia y 
legalidad de los operadores del transporte aéreo en el estado de Tamaulipas. Se
remite a la Comisión de Transportes, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CAMPAÑA PUBLICITARIA SOBRE EL MANEJO DE LOS TELEVISORES
ANALÓGICOS DESECHADOS

Del diputado José Clemente Castañeda Hoeflich y de la diputada Mirza Flores
Gómez, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, proposición con
punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Semarnat, para que en coordinación
con la SCT, lleven a cabo una campaña publicitaria sobre el manejo de los 
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televisores analógicos desechados. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente
y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SOLUCIONAR LA PROBLEMÁTICA QUE ENFRENTAN LOS CONNA-
CIONALES INDOCUMENTADOS RESIDENTES EN ESE ESTADO

De la diputada Cynthia Gissel García Soberanes, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
a la SRE, para que lleve a cabo las acciones necesarias ante las autoridades del
gobierno de los Estados Unidos de América y del estado de Texas, a fin de 
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De la diputada Cynthia Gissel García Soberanes, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que exhorta
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Baja California, ante la presencia de bacterias del genero Rickettsia. Se turna a
la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INCREMENTE LAS ACCIONES DEL PROGRAMA DE RESPUESTA DEL
VIH, SIDA E ITS

Del diputado Refugio Trinidad Garzón Canchola, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se 
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dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CENTRAL DE GENERACIÓN DE CICLO COMBINADO EMPALME I”

De la diputada Norma Rocío Nahle García, del Grupo Parlamentario de 
Morena, proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita la renuncia de
los titulares de Pemex y de la CFE, por el posible conflicto de interés, tráfico de
influencias y hechos de corrupción en los que incurrieron al otorgar la adjudicación
del contrato para la construcción de la “Central de Generación de Ciclo Combinado
Empalme I”. Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para 
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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INICIATIVA Y PROPOSICIONES CON PUNTO DE
ACUERDO

«Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados, por la que informa el turno que le
corresponde a la iniciativa con proyecto de decreto y a las
proposiciones con punto de acuerdo registradas en el orden
del día del martes 1º. de diciembre de 2015, de conformi-
dad con los artículos 100, numeral 1, y 102, numeral 3, del
Reglamento de la Cámara de Diputados.(*)

Con fundamento en los artículos 100, numeral 1, y 102,
numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados, se
informa a la honorable Asamblea los turnos dictados a la
iniciativa con proyecto de decreto y a las proposiciones con
punto de acuerdo, registradas en el orden del día del 1 de
diciembre de 2015 y que no fueron abordadas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1o. de diciembre de 2015.—
Diputado José de Jesús Zambrano Grijalva (rúbrica), Presidente.»

«Iniciativas con proyecto de decreto

1. Que reforma los artículos 29 y 73 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la dipu-
tada Maricela Contreras Julián, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dicta-
men.

Proposiciones con punto de acuerdo

1. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los tres ni-
veles de gobierno, a realizar una revisión exhaustiva de los
permisos de construcción otorgados en zonas que se pudie-
ran catalogarse como de riesgo para la población, a cargo
de la diputada Delia Guerrero Coronado, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Protección Civil, para dictamen.

2. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los Con-
gresos de las entidades federativas, para que modifiquen y
adecuen sus legislaciones locales conforme a lo previsto en
el artículo 4o. constitucional, y la Ley General de los De-

rechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo de la dipu-
tada Patricia García García, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Derechos de la Niñez, para dictamen.

3. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, para que, a través de la Segob y de la PGR, se
cumplan las recomendaciones formuladas por el Grupo In-
terdisciplinario de Expertos Independientes de la CIDH, en
relación con la desaparición de los 43 estudiantes norma-
listas de Ayotzinapa, Guerrero, a cargo de la diputada Llu-
via Flores Sonduk, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión Especial para continuar las investigacio-
nes y dar seguimiento a los resultados del GIEI, designado
por la CIDH, relacionadas con los hechos ocurridos en
Iguala, Guerrero, a alumnos de la escuela normal rural de
Ayotzinapa “Raúl Isidro Burgos”, para su atención.

4. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secre-
taría de Salud, para que a través del censida, incremente las
actividades y acciones de prevención contra la enfermedad
del sida, a cargo de la diputada María Ávila Serna, del Gru-
po Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

5. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al jefe de
gobierno del Distrito Federal a recuperar los espacios de-
portivos, propiedad de los habitantes de la Ciudad de Mé-
xico, a cargo del diputado Renato Josafat Molina Arias, del
Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Distrito Federal, para dictamen.

6. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los Go-
biernos de entidades federativas a perfeccionar su marco
legal, en materia de movilidad y realicen las acciones ne-
cesarias, para garantizar la protección de la vida e integri-
dad física de peatones, ciclistas y usuarios del transporte
público, a cargo del diputado Jonadab Martínez García, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Protección Civil, para dictamen.

7. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sedatu,
para que a través de las áreas correspondientes, se otorguen
las facilidades y se realicen los avalúos para regularizar la
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tenencia de la tierra de las colonias agrícolas y ganaderas
del estado de San Luis Potosí y del todo país, consideran-
do los factores socioeconómicos, a cargo de la diputada Fa-
biola Guerrero Aguilar, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Reforma Agraria, para dictamen.

8. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de
la Conade, a realizar las acciones necesarias para recibir el
Centro Nacional Paralímpico, ubicado en el municipio de
Irapuato, Guanajuato, a cargo de la diputada Lorena del
Carmen Alfaro García, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Deporte, para dictamen.

9. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secre-
taría de Salud, para que refuerce las campañas de preven-
ción e información sobre salud sexual y reproductiva para
niñas y adolescentes las diferentes jurisdicciones sanitarias
del país, a cargo del diputado Jesús Salvador Valencia Guz-
mán, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

10. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades, para que en el programa Paisano, se garantice
el respeto a los derechos humanos de los migrantes mexi-
canos, a cargo de la diputada Modesta Fuentes Alonso, del
Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Asuntos Migratorios, para dictamen.

11. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sener,
Pemex y Profeco, a realizar una campaña extraordinaria de
la supervisión del peso, precio exacto y sustitución de ci-
lindros, tanques estacionarios y pipas de distribución de
gas LP de uso doméstico y comercial que se encuentren en
mal estado, a cargo de la diputada María Elena Orantes Ló-
pez, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Economía, para dictamen

12. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Poder
Ejecutivo, para que a través de la Segob, implemente un
grupo de trabajo Interinstitucional que establezcan medi-
das que contribuyan a la disminución de accidentes en las
zonas urbanas por las que cruzan vías férreas, a cargo de la

diputada Claudia Edith Anaya Mota, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Protección Civil, para dictamen.

13. Con punto de acuerdo,, por el que se solicita la creación
de la comisión especial para la revisión y análisis de la le-
gislación y política en materia de atención a la niñez y ado-
lescencia con autismo y otros trastornos generalizados del
desarrollo, a cargo de la diputada Patricia Elena Aceves
Pastrana, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Junta de Coordinación Política, para su atención.

14. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobier-
no del estado de Guerrero, a la Sedena, Semar y de la CNS,
para que implementen las medidas necesarias a fin de que
en los hospitales militares y navales de dicha entidad, se
admita a personas heridas por arma de fuego, a cargo de la
diputada Marbella Toledo Ibarra, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Defensa Nacional, para dictamen.

15. Con punto de acuerdo, por el que se solicita a las insti-
tuciones del sector salud de los gobiernos federal y de las
entidades federativas, se exhorte a los concesionarios del
transporte público para pasajeros, se otorgue el beneficio
de una tarifa preferencial a todos los enfermos oncológi-
cos, a cargo del diputado David Mercado Ruiz, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

16. Con punto de acuerdo, relativo a las irregularidades de
la empresa OHL México para justificar su sistema de con-
tabilidad, a cargo de la diputada Norma Rocío Nahle Gar-
cía, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.

17. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal y a la Secretaría de Salud, a fin de que se garan-
tice el abasto de medicamentos, material de curación y qui-
rúrgico en las instituciones de salud pública del estado de
Nayarit, a cargo del diputado Moisés Guerra Mota, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.



18. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, para que amplíe la cobertura de la estrategia de
la Cruzada Nacional contra el Hambre, a cargo del dipu-
tado Francisco Escobedo Villegas, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Desarrollo Social, para dictamen.

19. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Profe-
pa, SFP y a la PGR, para que se investiguen las denuncias
presentadas por daño ambiental, conflicto de intereses, trá-
fico de influencias, y fraude ocurrido como resultado de los
contratos otorgados por Pemex para la compra de etanol
anhidro a la empresa Alcoholera Zapopan SA de CV, a car-
go de la diputada María Chávez García, del Grupo Parla-
mentario de Morena. 

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.

20. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los tres
poderes de la Unión, para que otorguen seguridad social a
los trabajadores bajo el régimen de confianza y honorarios
asimilados a salarios, a cargo del diputado Gustavo Adolfo
Cárdenas Gutiérrez, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Seguridad Social, para dictamen.

21. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al jefe de
gobierno del DF, para que incremente las acciones de difu-
sión de cultura vial, a ciclistas, peatones y conductores de
vehículos automotores, a cargo de la diputada Carmen Sa-
linas Lozano, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Turno: Comisión del Distrito Federal, para dictamen.

22. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Segob
a reunirse con los padres de familia y los representantes le-
gales de los 43 estudiantes de la normal rural Raul Isidro
Burgos de Ayotzinapa, a fin de integrar nuevas líneas de in-
vestigación, con la asesoría del Grupo Interdisciplinario de
Expertos Independientes enviado por la CIDH, suscrito por
diputados integrantes del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión Especial para continuar las investigacio-
nes y dar seguimiento a los resultados del GIEI, designado
por la CIDH, relacionadas con los hechos ocurridos en

Iguala, Guerrero, a alumnos de la escuela normal rural de
Ayotzinapa “Raúl Isidro Burgos”, para su atención

23. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SEP,
a adoptar las medidas necesarias para cumplir el acuerdo
secretarial 656, y se promueva la educación filosófica en
todas las áreas de profesionalización de estudios y la reali-
zación de eventos que apoyen y celebren el Día Mundial de
la Filosofía, a cargo de la diputada Marbella Toledo Ibarra,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Educación Pública y Servicios Edu-
cativos, para dictamen.

24. Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la Comi-
sión Coordinadora para la Negociación de Precios de Me-
dicamentos y Otros Insumos para la Salud, la elaboración
y ejecución de una estrategia de negociación que tenga co-
mo principal propósito mejorar el precio de los medica-
mentos psiquiátricos, a cargo del diputado Pablo Elizondo
García, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

25. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal y al estado de Jalisco, a expropiar en favor de la
comunidad Mismaloya, las tierras disputadas en el juicio
de restitución y se garantice la protección de los derechos
individuales y colectivos de dicha comunidad, a cargo del
diputado Luis Ernesto Munguía González, del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Reforma Agraria, para dictamen.

26. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las le-
gislaturas de las entidades federativas y a la ALDF, para
que examinen las normas penales relativas a la reparación
del daño en materia de homicidios y en su caso, procedan
a su reforma, a cargo de la diputada Gloria Himelda Félix
Niebla, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

27. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titu-
lares de la SEP, de la Secretaría de Salud, del Conapred, del
IMSS y del Censida, a fin de incrementar la coordinación
y el impulso a la difusión de información y sensibilización
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del personal a su cargo, para la atención médica y educati-
va con las personas que padecen VIH-sida, así como para
mejorar las acciones preventivas, a cargo de la diputada
María Elena Orantes López, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

28. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al GDF,
para que se diseñe e implemente un programa integral de
movilidad para las delegaciones políticas del DF, encami-
nado a garantizar la seguridad de los usuarios del sistema
Ecobici y demás ciclistas que circulan por las avenidas y
calles de la Ciudad de México, a cargo de la diputada Ma-
ría Bárbara Botello Santibáñez, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión del Distrito Federal, para dictamen.

29. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las enti-
dades federativas a legislar en materia de transparencia,
con relación a la Ley General de Transparencia y Acceso a
la Información Pública, a cargo del diputado Gustavo
Adolfo Cárdenas Gutiérrez, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.

30. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal y al Senado de la República, para que el Acuer-
do Transpacífico de Cooperación Económica, se realice
con apego a la defensa, promoción y respeto de los dere-
chos humanos, a cargo del diputado Jorge Álvarez May-
nez, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Economía, para dictamen.

31. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SCT,
a implementar acciones que favorezcan la libre competen-
cia y legalidad de los operadores del transporte aéreo en el
estado de Tamaulipas, a cargo del diputado Gustavo Adol-
fo Cárdenas Gutiérrez, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Transportes, para dictamen.

32. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Se-
marnat, para que en coordinación con la SCT, lleven a ca-
bo una campaña publicitaria sobre el manejo de los televi-

sores analógicos desechados, suscrito por los diputados Jo-
sé Clemente Castañeda Hoeflich y Mirza Flores Gómez,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

33. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SRE,
para que lleve a cabo las acciones necesarias ante las auto-
ridades del gobierno de los Estados Unidos de América y
del estado de Texas, a fin de solucionar la problemática que
enfrentan los connacionales indocumentados residentes en
ese estado, a cargo de la diputada Cynthia Gissel García
Soberanes, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano. 

Turno: Comisión de Relaciones Exteriores, para dictamen.

34. Con punto de acuerdo, por el que exhorta al Consejo
Nacional de Salud, para que emita una alerta sanitaria en el
estado de Baja California, ante la presencia de bacterias del
genero Rickettsia, a cargo de la diputada Cynthia Gissel
García Soberanes, del Grupo Parlamentario de Movimien-
to Ciudadano. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

35. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Se-
cretaría de Salud, para que incremente las acciones del pro-
grama de respuesta del VIH, sida e ITS, a cargo del dipu-
tado Refugio Trinidad Garzón Canchola, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

36. Con punto de acuerdo, por el que se solicita la renun-
cia de los titulares de Pemex y de la CFE, por el posible
conflicto de interés, tráfico de influencias y hechos de co-
rrupción en los que incurrieron al otorgar la adjudicación
del contrato para la construcción de la Central de genera-
ción de ciclo combinado Empalme I, a cargo de la diputada
Norma Rocío Nahle García, del Grupo Parlamentario de
Morena. 

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.»



INICIATIVA DE DIPUTADA

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma los artículos 29 y 73 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
de la diputada Maricela Contreras Julián, del Grupo Parla-
mentario del PRD

Argumentos

A principios de los años noventa y a finales de la Guerra
Fría en nuestro país proliferó un nuevo tipo de conflictos
internos, puesto que un número significativo de personas
fueron retiradas del lugar donde habitaban dentro de su
propio país, incluso de la misma región; a dicho fenómeno
se le denominó desplazamientos internos.

Se ha tratado de negar el origen principal de dichos des-
plazamientos, ya que se perciben intereses políticos y eco-
nómicos que persiguen el aprovechamiento y control de los
recursos naturales de las comunidades donde las personas
han sido desplazadas, sumándose además factores asocia-
dos a la inseguridad o el narcotráfico; no obstante, públi-
camente se ha dicho que los desplazamientos obedecen a
conflictos de índole religioso, étnicos o de identidad. 

El aumento de los desplazamientos internos en diversos
países, con el consecuente conocimiento de la situación
que viven las personas afectadas, sin duda es preocupante,
ya que las personas desplazadas internamente sufren ca-
rencias y privaciones, lo que expone su integridad física y
supervivencia en todo el proceso que viven. Esto se ve ma-
yormente reflejado en las personas que presentan una debi-
lidad física mayor como es el caso de las niñas, niños, adul-
tos mayores, mujeres, personas con discapacidad y grupos
que por sus condiciones son vulnerables, como el caso de
los pueblos indígenas.

Dicha situación llevó a la comunidad internacional a la
búsqueda de mecanismos que regularan los desplazamien-
tos internos y protejan a las personas que los viven, a la vez
de aplicar instrumentos institucionales que vinculen a los
gobiernos con su cumplimiento para la tutela de sus dere-
chos.

En la Compilación y Análisis de las Normas Jurídicas se
recogen las normas internacionales en materia de derechos
humanos estableciendo disposiciones para la protección de

las personas desplazadas internamente, existiendo un in-
forme que ostentó el Representante de la ONU para el te-
ma de los desplazados en la Asamblea General de dicho
organismo.

El documento presentado se basa en estudios realizados
por el Instituto de Derechos Humanos Ludwig Boltzmann
(Austria); la American Society of International Law y el In-
ternational Human Rights Law Group (Estados Unidos de
América). Los análisis fueron examinados por juristas y
expertos en la materia durante 1994 y 1995, lo que dio co-
mo resultado un sólo documento que fue aprobado en sep-
tiembre de 1995 y es lo que se conoce como Compilación
y Análisis de las Normas Jurídicas.

La compilación reconoce que existen diversas esferas en
que el derecho no ofrece suficiente protección a las perso-
nas desplazadas y alerta sobre las consecuencias que pro-
ducen los desplazamientos, como son el rompimiento del
núcleo familiar y de los lazos culturales y sociales dentro
de una comunidad; además de terminar con las relaciones
estables de empleo, de hacer difícil o imposible las oportu-
nidades educativas, de privar de una protección especial a
las niñas, niños, mujeres, enfermos y personas adultas ma-
yores y de negar el acceso a los servicios que ofrece el sec-
tor público o privado para la satisfacción de sus necesidades.

En lo que respecta a las normas internacionales de los dere-
chos humanos, la Compilación evoca lo señalado en la De-
claración Universal de los Derechos Humanos y en la Carta
de las Naciones Unidas, pues reconocen los derechos y li-
bertades fundamentales de las personas que son inherentes a
la dignidad humana; además establecen la obligación del Es-
tado de respetar y asegurar dichos derechos y libertades. De
ahí que en diversos ordenamientos internacionales se en-
cuentren disposiciones que, no en un sentido estricto ni ex-
plícito, tutelan los derechos de los desplazados internos y en
algunos casos se llega a su prohibición. 

Al reconocer al Derecho Humanitario como la rama del
Derecho Internacional que protege los derechos de las víc-
timas de conflictos armados al interior y fuera de un país,
la Compilación hace un repaso de los ordenamientos que
son parte del Derecho Humanitario; derivado de ello, esta-
blece que el Comité Internacional de la Cruz Roja supervi-
sa y coadyuva en la aplicación del mismo, de acuerdo a los
cuatro Convenios de Ginebra de 1949 y a sus Protocolos
adicionales, con lo que se contribuye a una protección y
ayuda de las personas desplazadas al interior de su país en
situaciones de conflicto. 
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La Compilación reconoce tres situaciones donde se dan
desplazamientos internos, las cuales son reguladas por or-
denamientos jurídicos en especial y son:

– Las situaciones de tensiones y de disturbios o de de-
sastres, donde son aplicables las normas de los derechos
humanos

– Las situaciones de los conflictos armados no interna-
cionales regidos por algunos de los principios del Dere-
cho Humanitario y por muchas garantías de los dere-
chos humanos

– Las situaciones del conflicto armado de un Estado a
otro donde las disposiciones del Derecho Humanitario
llegan a ser sobre todo operativas, aunque muchas ga-
rantías importantes de los derechos humanos siguen
siendo aplicables

Aunque la Compilación refiere un amplio estudio sobre di-
versos ordenamientos del Derecho Humanitario y de las
normas internacionales de los derechos humanos, una vez
presentado dicho informe ante la Comisión de Derechos
Humanos de la ONU, se llegó a la conclusión de que era
necesario realizar un análisis por separado de las normas
que protegen a los desplazados y que dan derecho a no ser
desplazado en particular.

Se preparó un documento denominado Compilación y
Análisis de las Normas Jurídicas, Parte II: Aspectos jurídi-
cos relativos a la protección contra los desplazamientos ar-
bitrarios (Documento E/CN.4/1998/53/
Add.1) Dicho estudio fue preparado por la griega María
Stavropoulou, revisado por diversos expertos en Ginebra
entre 1996 y 1997, entre los cuales se encontraban Robert
K. Golman (Estados Unidos de América), Walter Kälin
(Suiza), Manfred Nowak (Austria), Daniel Helle de la Ofi-
cina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los
Derechos Humanos, Jean-Francois Durieux de la Oficina
del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Re-
fugiados, Toni Pfanner y Jean Phillippe Lavoyer del Comi-
té Internacional de la Cruz Roja.

El documento referido muestra un análisis de la legislación
internacional que implícita o explícitamente prohíbe los
desplazamiento internos; sin embargo, un aspecto que es
importante destacar es que el estudio menciona las diversas
disposiciones en las que se prohíben los desplazamientos
que llama arbitrarios, es decir, los que no se encuentran jus-
tificados por causa legal o de hecho alguna. Por lo que de-

ja abierta la posibilidad de que los desplazamientos inter-
nos se pueden llevar a cabo, siempre y cuando se respeten
las pautas que puede marcar la legislación, ya sea en el ám-
bito local o internacional.

Derivado de ello, se establecen cuatro tipos de violaciones
a los derechos de las personas en los desplazamientos arbi-
trarios:

– En el caso de que los desplazamientos se basen en mo-
tivos que no están permitidos conforme al Derecho In-
ternacional, y se esté vulnerando el derecho a la libre
circulación y el de residencia, así como el de la inviola-
bilidad del hogar y la vivienda

– Cuando se da un desplazamiento y no se respetan las
garantías de procedimiento

– Si se da un desplazamiento, puede llegarse a la viola-
ción de otros derechos, tales como la libertad personal,
el derecho a no ser torturado o sometido a tratos inhu-
manos o degradantes o el derecho a la vida

– Los desplazamientos pueden acarrear consecuencias
que impidan el uso y goce de otros derechos humanos

De lo anterior se deduce que el Estado, al ser garante de los
derechos de las personas y el encargado de respetar y hacer
respetar las leyes, debe adoptar diversas medidas a efecto
de que no se vulneren los derechos de las personas que se
vean sometidas a un desplazamiento.

En el documento citado se reconoce que existe un limitado
número de disposiciones jurídicas de protección sobre el
tema; sin embargo, las existentes apuntan a la regla gene-
ral de que el desplazamiento no puede llevarse a cabo de
manera arbitraria.

Con dicho reconocimiento, se hace un análisis de los orde-
namientos que contienen derechos que implícitamente pro-
híben los desplazamientos internos de manera arbitraria;
para tal efecto, haremos los siguientes comentarios sobre
ciertos derechos que contienen la prohibición de los des-
plazamientos internos, con base en el documento citado:

• Derecho a circular libremente y a escoger lugar de re-
sidencia

El artículo 13 párrafo 1 de la Declaración Universal de los
Derechos Humanos establece que “Toda persona tiene de-



recho a circular libremente y a elegir su residencia en el te-
rritorio de un Estado”; de igual forma, el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos en el párrafo 1 de su ar-
tículo 12 menciona que “Toda persona que se halle
legalmente en el territorio de un Estado tendrá derecho a
circular libremente por él y a escoger libremente en él su
residencia”; además en algunos instrumentos jurídicos de
carácter regional, como la Convención Americana, la Car-
ta Africana y la Convención Europea, encontramos dispo-
siciones semejantes; por lo que los derechos de libre trán-
sito y a elegir el lugar de residencia de las personas, forman
parte del Derecho Internacional vigente y se encuentran de-
bidamente tutelados.

Luego entonces, los desplazamientos internos constituyen
la negación del derecho a circular libremente en el territo-
rio de un Estado y de elegir el lugar de residencia, pues en
aquellos las personas se ven obligadas a salir de su hogar a
efecto de no sufrir las consecuencias de alguna situación
que es ajena a su voluntad y no gozan de la garantía de cir-
cular libremente por el territorio, ya que están sujetos a la
protección de su integridad física o al hecho de evitar la
circunstancia por la cual huyeron de su residencia.

Lo anterior, no obstante que los propios documentos que
enunciamos contemplan determinadas situaciones que res-
tringen el derecho en estudio, ya que “...no podrán ser ob-
jeto de restricciones (el derecho a la libre circulación y ele-
gir el lugar de residencia) salvo cuando éstas se hallen
previstas en la ley, sean necesarias para proteger la seguri-
dad nacional, el orden público, la salud o la moral públicas
o los derechos y libertades de terceros, y sean compatibles
con los demás derechos reconocidos en el presente Pacto
(Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos)” De
ello se deriva que deben existir restricciones expresamente
para dichos derechos, debidamente fundadas y fundamen-
tadas por la autoridad estatal para llevarlas a cabo, cosa que
no es aplicable en el caso de los desplazamientos internos. 

• Protección contra las injerencias en la vida privada de
las personas

El artículo 17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles
y Políticos establece que “Nadie será objeto de injerencias
arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su do-
micilio o su correspondencia, ni de ataques ilegales a su
honra y reputación”; asimismo, la Convención Europea o
la Convención Americana contemplan situaciones simila-
res.

Debemos destacar que una injerencia ilegal es aquella que
va en contra de lo establecido en los instrumentos jurídicos
nacionales o internacionales; y se considera arbitraria
aquella que sea contrario a lo justo o razonable. Por tal mo-
tivo, en el caso de presentarse el desplazamiento interno,
hay una injerencia ilegal y arbitraria, ya que no existe nin-
gún fundamento legal que justifique el proceder o alguna
causa razonable para que se motive un desplazamiento for-
zoso de las personas.

• Prohibición de la discriminación

“Todas las personas son iguales ante la ley y tienen dere-
cho sin discriminación a igual protección de la ley. A este
respecto, la ley prohibirá toda discriminación y garantizará
a todas las personas protección igual y efectiva contra cual-
quier discriminación por motivos de raza, color, sexo, idio-
ma, religión, opiniones políticas o de cualquier índole, ori-
gen nacional o social, posición económica, nacimiento o
cualquier otra condición social” es lo que establece el Pac-
to Internacional de los Derechos Civiles y Políticos; ade-
más, la Convención Internacional sobre la Eliminación de
todas las formas de Discriminación Racial, brinda garantí-
as sobre el derecho a no ser objeto de discriminación.

En estas disposiciones encontramos de manera implícita la
prohibición de los desplazamientos internos, ya que debe-
mos recordar que una de las causas de éstos es precisa-
mente la discriminación en las formas que se enumeran,
cuando se presenta la segregación racial o desplazamiento
de su lugar de origen por pertenecer a un determinado gru-
po social, político o religioso.

Por otra parte, entendemos por discriminación racial “...to-
da distinción, exclusión, restricción o preferencia basada
en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico,
que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar
el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de
igualdad, de los derechos humanos y libertades, en las es-
feras política, económica, social, cultural o en cualquier
otra esfera de la vida pública...” según la Convención In-
ternacional sobre la Eliminación de todas las formas de
Discriminación Racial.

• Prohibición del genocidio

El artículo 2o. de la Convención sobre el Genocidio, defi-
ne a este delito como “...cualquiera de los actos… perpe-
trados con la intención de destruir, total o parcialmente, a
un grupo nacional, étnico, racial o religioso, como tal:
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a. Matanza de miembros de grupo;

b. Lesión grave a la integridad física o mental de los
miembros de grupo;

c. Sometimiento intencional del grupo a condiciones de
existencia que hayan de acarrear su destrucción física,
total o parcial;

d. Medidas destinadas a impedir los nacimientos en el
seno del grupo;

e. Traslado por fuerza de niños del grupo a otro grupo”

El genocidio es una violación al derecho a la vida y cons-
tituye un delito de carácter internacional cometido en cual-
quier momento.

Algunos casos de genocidio que se han presentado en paí-
ses como Yugoslavia o Rwanda bajo la forma de limpieza
étnica, han derivado también en desplazamientos internos
de personas o grupos, vulnerando todos los derechos que
son conexos al respeto a la vida e integridad física de las
personas; además de todos los supuestos que hemos seña-
lado líneas atrás sobre la prohibición implícita a los des-
plazamientos internos en ordenamientos jurídicos de ca-
rácter internacional. 

Por otra parte, producto de diversas disposiciones que se
encontraban dispersas en algunos instrumentos jurídicos de
carácter internacional sobre la protección de las personas
desplazadas internas y de la intención de recogerlas en un
sólo documento que sirviera de base o guía en la materia,
surgieron los Principios Rectores de los Desplazamientos
Internos elaborados por Francis Deng, el Representante del
secretario general de la ONU para este tema.

Los principios rectores son el tipo de instrumento que pro-
tege a las personas en situaciones muy variadas, de ahí la
definición que establece sobre desplazados internos, con-
templa diversas circunstancias en las que pueden verse y
entiende por estos a “Las personas o grupos de personas
que se han visto forzadas u obligadas a escapar o huir de su
hogar o de su lugar de residencia habitual, en particular co-
mo resultado o para evitar los efectos de un conflicto ar-
mado, de situaciones de violencia generalizada, de viola-
ciones de los derechos humanos o de catástrofes naturales
o provocadas por el ser humano, y que no han cruzado una
frontera estatal internacionalmente reconocida”

Es importante decir que los principios rectores contemplan
la prohibición de los desplazamientos internos y la posibi-
lidad de los mismos, siempre y cuando se cumplan ciertas
circunstancias y se respeten los derechos y libertades de las
personas desplazadas. Además, se abordan las distintas fa-
ses y facetas del desplazamiento, es decir, protección debi-
da a las personas desplazadas, asistencia, su regreso y rein-
tegración. En las primeras se establecen ciertas
disposiciones que buscan la tutela de sus derechos básicos
y las obligaciones de los agentes estatales para velar por su
integridad y evitar que sean vulnerados dichos derechos.

Los principios rectores están, ante todo, destinados a los
gobiernos, así como a los grupos de oposición armados que
también están obligados por el derecho internacional. A
ellos incumbe el respeto del derecho humanitario, que
cumple una función de primer orden en materia de despla-
zamiento de población. En el Principio 3 se afirma, de ma-
nera más general, que el primer deber del Estado es ofrecer
protección y asistencia a las personas desplazadas.

También se reserva un espacio importante para la protec-
ción de las mujeres y de los niños como personas especial-
mente vulnerables, como lo hemos anotado líneas atrás;
así, en el documento se abordan el reclutamiento de niños
en las fuerzas armadas y su participación en las hostilida-
des, así como el derecho de los niños desplazados a la edu-
cación. Las mujeres son objeto de especial atención, fun-
damentalmente en los ámbitos de salud y de educación.

En el caso de la asistencia a las personas desplazadas, se
hacen varias consideraciones con el objeto de brindar ma-
yor protección a las personas desplazadas y se reconoce la
intervención que tienen las organizaciones humanitarias
sobre este respecto, sin que se entienda dicha labor como
injerencia en los asuntos internos de los Estados. 

En el caso de que se terminen las causas que originaron el
desplazamiento, los Principios Rectores establecen el dere-
cho de los desplazados internos a regresar a su hogar en
condiciones seguras y dignas, y que las autoridades com-
petentes tienen el deber de asistirlos; además de brindarles
ayuda para recobrar las propiedades y posesiones que ha-
yan abandonado o, cuando esto no sea posible, a recibir
una indemnización equitativa u otra forma de reparación.
También se protege expresamente a los desplazados inter-
nos contra el regreso o el reasentamiento forzado en cual-
quier lugar donde su vida, seguridad, libertad y/o salud es-
té en peligro.



Es importante el esfuerzo que se ha hecho para darle un or-
den a las disposiciones dispersas en materia de desplaza-
miento internos en los instrumentos jurídicos de carácter
internacional; sin embargo, como hemos apuntado, el he-
cho de que los Principios Rectores no constituyan un ins-
trumento vinculante, hace difícil su cumplimiento.

Esta situación deja sujeto el cumplimiento de las disposi-
ciones de los Principios Rectores a la voluntad política de
los actores, por lo que debemos tomar en cuenta que ésta
será la que haga posible o no los desplazamientos internos,
o bien, respetar o hacer que se respeten los derechos de las
personas desplazadas. 

Sin constituir un documento que sea obligatorio, deja a esa
misma voluntad política de los agentes estatales, la aplica-
ción de mecanismos jurídicos para que las disposiciones
que prohíben los desplazamientos internos y la protección
de las personas desplazadas se vean reflejadas en la legis-
lación de cada país. 

Esa situación coloca en estado de indefensión a las perso-
nas que pueden ser víctimas de un desplazamiento, o bien,
a las personas desplazadas, pues no encuentran tutela de
sus derechos en una legislación nacional y tienen que in-
vocar instrumentos internacionales para verse protegidos.
Lo que retrasa la impartición de justicia y se permiten si-
tuaciones que violentan los derechos fundamentales de las
personas, en lo que se aplican las norma internacionales en
la materia. 

En México no contamos con cifras oficiales sobre el nú-
mero de desplazados internos. Sin embargo, a raíz del In-
forme del Representante del secretario general sobre los
desplazados internos, Francis Deng, titulado Pautas sobre
los desplazamientos: México, presentado el 10 de enero de
2003, se habla de 16 mil a 21 mil personas desplazadas só-
lo en Chiapas. En tanto, el Diagnóstico sobre la Situación
de los Derechos Humanos en México de la Oficina del Al-
to Comisionado de las Naciones Unidas en 2004, señala
que hay de tres mil a 21 mil desplazados en Chiapas, y ci-
ta la cifra de 60 mil para referirse al tema.

El propio diagnóstico menciona que no se cuentan con es-
tadísticas sobre los desplazamientos internos debido a su
naturaleza inestable y temporal y el hecho de que ninguna
dependencia, gubernamental o no, tiene un mandato explí-
cito para dar seguimiento. Nosotros agregamos la falta de
voluntad política de las autoridades para atender la proble-
mática, siendo que son responsables de los desplazamien-

tos, por acción u omisión, y falta de voluntad política tam-
bién, en el reconocimiento pleno de los derechos de los
pueblos indígenas que prevendría los desplazamientos in-
ternos, o bien protegería a aquellos en caso de que se pre-
sentaran.

Por su parte, la Comisión Mexicana de Defensa y Promo-
ción de Derechos Humanos reporta que, mediante diversos
estudios realizados, si bien no pueden identificar la magni-
tud real del fenómeno, confirman su existencia y gravedad
con los testimonios recogidos de familias de desplazados
internos forzados. Dicha organización indica que derivado
de los patrones de violencia en México se puede observar
desde 2006 a 12 entidades federativas con éxodo de perso-
nas, donde el desplazamiento interno se presenta de zonas
rurales a las ciudades y en sentido inverso también; preci-
sa que este fenómeno tiene su origen en Chihuahua, Nue-
vo León, Tamaulipas, Sinaloa, Durango, Michoacán, Gue-
rrero y Veracruz y que tan sólo considerando las personas
desplazadas de Chiapas, Sinaloa y Ciudad Juárez, Chihua-
hua, puede hablarse de 170 mil personas desplazadas inter-
namente.

En tanto, el Informe Global 2014 del Centro de Monitoreo
de Desplazamiento Interno, reporta que la ola expansiva de
la violencia ocasionada principalmente por grupos delicti-
vos y las operaciones militares para su combate, constitu-
yen una de las causas principales de desplazamiento y cal-
cula en 160 mil las personas desplazadas por estos motivos
en todo el país.

Por otro lado, en un informe de la Agencia de Naciones
Unidas para los Refugiados (ACNUR) denominado Wo-
men on the Run, muestra el testimonio de 160 mujeres que
se han visto forzadas a salir de sus lugares de origen por
violencia de grupos criminales y violencia por razones de
género. En el reporte, se habla de mujeres que huyen de El
Salvador, Guatemala, Honduras y algunas partes de Méxi-
co y destaca que en 2014, el número de mujeres que cruzó
la frontera con Estados Unidos fue casi tres veces mayor
que en 2013. El informe precisa que más de 60 por ciento
de las madres entrevistadas se vieron obligadas a dejar a
sus hijos, mientras que 85 por ciento de las entrevistadas
confesó haber vivido en comunidades bajo el control gru-
pos criminales y el 64 por ciento fue blanco de amenazas
directas y ataques. El reporte precisa que a muchas de ellas
se les pidió una cuota para vivir o ir al trabajo en un área
determinada. Ante ello, la ACNUR alerta de una crisis que
sólo crece debido a la expansión del crimen organizado.
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Si bien existe una problemática sobre los desplazamientos
internos de manera forzada, no existe una base legal para
dar atención a las situaciones de violaciones de derechos
humanos que existen en torno a ellos; parte de las acciones
de reconocimiento de este fenómeno se manifiestan en las
siguientes acciones:

– Mención en el Programa Nacional de Derechos Hu-
manos 2004-2008, donde en su objetivo específico 1.3
incluye la situación de los desplazados internos y pro-
pone acciones para contar con un diagnóstico sobre la
situación de los mismos, de formulación de planes de
atención integral que contemplen el retorno o la reubi-
cación de manera segura, además de promover la discu-
sión para el marco legal necesario que regule dichas si-
tuaciones.

– Proyecto de Atención a Indígenas Desplazados que
surge en 2006 dentro de la Comisión Nacional para el
Desarrollo de los Pueblos Indígenas para coadyuvar en
una estrategia que contribuya a la reubicación o retorno
a sus localidades de origen de la población indígena des-
plazada.

– Leyes Estatales para la Prevención y Atención del
Desplazamiento Interno como es el caso del Estado de
Chiapas que entró en vigor en febrero de 2012 y esta-
blece diversas disposiciones para atender este fenóme-
no.

– Referencias en la Ley General de Víctimas a la situa-
ción de las personas desplazadas internas de manera for-
zada para proporcionarles protección y atención en los
artículos 5, 38 y 93.

– Recomendación General 10 de la Comisión Estatal de
Derechos Humanos de Sinaloa: Informe Especial sobre
los Desplazados Internos de Personas en Sinaloa, de
abril de 2013, la cual reconoce la existencia de la pro-
blemática y la violación a los derechos humanos que
conlleva.

– Informe Especial, Derechos Humanos en Áreas de
Conflicto en Michoacán, de la Comisión Estatal de De-
rechos Humanos del estado, emitido en abril de 2014
donde documenta casos específicos de desplazamientos
en la entidad y propone una serie de acciones para lle-
varse a cabo entre diversos actores para su atención y
prevención.

Finalmente, el Informe del Representante del Secretario
General sobre los desplazados internos, Francis Deng,
titulado Pautas sobre los desplazamientos: México, en el
cual da cuenta de la situación de las personas desplaza-
das, principalmente de los pueblos indígenas, se des-
prenden otras recomendaciones que se traducen en lo si-
guiente:

– Adopción y aplicación de políticas por parte del Esta-
do para atender y proteger a los desplazados internos; lo
que significa que las autoridades del Estado, en cual-
quier nivel de gobierno, deben aplicar acciones en ma-
teria de desplazamientos internos de los pueblos indíge-
nas; sin embargo, ellas no deben ir encaminadas a
producir más o agudizar los que existen, sino a estable-
cer un esquema primario de atención para que satisfa-
gan las necesidades de los desplazados, se brinde una
protección inmediata ante la violación de sus derechos y
se resguarde su integridad física.

– Levantamiento de datos para determinar la magnitud
del problema de los desplazados internos; es decir, se
debe contar con un panorama claro de la situación de los
desplazados internos en nuestro país y de ahí determinar
qué tipo de necesidades tienen para la proyección de las
acciones que se tomarán para su asistencia y protección
de sus derechos. Esta acción podría hacerse de manera
paralela a los censos que las autoridades federales y lo-
cales realizan sobre diversos temas.

– Establecimiento de mecanismos de coordinación; és-
tos deben ir orientados en el sentido de que, las acciones
que se tomen por las autoridades, deben estar coordina-
das a efecto de que no sean contradictorias y redunden
en perjuicio de los derechos de las pueblos desplazados.
Además, deben incorporarse a éstas acciones organiza-
ciones de la sociedad civil, ya que en muchos casos han
proporcionado asistencia a los desplazados ante la au-
sencia de la autoridad o protegiéndolos de las acciones
de ésta.

Con el cumplimiento de esas condiciones, estaremos en
circunstancias de generar un marco legal sobre los despla-
zamientos, el cual debe consagrarse en primer lugar a nivel
constitucional y, en un segundo, expedir una Ley General
que de manera mínima, contemple lo siguiente:

– Principio de prevención. Debe establecerse la prohi-
bición de los desplazamientos internos forzosos, como
una medida para evitarlos y prevenirlos. 



– Participación informada. El abrir la puerta de la par-
ticipación en asuntos que directamente afecten a las per-
sonas que pueden ser objeto de desplazamientos forza-
dos por actos administrativos, legales o de cualquier
otra índole, constituye un referente que parte del su-
puesto de respetar sus decisiones, para lo cual debe pro-
porcionarse toda la información al respecto, la cual es
indispensable para contar con su opinión.

– Respeto a las decisiones. No basta que se dé una par-
ticipación informada, sino que exista el respeto a la de-
cisión que se tome por parte de las personas que puedan
ser sujetas a desplazamientos internos; aún más tratán-
dose de que éstos se originen por el aprovechamiento y
explotación de sus recursos por personas ajenas a ellos
o por la aplicación de proyectos de desarrollo. 

– Protección de los desplazados internos. En el su-
puesto de que existan los desplazamientos, debe esta-
blecerse el derecho a la protección y asistencia de las
personas desplazadas en este proceso, con la finalidad
de salvaguardar su integridad física y la protección de
sus derechos. Se debe poner especial atención en los ni-
ños, mujeres, personas con discapacidad y adultas ma-
yores, ya que son los grupos más vulnerables en la vio-
lación de sus derechos, reconociendo en todo momento
los que son consagrados en instrumentos internaciona-
les para cada sector en específico. La protección y asis-
tencia debe darse en todo el proceso de desplazamiento,
es decir, desde que se produce hasta que retornan a su
lugar de origen o lleguen al sitio de reubicación, fijando
la obligación de continuar con esas medidas hasta que
los pueblos indígenas desplazados retomen las condi-
ciones necesarias para su desarrollo.

– Retorno al lugar de origen. Debe cerciorarse de que
existen las condiciones de seguridad para que los des-
plazados internos retornen a su lugar de origen; esto se-
rá posible, una vez que las autoridades adopten las me-
didas para eliminar la causa que dio origen al
desplazamiento. De igual forma, se garantizarán los
apoyos necesarios para que las personas desplazadas ad-
quieran las condiciones para su desarrollo de nueva
cuenta.

– Reubicación. Se debe dar esta, una vez que se deter-
mine de común acuerdo entre las personas desplazadas
y las autoridades, que no existen las condiciones para
retornar al lugar de origen. La reubicación debe darse
con características iguales o mejores, a las del lugar que

habitaban otorgando en todos los casos la certeza jurídi-
ca de la propiedad. Además de recibir una indemniza-
ción que debe fijarse tomando en cuenta las leyes en la
materia, y la protección y asistencia hasta que adquieran
las condiciones para su desarrollo como pueblos en el
nuevo lugar, garantizando que no serán molestados y se
respetarán sus derechos.

– Protección de los derechos de los desplazados. Aun
cuando nuestro orden jurídico e instrumentos interna-
cionales lo contemplan de manera genérica, debe esta-
blecerse el respeto a los derechos de los desplazados que
tienen sobre la vida, a circular libremente, a la atención
médica, al uso de su lengua, de profesar su religión, a la
educación, al trabajo y a asociarse; también a que no
pueden ser sujetos de discriminación, de violencia de
cualquier tipo o de detención.

– Responsabilidades ante el incumplimiento. Debe
establecerse la responsabilidad civil, penal y adminis-
trativa de las autoridades, organizaciones, organismos o
personas que motiven un desplazamiento interno o
adopten medidas para llevarlo a cabo; de igual forma,
para los casos en los que se violen los derechos de los
pueblos durante su desplazamiento y causen daños a sus
tierras o recursos naturales. Esas responsabilidades de-
ben contemplar sanciones que, por su naturaleza y al-
cance, no permitan con instrumentos legales evadir la
responsabilidad por incumplimiento de la ley, o bien,
que aun cuando recibiendo la sanción, ésta no sea lo su-
ficientemente severa para que no inhiba la conducta. En
ese apartado debe reconocerse el derecho de los pueblos
indígenas de interponer acciones legales cuando se sien-
tan vulnerados en sus derechos frente a los desplaza-
mientos internos.

– Marco legal de obligaciones para todos. Como los
desplazamientos internos no sólo son provocados por
acciones de gobierno, sino que también intervienen gru-
pos delincuenciales o bien organismos que impulsan
proyectos de desarrollo o personas que buscan la explo-
tación y aprovechamiento de los recursos naturales, de-
be establecerse que la observancia de la regulación so-
bre desplazamientos internos es general y que todos los
actores sociales son responsables ante su incumplimien-
to.

– Participación de la sociedad. Se debe contemplar la
participación de la sociedad civil, de organizaciones, es-
pecialmente aquellas promotoras de los derechos huma-
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nos, en el proceso de protección y asistencia de los des-
plazados internos en todas sus fases; lo anterior obede-
ce a que éstas organizaciones han sido las que han ac-
tuado frente a los desplazamientos y pueden fungir
como observadores para que se dé la garantía de que se
respeten los derechos de los desplazados.

Fundamento legal

La suscrita, diputada federal integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática de la
LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados; con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71 fracción II y 135
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 3, numeral 1, fracción VIII; 6, numeral 1, fracción I,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
to a consideración del pleno de la honorable Cámara de
Diputados el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 29 y 73 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos

Artículo Único. Se reforman los artículos 29 segundo pá-
rrafo y 73, fracción XXI, inciso a), de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como
sigue:

Artículo 29. …

En los decretos que se expidan, no podrá restringirse ni
suspenderse el ejercicio de los derechos a la no discrimina-
ción, al reconocimiento de la personalidad jurídica, a la vi-
da, a la integridad personal, a la protección a la familia, al
nombre, a la nacionalidad; los derechos de la niñez; los de-
rechos políticos; las libertades de pensamiento, conciencia
y de profesar creencia religiosa alguna; el principio de le-
galidad y retroactividad; la prohibición de la pena de muer-
te; la prohibición de la esclavitud y la servidumbre; la pro-
hibición de la desaparición forzada, la tortura y
desplazamientos internos forzados; ni las garantías judi-
ciales indispensables para la protección de tales derechos.

…

…

…

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

I a XX. …

XXI. Para expedir:

a) Las leyes generales que establezcan como míni-
mo, los tipos penales y sus sanciones en las materias
de secuestro, desaparición forzada de personas, otras
formas de privación de la libertad contrarias a la ley,
desplazamientos internos forzados, trata de perso-
nas, tortura y otros tratos o penas crueles, inhuma-
nos o degradantes, así como electoral.

…

b) a c) …

…

…

XXII. a XXX. …

Transitorios

Artículo primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo segundo. El Congreso de la Unión deberá expe-
dir la legislación en la materia que se adiciona por virtud
del presente Decreto al artículo 73, fracción XXI, inciso a),
dentro de los 180 días siguientes a la entrada en vigor del
mismo.

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados, a 12 de no-
viembre de 2015.— Diputada Maricela Contreras Julián (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Puntos Constitucionales,
para dictamen.



PROPOSICIONES 

REVISIÓN EXHAUSTIVA DE LOS PERMISOS DE
CONSTRUCCIÓN OTORGADOS EN ZONAS QUE SE
PUDIERAN CATALOGARSE COMO DE RIESGO 
PARA LA POBLACIÓN

«Proposición con punto de acuerdo, por el cual se exhorta
a los tres niveles de gobierno a revisar de modo exhaustivo
los permisos de construcción expedidos en zonas que pu-
dieran catalogarse como de riesgo para la población, a car-
go de la diputada Delia Guerrero Coronado, del Grupo Par-
lamentario del PRI

La que suscribe, Delia Guerrero Coronado, diputada a la
LXIII Legislatura, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 6o., numeral 1, fracción I y 79,
numeral 1, fracción II, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a la consideración de esta asamblea las
siguientes

Consideraciones

El deslave ocurrido en el talud ubicado en la popular zona
de Santa Fe del Distrito Federal, refleja la peligrosidad de
otorgar permisos de construcción sin los estudios corres-
pondientes sobre las condiciones del terreno, entre otro ti-
po de irregularidades que van desde la planificación urba-
na deficiente y hasta la corrupción.

El pasado 27 de octubre del año en curso, un primer desli-
zamiento de 6 mil metros cúbicos de tierra y piedras oca-
sionó daños en 15 vehículos que se encontraban estaciona-
dos sobre la avenida Tamaulipas y la calle Luis Barragán1.
Desde entonces y hasta el 6 de noviembre se han registra-
do al menos otros cuatro deslaves que han amenazado con
el desgajamiento total del cerro.

Por fortuna, estos incidentes no han lesionado a ninguna
persona, sin embargo, sacaron a la luz pública un conjunto
de irregularidades administrativas que han derivado en una
situación de alto riesgo para la vida y el patrimonio de las
personas que vivían en el talud ubicado en la delegación
Cuajimalpa del Distrito Federal.

Si bien a los pocos días del primer deslave, los habitantes
de los condominios optaron por desalojar sus hogares, lo
cierto es que su patrimonio podría estar a punto de perder-
se irremediablemente.

De acuerdo con la Guía Básica para la Elaboración de Atlas
Estatales y Municipales de Peligro y Riesgos, existen fac-
tores externos que propician la inestabilidad de las laderas,
como son las lluvias prolongadas2. Sin embargo, en el ca-
so del predio de Santa Fe, las primeras indagatorias seña-
lan que fueron predominantemente factores humanos los
que ocasionaron estos deslaves.

Un informe elaborado por las autoridades de protección ci-
vil de dicha demarcación arrojó que los desgajamientos se
debieron al peso de la construcción irregular de una torre
propiedad de la empresa American Tower que, aunada a las
cargas residuales provenientes de la red hidrosanitaria del
predio, generaron una saturación de humedad provocando
la inestabilidad del talud3. 

El 29 de octubre, la antena fue desmontada y retirada de la
zona, ante el inminente riesgo del colapso de su estructura.
La empresa propietaria, por su parte, afirma que contaba
con los permisos aplicables y cumplía con las normas de
operación para este tipo de equipos. Según Rodrigo Jimé-
nez Castellanos, vicepresidente de Asuntos Públicos para
América Latina en American Tower:

Esta torre era la única que American Tower Corp operaba
en esa ubicación, siendo importante precisar que contamos
con los permisos aplicables a dicha estructura, la cual tenía
más de 15 años en operación sin haber presentado proble-
mas en el sitio o su entorno. La estructura fue adquirida en
el año 2002 y para su edificación, se realizó por los enton-
ces propietarios la mecánica de suelo correspondiente4.

El jefe del gobierno del Distrito Federal, Miguel Ángel
Mancera, ha señalado que los permisos de construcción
tanto para la antena como para el drenaje del talud fueron
otorgados durante la administración de Andrés Manuel Ló-
pez Obrador, así como por los delegados de Cuajimalpa
Jenny Saltiel Cohen, Francisco de Souza Mayo e Ignacio
Ruiz López. Actualmente, la Consejería Jurídica del Go-
bierno del Distrito Federal continúa revisando la documen-
tación relacionada con los permisos, sin que hasta el mo-
mento se hayan podido fincar responsabilidades a las
autoridades o a las empresas constructoras, no obstante que
existe al menos una denuncia ante la Procuraduría General
de la República, presentada por el abogado Juan Rivero en
contra del gobierno de la Ciudad de México y contra quien
resulte responsable por los daños y perjuicios causados5. 

El gobierno federal, a través de la Coordinación Nacional
de Protección Civil y el Centro Nacional de Prevención de
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Desastres ha actuado de forma oportuna, asistiendo al go-
bierno del Distrito Federal en la elaboración de un mapa de
riesgos que ayude a determinar y prever futuros desliza-
mientos de tierra en la zona.  

Al margen de que las investigaciones deslinden las respon-
sabilidades correspondientes, es claro que el deslave de
Santa Fe es el resultado de una serie de omisiones graves,
con un fuerte componente de corrupción.

Hoy en día tenemos una legislación general muy clara en
lo que se refiere a los asentamientos humanos y la preven-
ción de riesgos, misma que evidentemente no fue observa-
da por las autoridades del Distrito Federal.

El artículo 3o., fracción XII, de la Ley General de Asenta-
mientos Humanos establece que el ordenamiento territorial
de los asentamientos humanos y el desarrollo urbano de los
centros de población, tenderá a mejorar el nivel y calidad
de vida de la población urbana y rural, mediante la preven-
ción, control y atención de riesgos y contingencias am-
bientales y urbanos en los centros de población.

El artículo 82 de la Ley General de Protección Civil consi-
dera como delito grave la construcción, edificación, reali-
zación de obras de infraestructura y los asentamientos hu-
manos que se lleven a cabo en una zona determinada sin
elaborar un análisis de riesgos y, en su caso, definir las me-
didas para su reducción, tomando en consideración la nor-
matividad aplicable y los atlas municipales, estatales y el
nacional y no cuenten con la autorización de la autoridad
correspondiente.

Lo que sucedió en la delegación Cuajimalpa del Distrito
Federal debe servir como ejemplo para el resto de las enti-
dades de la República, a efecto de detectar irregularidades
y casos de corrupción en el otorgamiento de permisos para
construcción, especialmente en aquellas zonas que pudie-
ran considerarse como de alto riesgo para la población.

Tan sólo en la capital del país, de acuerdo con información
de la Secretaría de Protección Civil y algunos registros pú-
blicos de diversas delegaciones, existen cerca de 23 mil
personas habitando 11 mil viviendas construidas en puntos
de alto riesgo, como laderas, cañadas y cauces de ríos de 74
barrancas6.

A nivel federal, se elabora el Atlas Nacional de Riesgos pu-
blicado por la Secretaría de Gobernación, documento don-
de se mide el grado de peligro e impacto económico y so-

cial que pueden ocasionar eventos meteorológicos en el fu-
turo dentro del territorio mexicano, además de incluir in-
formación y estrategias para reducir los efectos de algún
fenómeno natural.

En ese sentido, el presente punto de acuerdo propone ex-
hortar a la Secretaría de Gobernación a reforzar la difusión
de este importante instrumento de prevención entre los go-
biernos de las entidades y los municipios, a efecto de que
puedan llevar a cabo una mejor revisión tanto de los per-
misos de construcción otorgados por las administraciones
actuales, como de las pasadas, con la finalidad esencial de
proteger la vida y el patrimonio de las personas.

Con estas acciones, no sólo estamos garantizando la segu-
ridad de los mexicanos y de sus familias sino combatiendo
a la corrupción que, como quedó demostrado en el caso de
Santa Fe, también puede poner en riesgo la vida de las per-
sonas.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y motivado, me
permito someter a consideración esta honorable asamblea,
los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta a los gobiernos de las entidades fe-
derativas, a los municipios y a las delegaciones del Distri-
to Federal, a realizar una revisión exhaustiva de los
permisos de construcción otorgados en zonas que pudieran
catalogarse como de riesgo para la población, con el obje-
to de detectar y sancionar faltas administrativas y casos de
corrupción que pudieran derivar en situaciones de riesgo
para la vida y el patrimonio de las personas. 

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente a la Secretaría de Gobernación a reforzar la difusión
del Atlas Nacional de Riesgos entre los gobiernos de las
entidades y los municipios, a efecto de que éstos puedan
llevar a cabo una revisión integral de los permisos de cons-
trucción otorgados por las administraciones actuales y an-
teriores, con la finalidad de proteger la vida y el patrimo-
nio de las personas en todo el país.

Notas:

1. Nota, “Se registra derrumbe de cerro en Santa Fe”, Excélsior, 28 de
octubre de 2015. 



2. Ver. Guía Básica para la Elaboración de Atlas Estatales y Municipa-
les de Peligro y Riesgos, editado por la Secretaría de Gobernación, Mé-
xico, 2004, p.147.

3. Nota, “American Tower es responsable del deslave”, El Universal,

10 de noviembre de 2015. 

4. Nota, “En deslave de Santa Fe, antena telecom cumplía con normas:
American Tower”, 6 de noviembre de 2015. 

5. Nota, “Presenta vecino denuncia en PGR por el deslave en Santa
Fe”, El Universal, 10 de noviembre de 2015. 

6. http://oemenlinea.com.mx/metropoli/67654-al-menos-23-mil-perso-
nas-viven-en-mas-de-100-puntos-de-alto-riesgo-en-74-barrancas-del-
df

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1o. de diciembre de 2015.—
Diputada Delia Guerrero Coronado (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Protección Civil, para dicta-
men.

MODIFIQUEN Y ADECUEN SUS LEGISLACIONES
LOCALES CONFORME A LO PREVISTO EN EL
ARTÍCULO 4o. CONSTITUCIONAL, Y LA LEY
GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y
ADOLESCENTES

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los congresos locales a adecuar sus legislaciones conforme
a lo previsto en el artículo 4o. constitucional y la Ley Ge-
neral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a
cargo de la diputada Patricia García García, del Grupo Par-
lamentario del PAN

La suscrita, Patricia García García, diputada federal de la
LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 6, numeral 1,
fracción I; 62, numeral 2, y 79, numeral 2, fracciones I, II
y III, del Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta
a esta honorable asamblea la siguiente proposición con
punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

En la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos En el párrafo noveno, del artículo 4to, se señala que
“En todas las decisiones y actuaciones del Estado se vela-
rá y cumplirá con el principio del interés superior de la ni-
ñez, garantizando de manera plena sus derechos”. De
acuerdo con la Ley General de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes, dentro de esos derechos está el dere-
cho a la  vida, derecho a vivir en familia, derecho a la iden-
tidad, derecho a la educación, derecho a la seguridad
jurídica y al debido proceso,  y muchos otros que como le-
gisladores conocemos ampliamente.

Hace apenas unas cuantas décadas que se inició con mayor
vigor la valoración de los derechos de nuestras niñas y ni-
ños, de los cuales menciono unos cuantos antecedentes:1

En el contexto internacional, la primera declaración siste-
mática de los “Derechos del Niño”, redactada por la peda-
goga suiza Englantine Jebb, que fue promulgada por la en-
tonces Asociación Internacional de Protección a la Infancia
y aprobada por la Sociedad de las Naciones en 1924; de-
nominada Declaración o Carta de Ginebra, que más tarde
sería revisada en 1946.

En 1953, la Asamblea General de las Naciones decidió que
el UNICEF (Fondo de las Naciones Unidas para la Infan-
cia) continuara sus funciones en forma permanente como
organización mundial de protección a la infancia.

En el caso mexicano se celebró en agosto de 1973 el Pri-
mer Congreso Nacional sobre el Régimen Jurídico del Me-
nor, considerándose en ese entonces crear un orden norma-
tivo aplicable de forma exclusiva al niño.

Actualmente, y derivado no sólo de los eventos que men-
cioné, sino de distintas actividades y declaraciones interna-
cionales, se cuenta con un importante número de instru-
mentos jurídicos, con lo cual, los asuntos de los niños se
han posicionado como un tema prioritario en las acciones
de todos los gobiernos del mundo.

México ha suscrito y ratificado la mayoría de éstos conve-
nios, entre los que destaca por su importancia la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño, cuyo artículo 4° estable-
ce que los Estados parte adoptarán todas las medidas
administrativas, legislativas y de otra índole para dar efec-
tividad a los derechos económicos, sociales y culturales,
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los Estados parte adoptarán esas medidas hasta el máximo
de los recursos de que dispongan y, cuando sea necesario,
dentro del marco de la cooperación internacional.

Que en lo que se refiere a preeminencia jurídica, la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el
grado más alto en nuestras normas nacionales y las leyes y
los tratados locales tienen que adecuar sus normas a esta
para tener una concordancia jurídica.

La Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes, que tiene por objeto garantizar a niñas, niños y
adolescentes la tutela y el respeto de los derechos funda-
mentales reconocidos en la Constitución establece que la
Federación, las entidades federativas, los municipios y las
demarcaciones territoriales del Distrito Federal, en el ám-
bito de sus respectivas competencias, concurrirán en el
cumplimiento del objeto de esta Ley, para el diseño, ejecu-
ción, seguimiento y evaluación de políticas públicas en
materia de ejercicio, respeto, protección y promoción de
los derechos de niñas, niños y adolescentes.

Cabe mencionar que esta ley fue publicada en el Diario
Oficial de la Federación el 4 de diciembre de 2014, donde
en uno de sus transitorios dice al calce:

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Congreso de la Unión y las legislaturas de
las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas
competencias, realizarán las modificaciones legislativas
conforme a lo dispuesto en el presente Decreto, dentro
de los ciento ochenta días naturales siguientes a su en-
trada en vigor.

Es decir, ya se rebasó el plazo previsto en el segundo tran-
sitorio por más de 300 días.

Sin menoscabar la obligación de la Federación para preser-
var y garantizar los derechos de la niñez, es cierto que gran
parte de los derechos de los niños, principalmente los rela-
cionados con las materias civil y penal, recaen en la com-
petencia y conocimiento por parte de las autoridades de las
entidades federativas, tal como el derecho a ser adoptado,
el derecho a una pensión alimenticia, el derecho a ser pro-

tegido contra todas las formas de explotación y abuso se-
xual, el derecho al nombre, a conocer a sus padres a ser
cuidado por ellos, por mencionar algunos.

Es por ello que, basados en el interés superior de la infan-
cia, queremos impulsar que en los Congresos locales de las
entidades federativas que no cuentan con la homologación
de esta la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, en sus marcos normativos, legislen y refor-
me su marco jurídico, de acuerdo con lo que establecen la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
con respecto a la niñez y la Ley General de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes.

Es por ello que, con base en la fundamentación y argu-
mentos expuestos y coincidiendo con la Declaración Mun-
dial sobre la Supervivencia, la Protección y el Desarrollo
del Niño, de que no puede haber una tarea más noble que
la de dar a todos los niños un futuro mejor, presentamos a
la consideración de este honorable pleno los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Esta honorable Cámara de Diputados exhorta
respetuosamente a los congresos de las entidades federati-
vas que faltan de realizar las modificaciones legislativas,
adecuen sus leyes locales conforme a lo previsto en el Ar-
tículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, en materia de niñez y adolescencia y, confor-
me a lo previsto en la Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes.

Nota:

1 Véase: Jiménez García, Joel Francisco, Derechos de los niños, 2000.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1o. de diciembre de 2015.—
Diputada Patricia García García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez, para
dictamen.



CUMPLAN LAS RECOMENDACIONES FORMULA-
DAS POR EL GRUPO INTERDISCIPLINARIO DE EX-
PERTOS INDEPENDIENTES DE LA CIDH, EN RELA-
CIÓN CON LA DESAPARICIÓN DE LOS 43
ESTUDIANTES NORMALISTAS DE AYOTZINAPA,
ESTADO DE GUERRERO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a cumplir por la Segob y la PGR las re-
comendaciones del grupo interdisciplinario de expertos in-
dependientes de la CIDH sobre la desaparición de los 43
estudiantes normalistas de Ayotzinapa, Guerrero, a cargo
de la diputada Lluvia Flores Sonduk, del Grupo Parlamen-
tario del PRD

La suscrita, diputada Lluvia Flores Sonduk, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática en la LXIII Legislatura, con fundamento en el ar-
tículo 79, numerales 1, fracción II, y 2, fracciones II, IV y
VI, del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta honorable asamblea el presente pun-
to de acuerdo al tenor de las siguientes 

Consideraciones

Han pasado más de dos meses desde que el grupo de ex-
pertos de la Comisión Interamericana de Derechos Huma-
nos, emitió sus recomendaciones al Estado mexicano a tra-
vés de la Secretaría de Gobernación y la Procuraduría
General de la República, en relación con la desaparición de
los 43 estudiantes de la Normal de Ayotzinapa, sin que a la
fecha se tenga conocimiento del cumplimiento de las mis-
mas. Muy por el contrario con preocupación nos hemos en-
terado que se ha tratado de contaminar el proceso, crimi-
nalizando a los estudiantes que sobrevivieron el 26 de
septiembre de 2014. 

Cabe recordar que el grupo interdisciplinario de expertos
independientes hizo un recuento detallado de numerosas
inconsistencias, omisiones y extravíos en las pesquisas rea-
lizadas por la PGR y otras instituciones oficiales en torno
al grave atropello cometido el 26 de septiembre del año pa-
sado en Iguala, en contra de estudiantes de la escuela nor-
mal rural de Ayotzinapa y otras personas que fueron ejecu-
tadas en el momento de los hechos.  

Cabe recordar que el grupo interdisciplinario de expertos
independientes, se integró en el mes de noviembre de 2014
por acuerdo entre el gobierno mexicano y la Comisión

Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) a petición
de los familiares y por los representantes de las víctimas de
la Desaparición Forzada de Ayotzinapa. 

El grupo interdisciplinario de expertos independientes
(GIEI) elaboró un abundante informe donde hace observa-
ciones, conclusiones y las respectivas recomendaciones a
las autoridades mexicanas correspondientes, sobre la in-
vestigación, búsqueda de los estudiantes desaparecidos co-
mo sobre el asunto de las desapariciones en México en ge-
neral, además incorpora los peritajes técnicos en los que
fundamentó sus investigaciones y conclusiones. 

En general hizo 13 recomendaciones en relación con los
hechos ominosos de Iguala, entre estos, replantear la hipó-
tesis del caso e investigar como línea prioritaria el traslado
de estupefacientes, lo que pudo desencadenar el ataque a
los estudiantes, lo que a juicio de los expertos es clave pa-
ra determinar el móvil del ataque en virtud que un autobús
de pasajeros era utilizado para el transporte de drogas.

Esto es, a juicio de los expertos por el modus operandi en
el que la violencia contra los normalistas fue en aumento y
la operación estaba dirigida a no dejar salir los autobuses
de Iguala, lo que representa un aspecto importante a tratar
dentro del caso, y puntualizan que es seria la hipótesis so-
bre la utilización de un autobús para el tráfico de drogas,
que fue tomado por los estudiantes para su traslado a la ma-
nifestación del 2 de octubre en la ciudad de México. 

Además el grupo de expertos de la CIDH, recomendaron
realizar una investigación a todos los funcionarios públicos
involucrados en el expediente, además de aquellos que pu-
dieron haber obstruido la investigación, así como a todos
los cuerpos de seguridad que estuvieron presentes en el lu-
gar de los hechos fatales, como la policía estatal, ministe-
rial, federal y elementos de la Secretaría de la Defensa Na-
cional. Saber si sus acciones estuvieron acordes con
derecho y si cumplieron con los protocolos de actuación
especialmente con su deber de proteger a los ciudadanos.

Otra de las recomendaciones de gran interés para sociedad
es que luego de hallar los restos de Alexander Mora Ve-
nancio, identificado por el laboratorio de la Universidad de
Innsbruck, investigar sobre la existencia y posible uso de
hornos de cremación en entidades públicas y privadas, y
otros que pudieran haber sido disponibles para los perpe-
tradores del posible crimen, así como evaluar todas las cir-
cunstancias y la vinculación de los hechos. 
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Asimismo, la implementación de mecanismos para la aten-
ción a las víctimas en aspectos legales, sociales, psicoso-
ciales, médicos y de protección para que sean impulsadas
por la Secretaría de Gobernación y la Comisión Ejecutiva
de Atención a Víctimas en coordinación con otras entida-
des federales y estatales. 

Del mismo modo los expertos de la CIDH elaborar un re-
gistro único nacional de personas desaparecidas; diseñar e
implementar un procedimiento de búsqueda de personas
desparecidas de manera oficiosa por el Estado y se ponga
en marcha de forma inmediata y se ejecute sin dilaciones
indebidas, además de contar con equipos especializados
que posibiliten la participación de peritos externos, y en los
procedimientos de búsqueda se debe permitir el ingreso de
cualquier entidad pública, incluyendo las instalaciones mi-
litares y policiales. 

Entre otras recomendaciones transcendentales está el satis-
facer a los familiares y víctimas el Derecho a la verdad,
permitiendo el acceso a la información necesaria y el co-
nocimiento de la situación judicial y evolución del caso. 

Pero además una de las recomendaciones centrales es se-
guir con la búsqueda de los 43 estudiantes desparecidos los
día 26 y 27 de septiembre de 2014, luego de descartar cien-
tíficamente que éstos fueran incinerados en el basurero del
municipio de Cocula de la región de Norte del estado co-
mo lo sostuvo el ex procurador General de la República,
Jesús Murillo Karam, que sostuvo su llamada “verdad his-
tórica”  que sostenía que integrantes del grupo delincuen-
cial “Guerreros Unidos” confundieron a los estudiantes
con miembros del grupo opositor “Los Rojos”

El mismo grupo de expertos ha señalado errores, omisiones
y obstáculos en la investigación llevada a cabo por la PGR,
entre estos la dificultad de entrevistar directamente a ele-
mentos del ejército que participaron en el lugar de los he-
chos y que dieron puntual seguimiento desde la salida de
los jóvenes de la ciudad de Chilpancingo hasta la ciudad de
Iguala.  Las autoridades supieron desde el inicio que los jó-
venes detenidos y posteriormente desaparecidos eran estu-
diantes de la normal rural de Ayotzinapa.

Señalaron con contundencia que las autoridades mexicanas
han obstaculizado las entrevistas con miembros del 27 bata-
llón del Ejército, punto importante para contrastar los testi-
monios y declaraciones sobre la participación de los milita-
res en los distintos puntos que se desenvolvieron los hechos.

En resumen, han destacado que existe una fragmentación
de la investigación, por lo que han sugerido unificar la in-
vestigación para no perder la visión integral de los hechos
omisos que todos condenamos. Las autoridades investiga-
doras han omitido también investigar todos y cada uno de
los delitos cometidos, entre estos, los delitos de tortura, de-
saparición forzada, tentativas de homicidios, encubrimien-
to, obstrucción a la justicia, abuso de autoridad, uso no
adecuado de la fuerza, lesiones y amenazas que sobrelle-
varon los estudiantes sobrevivientes. 

Además ha faltado una atención integral a las víctimas, que
se cristaliza en tener un mapeo completo de víctimas del
caso que no se ha realizado, acercamiento a las víctimas y
familiares para generar confianza y hacer una propuesta de
atención a las víctimas e informarles de sus derechos de
forma personalizada. 

Asimismo persiste un ineficiente protocolo para la investi-
gación del delito de la Desaparición Forzada. El GIEI ha
recomendado el diseño de un proyecto de Protocolo Ho-
mologado para la investigación del delito de desaparición
forzada de la PGR, para la búsqueda de los desaparecidos
como una prioridad y no secundaria, a la investigación de
los responsables, esto con el propósito de dar una respues-
ta rápida, coordinada y eficaz en los casos nuevos y los ya
existentes, con criterios de actuación diligente, coordina-
ción de autoridades  y la inclusión de un análisis de con-
texto y modus operandi de los perpetradores, que sirva pa-
ra determinar una estrategia de búsqueda, investigación y
reparación de estos casos.

El cumplimiento de estas recomendaciones de la GIEI, son
de vital importancia para lograr saber la verdad jurídica, el
esclarecimiento de los hechos y la sanción de los responsa-
bles de este ominoso hecho condenado por la sociedad na-
cional e internacional.  Sin embargo, preocupa profunda-
mente que en los últimos meses las autoridades federales
en lugar de cumplir con las recomendaciones de los exper-
tos de la CIDH, han estado intentando generar confusión y
por ende desvirtuar el fondo del caso, y en el futuro dejar
en la impunidad a los responsables de los hechos.

Un hecho concreto, fue la filtración en un medio nacional
una conversación de un sobreviviente de los hechos de
Iguala los días 26 y 27 de septiembre, Omar García, donde
se pretende presentarlo de tener conocimiento que algunos
de sus compañeros están relacionados con un grupo delic-
tivo, que no es otra cosa que a todas luces se busca desviar



la atención para perpetuar la impunidad del caso, que bajo
ninguna circunstancia se puede aceptar. 

Hay que recordar que el informe confirmó lo manifestado
por los padres de las víctimas ahora desaparecidas. Es de-
terminante investigar a fondo con transparencia, objetivi-
dad, imparcialidad y certeza jurídica, para despejar cual-
quier torsión que transite hacia la ruta de la impunidad
exculpando a los responsables materiales e intelectuales.
Es decir, no dejar ninguna duda, por eso la importancia de
saber cuál fue el papel de los efectivos del 27 batallón de
infantería y de las corporaciones policiales estatal y federal
en estos omisos hechos. Es también necesario sancionar el
desempeño errático de quienes estuvieron al frente de las
investigaciones como las conclusiones que presentó la
PGR en noviembre del año pasado. Es un interés supremo
garantizar la procuración de justicia efectiva, veraz y expe-
dita en este caso que trasciende nuestras fronteras. 

Por lo anteriormente expuesto, y en atención a nuestras
obligaciones constitucionales y convencionales para favo-
recer la protección de los derechos; presento la siguiente
proposición con punto de acuerdo, la suscrita somete a
consideración de esta honorable asamblea el siguiente 

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta respetuosamente
al titular del Ejecutivo federal para que, a través de la Se-
cretaría de Gobernación y la Procuraduría General de la
República para cumplir escrupulosamente las recomenda-
ciones formuladas por el grupo interdisciplinario de exper-
tos independientes de la CIDH que acompañan las investi-
gaciones para esclarecer los hechos de desaparición
forzada de estudiantes normalistas de Ayotzinapa; y evitar
sembrar confusiones, y desvirtuar el fondo de los hechos,
que en el futuro pueda dejar en la impunidad a los respon-
sables de los diversos delitos que se cometieron el día 26 y
27 de septiembre del año 2014 en Iguala, Guerrero.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1o. de diciembre de 2015.—
Diputada Lluvia Flores Sonduk (rúbrica).»

Se remite a la  Comisión Especial para continuar las in-
vestigaciones y dar seguimiento a los resultados del
GIEI, designado por la CIDH, relacionadas con los he-
chos ocurridos en Iguala, Guerrero, a alumnos de la es-
cuela normal rural de Ayotzinapa “Raúl Isidro Bur-
gos”, para su atención.

INCREMENTE LAS ACTIVIDADES Y ACCIONES DE
PREVENCIÓN CONTRA LA ENFERMEDAD DEL
SIDA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Secretaría de Salud a incrementar por el Censida las ac-
ciones preventivas del sida, a cargo de la diputada María
Ávila Serna, del Grupo Parlamentario del PVEM

La que suscribe, María Ávila Serna, diputada integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 6, nu-
meral 1, fracción I, y 79, numeral 2, fracciones II, y demás
relativos y aplicables del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta honorable
asamblea la presente proposición con punto de acuerdo al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Las estructuras biológicas más comunes en nuestro plane-
ta son agentes infecciosos microscópicos 10 mil veces más
pequeños que las bacterias, de las cuales se derivan 21 fa-
milias capaces de causar enfermedades a los seres humanos
y que requieren de células vivas para reproducirse, llama-
dos asesinos microscópicos: los virus.

Los virus contienen material genético que les permite re-
plicarse al transmitir su información contenida en forma de
ADN y ARN, aprovechándose de las estructuras de síntesis
de células vivas, lo que agiliza su propagación por todo el
sistema vital del huésped.

Si bien los virus pueden invadir células de cualquier ser vi-
vo, ya sea planta, animal o seres humanos, existe una ba-
rrera natural entre especies que no permite el paso de una
infección entre receptores celulares con diferencias genéti-
cas y metabólicas, es decir, la llamada barrera de especies.

Sin embargo, desde el siglo pasado ha aumentado la preo-
cupación derivada de la propagación de enfermedades in-
fecciosas entre poblaciones diferentes, causando graves
brotes de enfermedad que, en algunos casos, han evolucio-
nado hasta convertirse en pandemias que amenazan a la es-
pecie humana.

Uno de estos casos de salto de barrera impactó a la comu-
nidad internacional a principios de los años 80, cuando mé-
dicos estadounidenses detectaron a grupos de pacientes
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con enfermedades poco comunes, como el sarcoma de Ka-
posi y un tipo de infección pulmonar transmitida por pája-
ros, en áreas de Nueva York y California. Para 1982 se le
dio un nombre a esta enfermedad: síndrome de inmunode-
ficiencia adquirida (Sida), el cual ha matado a unos 25 mi-
llones de personas en todo el mundo y ha dejado huérfanos
a 12 millones de niños sólo en África, país en donde se cree
el virus del VIH se transformó a partir del SIV, siglas del
Virus de Inmunodeficiencia en simios.

La gravedad de este síndrome radica en que es incurable y
su índice de mortalidad es muy alto, dado que el virus des-
truye el sistema inmunológico de los pacientes, mismos
que quedan a merced de infecciones oportunistas que se
convierten en crónicas y mortales, a diferencia de los indi-
viduos sanos quienes cuentan con linfocitos CD4 que co-
ordinan la defensa ante invasiones extrañas en su cuerpo.

Ante la amplia capacidad demostrada por el virus para pro-
pagarse hasta convertirse en pandemia y su alto índice de
mortalidad, desde 1988 se conmemora el Día Internacional
del Sida, a fin de llevar un mensaje de unidad, comprensión
y solidaridad para aquellos padezcan el síndrome, que a pa-
ra 2014 sumaban 36.9 millones, pero también para con-
cientizar a la toda la sociedad sobre los peligros y medidas
de prevención que se deben considerar sobre este padeci-
miento.

En México, el primer caso conocido de paciente contagia-
do con el virus de inmunodeficiencia humana se verificó
hace 32 años en 1983, por lo cual el gobierno responde con
la creación del Consejo Nacional para la Prevención y el
Control del Síndrome de la Inmunodeficiencia Adquirida
(Conasida), mismo que sería fortalecido tanto en atribucio-
nes como en su integración por medio del decreto publica-
do en el Diario Oficial de la Federación (DOF), en virtud
del cual el órgano desconcentrado se convirtió en el Centro
Nacional para la Prevención y Control del VIH/Sida (Cen-
sida).

El objetivo principal de Censida es funcionar como instan-
cia rectora y coordinadora de los esfuerzos de gobierno,
iniciativa privada y sociedad civil para la disminución de la
incidencia de enfermos de Sida y de otras infecciones de
transmisión sexual (ITS), respetando los derechos huma-
nos y la perspectiva de género.

Las formas de transmisión del VIH son tres: sexual, san-
guínea y perinatal, lo que implica una propagación mayor
del virus, dado que se mantiene en incubación por muchos

años sin presentar síntomas, hasta llegar a una infección en
etapa avanzada en donde se presentan síntomas, que es
cuando se diagnostica el Sida.

Se han logrado avances importantes en los esfuerzos por
reducir el número de contagios al mínimo desde el descu-
brimiento del síndrome en nuestro país, tal como lo de-
muestran las cifras de Censida, que arrojan un índice de ca-
sos diagnosticados mayor en el año de 1999 con un total de
8 mil 858, mientras que para 2015 se contabilizaron 3 mil
407 casos. 

Lo anterior es ejemplo del trabajo de seguimiento, detec-
ción y atención que se le ha dado a la problemática en co-
mento, misma que es atendida como un problema de salud
pública. Sin embargo, el trabajo debe continuar para lograr
la meta que se propone Censida: reducir el número de con-
tagios en nuestro país.

En México, la población infantil y juvenil representan la
más numerosa, junto con la población en edad reproducti-
va que se mantiene en constante crecimiento. Asimismo, el
estudio Conocimiento, actitud y práctica de anticoncep-
ción en adolescentes mexicano arrojó datos relevantes, en-
tre ellos el promedio de inicio de la vida sexual activa en
este grupo poblacional: 15 años, mientras que existe un
porcentaje de 17 por ciento en mujeres y 21 por ciento pa-
ra hombres con vida sexual activa.

Ante este panorama, el tema del libre albedrío resulta rele-
vante, pues la transmisión a través del contacto sexual sin
protección puede evitarse si se promueven medidas de sa-
lud reproductiva con enfoque preventivo, dirigidas al pú-
blico en general, poniendo especial énfasis en los jóvenes,
quienes deben contar con información adecuada y sufi-
ciente para ejercer su sexualidad.

El esfuerzo para informar a la población sobre cuestiones
de sexualidad responsable debe considerar la participación
de instituciones de gobierno y sociedad, quienes deben
provechar el conocimiento técnico y científico que elabora
y amplía Censida para lograr la reducción de los niveles del
Sida a su mínima expresión y pensar, en un futuro, en la
erradicación de este mal.

Por todo lo anterior y en el marco del Día Mundial de la
Lucha contra el Sida, el Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México refrenda su compromiso con
la salud de la población mexicana, así como la apertura que
nuestros miembros tienen ante temas que deben de dejar de



ser tratados como tabú, a favor del bienestar común y nos
sumamos al esfuerzo internacional para enfrentar el reto
que representa el Sida.

En virtud de lo aquí expuesto, ponemos a consideración de
esta honorable asamblea la siguiente proposición con:

Puntos de Acuerdo

Primero. El pleno de esta honorable Cámara de Diputados,
en el Día Internacional del Sida, respetuosamente exhorta
a la Secretaría de Salud federal para que, a través del Cen-
tro Nacional para la Prevención y el Control del VIH y el
Sida (Censida), aumente las actividades y acciones de pre-
vención contra esta enfermedad, sobre todo en la población
juvenil.

Segundo. El pleno de esta honorable Cámara de Diputados
exhorta respetuosamente a las Secretarías de Salud de las
31 entidades federativas y del Distrito Federal para que im-
plementen una campaña de prevención en sus respectivos
territorios, enfocándose de los beneficios de la salud repro-
ductiva y coordinándose con el Censida.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1o. de diciembre de 2015.—
Diputada María Ávila Serna (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

RECUPERAR LOS ESPACIOS DEPORTIVOS, PRO-
PIEDAD DE LOS HABITANTES DE LA CIUDAD DE
MÉXICO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al jefe del gobierno del Distrito Federal a recuperar los es-
pacios deportivos, propiedad de los capitalinos, a cargo del
diputado Renato Josafat Molina Arias, del Grupo Parla-
mentario de Morena

Los que suscriben, diputados federales a la LXIII Legisla-
tura de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión
e integrantes del Grupo Parlamentario de Morena, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 3, numeral 1, frac-
ción XIX, y 79, numeral 2, fracción III, del Reglamento pa-
ra la Cámara de Diputados, someten a consideración de
esta soberanía proposición con puntos de acuerdo, al tenor
de los siguientes

Antecedentes

En 1965, el Departamento del Distrito Federal expropio el
Ejido de Tomatlán con una superficie de 165 hectáreas con
el propósito de crear un núcleo de población con habita-
ciones populares, escuelas, mercados y campos deporti-
vos, entre otros.

La expropiación se justificó por ser de utilidad pública, y
desde esa fecha las niñas y los niños han realizado algún
deporte.

El predio se encuentra en el Canal Nacional y Calzada de
la Virgen, en la colonia CTM Culhuacán, delegación Co-
yoacán, con una superficie aproximada de 6 mil 300 me-
tros cuadrados, y desde la expropiación hasta la fecha ha
sido una cancha de futbol infantil.

Es el caso que el 22 de junio del año en curso, la ciudada-
na Rosa Carrillo Dagda se introdujo en el terreno descri-
to y lo cercó con malla ciclónica.

Que, efectivamente, la señora mencionada cuenta con un
título de propiedad producto de un juicio de prescripción
positiva, el cual se tramitó ante el Juzgado Décimo Sexto
de lo Civil del Distrito Federal, con el expediente número
59/12, en el que ella fue la parte actora y los demandados
fueron el gobierno del Distrito Federal, la Dirección Gene-
ral de Regularización Territorial y el Registro Público de la
Propiedad y de Comercio del Distrito Federal, así como
cuatro particulares.

Las autoridades del Distrito Federal hicieron una defensa
inadecuada o existió confabulación con la actual propieta-
ria, toda vez que nunca ha tenido la posesión del bien in-
mueble, lo que podía demostrarse con una fe de hechos,
pues como reiteramos, el terreno, siempre ha sido una can-
cha de futbol soccer. Ni la Consejería Jurídica ni la Direc-
ción General de Servicios Legales ofrecieron las pruebas
necesarias para demostrar que el predio ya mencionado era
ocupado como una cancha de futbol soccer pública, des-
virtuando así que la ciudadana Rosa Carrillo Dagda te-
nía la posesión, y como consecuencia de lo anterior no pu-
diera prescribir dicho inmueble.

Aunado a lo anterior, en la sentencia se ubica el predio en
la colonia San Francisco Culhuacán y no CTM Culhuacán.

De todo lo anterior presumimos que hubo una simulación
jurídica, pues debió existir un acuerdo entre dos o más per-
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sonas para fingir jurídicamente la existencia de la posesión
del inmueble con el objeto de crear ante terceros la apa-
riencia de cierto o defensa no adecuada o coalición de ser-
vidores públicos.

Consideramos que lo descrito es apenas una muestra de lo
que acontece en la ciudad.

Por lo expuesto sometemos a consideración de esta sobera-
nía los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Esta representación nacional, con pleno respeto
de las atribuciones constitucionales y legales, exhorta al je-
fe del gobierno del Distrito Federal para que instruya al
consejero jurídico del gobierno del Distrito Federal e inicie
las acciones legales para la recuperación del predio y sal-
vaguardar el derecho al deporte de las y los niños, así co-
mo de sus habitantes.

Segundo. Asimismo, tenga a bien solicitar a la Contraloría
General del Distrito Federal que inicie un procedimiento
administrativo, de ser el caso, contra los servidores públi-
cos que por acción u omisión o coalición realizaron una de-
fensa inadecuada del bien inmueble que forma parte del pa-
trimonio del GDF y que, de existir presuntamente actos
constitutivos de delitos, lo haga del conocimiento de la au-
toridad competente.

De igual forma, que el jefe de gobierno del DF instruya al
procurador de Justicia del Distrito Federal a fin de que ini-
cie una investigación a los servidores públicos que realiza-
ron una defensa inadecuada del inmueble ya referido, así
como también, y de manera paralela, se inicie una investi-
gación a la ciudadana Rosa Carrillo Dagda por fraude
procesal y delitos que resulten.

Tercero. Que el jefe del gobierno del DF instruya al direc-
tor general del Registro Público de la Propiedad y de Co-
mercio del DF a la no inscripción de la sentencia del juicio
de prescripción positiva dictada por el juez décimo sexto
de lo civil del Distrito Federal, con el expediente 52/2012,
por no coincidir el domicilio de la sentencia con el domici-
lio real de la cancha de futbol soccer infantil. Lo anterior,
en virtud de que no hay identidad entre el predio en men-
ción.

También, que difunda las medidas y acciones que su go-
bierno tomará para la defensa del predio antes indicado y

proporcionar un padrón de los predios que son propiedad
del gobierno del Distrito Federal y que actualmente están
destinados para canchas deportivas, expresando el estado
que guardan los mismos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1o. de diciembre de 2015.—
Diputado Renato Josafat Molina Arias (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Distrito Federal, para dicta-
men.

GARANTIZAR LA PROTECCIÓN DE LA VIDA E 
INTEGRIDAD FÍSICA DE PEATONES, CICLISTAS Y
USUARIOS DEL TRANSPORTE PÚBLICO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los gobiernos de las entidades federativas a perfeccionar su
marco legal en materia de movilidad y realizar acciones pa-
ra garantizar la integridad física de peatones, ciclistas y
usuarios del transporte público, a cargo del diputado Jona-
dab Martínez García, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano

El que suscribe, diputado Jonadab Martínez García, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
en la LXIII Legislatura, en ejercicio de la facultad que me
confieren los artículos 6, numeral 1, fracción I; y artículo
79, numeral 1, fracción II, del Reglamento de la Cámara de
Diputados; los artículos 34, numeral 1 incisos a) y c) y 42
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; así como los artículos 205 y 207 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta soberanía la siguiente proposición con pun-
to de acuerdo por el que se exhorta respetuosamente a los
gobiernos de los estados a perfeccionar el marco legal de
su competencia en materia de movilidad, y realizar las ac-
ciones necesarias a fin de garantizar la protección de la vi-
da e integridad física de peatones, ciclistas y usuarios del
transporte público, particularmente jóvenes.

Consideraciones

En días pasados llamó la atención, por lo atendido en los
medios de comunicación, la muerte de Montserrat Paredes
Alva, joven de 21 años de edad, quien perdió la vida el pa-
sado 17 de noviembre, tras circular en bicicleta y ser atro-
pellada por una unidad de transporte público sobre la ave-
nida Paseo de la Reforma.1, 2



Sin embargo, esta joven no ha sido la única víctima del en-
frentamiento irracional de las personas por el uso del espa-
cio público, ya que de acuerdo al Consejo Nacional para la
Prevención de Accidentes, en México mueren 200 ciclistas
al año, y durante 2015, al menos 8 han perdido la vida en
el Distrito Federal.1

Lamentamos estos terribles hechos que cortaron de tajo las
esperanzas y sueños de estas personas, y por ello conside-
ramos que este Poder de estado, no puede ser sólo reactivo,
es decir, preocuparse y ocuparse de los temas que sean no-
ticia, en el entendido de que si no son primera plana, no son
importantes y mucho menos prioritarios.

Desgraciadamente, ha sido la muerte de una joven, atendi-
da mediáticamente a través de la sección de nota roja, la
que ha sacudido las consciencias, y ha hecho que desvie-
mos la mirada hacia la importancia del tema de la movili-
dad.

La Ciudad de México es la cuarta ciudad más poblada del
mundo, donde se realizan un total de traslados de alrededor
de 6.3 millones diarios, y en donde sólo 0.9 por ciento del
total de la red vial tiene ciclovías o carriles confinados pa-
ra ciclistas, es decir 96.6 kilómetros, la mayoría en el cen-
tro de la ciudad, donde se realizan 433 mil 981 viajes por
día, pero es en las vías primarias (sin carril confinado a es-
tos usuarios) donde ocurren los accidentes mortales.a

Sin embargo, en el orden nacional, cerca de 2.3 por ciento
de los viajes en todo el país, se llevan a cabo en bicicleta.c

De acuerdo con estadísticas de defunciones, en 2013 fa-
llecieron 34 mil 509 jóvenes en México, siendo entre los
hombre 17.2 por ciento de estas muertes por accidentes
de tránsito, y entre mujeres 10.3 por ciento. b

De acuerdo con datos proporcionados a través del Progra-
ma de Acción Específico-Seguridad Vial 2013-2018, de la
Secretaría de Salud federal, las lesiones por accidentes via-
les toman relevancia entre los jóvenes ya que son la segun-
da causa de muerte en el grupo de edad comprendida entre
los 20 y los 29 años, en este grupo de edad se concentra 24
por ciento de las muertes por lesiones ocasionadas por ac-
cidentes viales. De estas, el 17.9 por ciento son peatones,
9.7 por ciento motociclistas y 0.4 por ciento ciclistas. Es
decir, que los peatones, ciclistas y motociclistas, concen-
tran 28 por ciento de la totalidad de las muertes.e

En el mismo orden de ideas, según datos de la Organiza-
ción Mundial de la Salud (OMS), las lesiones causadas por
el tránsito, son la octava causa mundial de muerte y la pri-
mera entre los jóvenes de 15 a 29 años, por lo que si no se
toman medidas urgentes, los accidentes de tránsito se con-
vertirán en el año 2030 en la quinta causa de muerte. La
mitad de las muertes mundiales por accidentes de tránsito
corresponden a peatones (22 por ciento), ciclistas (5 por
ciento) y motociclistas (23 por ciento). Estos datos consti-
tuyen una seria advertencia a los gobiernos de todos los ór-
denes, respecto de la necesidad de tener en cuenta a los
usuarios no motorizados de la vía pública.3

Así entonces, México está muy lejos de implementar polí-
ticas públicas eficientes en materia de movilidad si nos
comparamos con ciudades como Bogotá, Colombia; Bue-
nos Aires, Argentina; Rosario, Argentina; Santiago, Chile;
Ámsterdam, Holanda; Burdeos, Francia; Copenhague, Di-
namarca; Berlín, Alemania; Dublín, Irlanda; Amberes, Bél-
gica; Ferrara, Italia; Estocolmo, Suecia; Trondheim, Nor-
uega; y Sevilla, España.

Todas estas ciudades utilizan la bicicleta no sólo como una
opción sería de transporte de los jóvenes que se desplazan
a trabajar o a la escuela, sino como un detonante del turis-
mo en beneficio de millones de jóvenes, que recorren y co-
nocen estas ciudades pedaleando de manera segura.

Estas ciudades estuvieron en algún momento en el punto en
el cual nosotros nos encontramos hoy día, pero asumieron
la actitud de proponer soluciones en materia de movilidad
y corrieron el riesgo de que fueran equivocadas, pero sobre
eso actuaron.

Nosotros podemos permanecer sentados, y solo contemplar
los problemas; o decir que no son prioritarios; o podemos
actuar y hacer que las cosas sucedan, pero como Poder de
estado considero que debemos hacer lo segundo.

Mejorar la movilidad en los tres órdenes de gobierno no es
un asunto transitorio, o de tránsito, es una tarea permanen-
te en beneficio de los 121 millones 783 mil 280 mexicanos,
población total en nuestro país,4porque en uno u otro trans-
porte, y de una u otra manera todos nos trasladamos.

Al analizar algunas legislaciones locales en materia de mo-
vilidad existente en el país, refiriéndonos a:

La Ley de Transporte para la Movilidad Sustentable del
Estado de Nuevo León 
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La Ley de Movilidad para el Transporte del Estado de
Querétaro 

La Ley de Movilidad y Transporte del Estado de Jalisco 

La Ley de Movilidad del Distrito Federal y 

La Ley de Movilidad del Estado de México. 

Observamos que en estos ordenamientos se les da una je-
rarquía de movilidad, orden de responsabilidad y uso pre-
ferencial del espacio público a los ciclistas, por encima de
otro tipo de vehículo.

Así entonces, los datos y el hecho lamentable al cual nos
referimos en párrafo precedente, nos indica que la legisla-
ción existente en materia de movilidad necesita urgente-
mente perfeccionarse, para con ello proteger lo más valio-
so que posee una persona: la vida, y más aún cuando se es
joven.

Una persona que elige caminar o utilizar la bicicleta para
transportarse, aporta bienestar a las ciudades, a sus habi-
tantes y al medio ambiente; ya que contribuye a que dismi-
nuya el tráfico y no contamina; sin embargo se le castiga
con poca inversión en infraestructura ciclista, y un marco
legal que los beneficia y protege mínimamente.

Los cambios culturales en el tema de la movilidad, como
de otros varios, deben pasar por sanciones, ya que sin ellas,
estos son muy lentos, ya que desgraciadamente en las so-
ciedades modernas, incluida la nuestra, todo es en singu-
lar: mi derecho, mi bienestar, mi espacio, mi tiempo; in-
cluso por encima de los demás.

El estado tiene la obligación de generar las condiciones pa-
ra la libre y segura movilidad, pasando del yo, al nos-
otros, al ustedes; en donde el usuario independientemente
del vehículo en el cual se quiera trasportar, tenga ante todo
la seguridad de que su integridad física, e incluso su vida
no corre riesgo.

La movilidad implica la recuperación del espacio público,
pero hoy día no existe comisión extraordinaria y menos
aún ordinaria en esta Cámara de Diputados que impul-
se como grupo colegiado perfeccionar la legislación en la
materia existente, y mejorando con ello la convivencia so-
cial, el medio ambiente, así como la salud e integridad físi-
ca de millones de personas, así como impulsar la asigna-
ción de gasto gubernamental a fin de recuperar el espacio

público, dictaminar de manera especializada los asuntos en
la materia, y contar con registros certeros en materia de
movilidad, no sólo por tener una estadística más que sirva
como dato, sino para darnos cuenta de la magnitud de la si-
tuación, ya que lo que no se mide, no puede evaluarse.

Mientras este legislador habla ante ustedes, en México al-
guna persona es atropellada o es víctima de un percance
vial por elegir caminar o utilizar a la bicicleta como medio
de transportarse.

Ya que según datos del Consejo Nacional para la Preven-
ción de Accidentes, en México, 24 mil personas mueren al
año a causa de accidentes de tránsito, de las cuales 7 mil
269 son por atropellamiento. Es decir 20 personas mueren
al día atropelladas.d

¿Cómo podemos pedir a las personas que asuman una nue-
va consciencia de movilidad, cuando en los hechos el esta-
do no les garantiza su seguridad e integridad física? 

Tomando en cuenta que la movilidad a pesar de su impor-
tancia, hoy día en lo que a la competencia de la Cámara de
Diputados corresponde, no tiene cabida desde un punto de
vista integral en alguna de las comisiones ordinarias ya
existentes, solicito de manera respetuosa a la Presidencia
de la Mesa Directiva, que el presente punto de acuerdo sea
turnado a las Comisiones de Juventud y a la Comisión de
Transportes para su estudio y dictamen.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento los artí-
culos 6, numeral 1, fracción I; y artículo 79, numeral 1,
fracción II, del Reglamento de la Cámara de Diputados; los
artículos 34, numeral 1 incisos a) y c) y 42 de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos; así como los artículos 205 y 207 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, someto a consideración de esta
soberanía el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente a los gobiernos de los
estados a perfeccionar el marco legal de su competencia en
materia de movilidad y realizar las acciones necesarias a
fin de garantizar la protección de la vida e integridad física
de peatones, ciclistas y usuarios del transporte público, par-
ticularmente jóvenes.

Por último, quisiera pedir un minuto de silencio, en respe-
to a las personas que han muerto en México, principal-



mente peatones y ciclistas, por ejercer su derecho a la mo-
vilidad y utilizar el medio de transporte que en su momen-
to eligieron.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1o. de diciembre de 2015.—
Diputado Jonadab Martínez García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Protección Civil, para dicta-
men.

REGULARIZAR LA TENENCIA DE LA TIERRA DE
LAS COLONIAS AGRÍCOLAS Y GANADERAS DEL
ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ Y DE TODO EL PAÍS,
CONSIDERANDO LOS FACTORES SOCIOECONÓ-
MICOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Sedatu a otorgar facilidades por las áreas correspondien-
tes y realizar avalúos para regularizar la tenencia de la tie-
rra en las colonias agrícolas y ganaderas de San Luis Poto-
sí y el resto del país, considerando los factores

socioeconómicos, a cargo de la diputada Fabiola Guerrero
Aguilar, del Grupo Parlamentario del PRI

Quien suscribe, Fabiola Guerrero Aguilar, diputada a la
LXIII Legislatura del honorable Congreso de la Unión e in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional, con fundamento en lo dispuesto por los
artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79, numeral 1, fracción
II, del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la
consideración de esta honorable soberanía la siguiente pro-
posición con punto de acuerdo por el que se exhorta respe-
tuosamente a la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territo-
rial y Urbano, por conducto de la Subsecretaría de
Ordenamiento territorial, del Comité Técnico de Evalua-
ción y la Comisión Dictaminadora para la Aplicación de
Factores Socioeconómicos a los valores comerciales en los
dictámenes valuatorios emitidos por el Comité Técnico de
Valuación, a efecto de que se otorguen las facilidades ne-
cesarias para que se realicen los avalúos correspondientes
con el fin de lograr efectivamente la regularización de la te-
nencia de la tierra de las colonias agrícolas y ganaderas del
Estado de San Luis Potosí y de todo el país, considerando
los factores socioeconómicos, debido al amplio rezago que
existe en esta materia, al tenor de la siguiente

Exposición de motivos

Las colonias agrícolas y ganaderas son parte importante en
el acontecer histórico de México y cuya regulación norma-
tiva se implanto a través del siglo XIX con adecuaciones
necesarias en el siglo XX, y procuro una distribución de la
población en el territorio nacional. 

Nuestro país, fue pródigo en la búsqueda de movimientos
colonizadores. Como antecedentes se tiene el Decreto de
1823 por el que se premia con tierras baldías a los patrio-
tas que prestaron sus servicios para sostener la indepen-
dencia y la libertad. Destaca también en ese año el Decre-
tero de Colonización del Istmo de Tehuantepec, otorgando
porciones de tierra a los militares en consideración a sus
méritos, a su graduación y a la parte de sueldos que hubie-
ran dejado al retirarse.1

Sin duda esta primera fase colonizadora está impregnada
de un deseo de atraer extranjeros al país destacando las
enormes facilidades para colonizar establecidas a favor de
los militares y extranjeros. Y aunque teóricamente encon-
tramos preceptos de las Leyes de Colonización de magni-
fico contenido, las soluciones legislativas tendieron a ser
más políticas que técnicas.2
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En esta primera fase trató de convertirse a los militares en
campesinos, prefiriéndolos incluso sobre los derechos de
los vecinos; por otra parte se pretendió subir el nivel cultu-
ral del indígena mezclándolo con el extranjero en las nue-
vas colonias, lo cual no resulto aplicable. Era obvio que
con tales medidas no se redistribuyera la tierra ni la pobla-
ción ni se resolviera el problema agrario.3

En la construcción de las leyes de colonización se apuntó a
generar un equilibrio entre la cantidad de tierras baldías y
la falta de pobladores, persiguiendo una corriente de inmi-
gración de los puntos donde había exceso de pobladores a
aquellos en donde faltaran, buscando así una pretendida la
solución del problema agrario. No obstante, en la práctica,
las leyes que regulaban la materia fueron ineficaces porque
no se tuvieron en cuenta las condiciones especiales de la
población rural mexicana ni las que por el momento guar-
daba el país.4

Esto es claro ejemplo de que la aplicación normativa de las
colonias agrícolas ha sufrido históricamente un retraso am-
plio; por ejemplo, durante el porfirismo existió una inade-
cuada normativa jurídica contenida en el Decreto de Colo-
nización de Compañías Deslindadoras de 1883,
completada por la Ley sobre Ocupación y Enajenación de
Terrenos Baldíos expedida en 1894, que posibilitaron el
acaparamiento de tierras por las empresas deslindadoras en
perjuicio de la gran masa campesina.

La preocupación de los gobernantes de esa época fue la de
poblar el inmenso territorio nacional, auspiciando una te-
naz política colonizadora con resultados altamente negati-
vos comprobados históricamente, que culminó con el esta-
blecimiento de compañías deslindadoras y colonizadoras. 

En el siglo XX fueron emitidas dos leyes de colonización;
la de 1926 en un primer momento, que sería sustituida
veinte años más tarde por la expedida en 1946. Para 1962
se dio fin a la colonización en propiedad privada, quedan-
do sujeta a lo establecido en la legislación agraria a través
del régimen ejidal.5

No obstante la regulación derivada de la incorporación del
régimen ejidal al derecho positivo mexicano, durante más
de ciento cincuenta años fueron fundadas múltiples colo-
nias al amparo de las leyes de colonización, y si bien han
ido desapareciendo, todavía subsisten colonias agrícolas y
ganaderas con un régimen jurídico propio.

Es por ello que las Colonias Agrícolas y Pecuarias de nues-
tro país como figura subsistente, se encuentran entre la pro-
piedad privada y la propiedad social, y sufren a lo largo del
país un grave y escandaloso rezago en lo que a la regulari-
zación legal de la tenencia de la tierra se refiere. 

Es así que los lotes agrícolas en muchas ocasiones no cuen-
tan con un título de lote agrario pese a la implementación
del “Programa de regularización de colonias Agrícolas y
Ganaderas”, programa de regularización a cargo de la Se-
cretaria de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano (Seda-
tu).

La búsqueda de los colonos del título de lote agrícola, el
derecho al cerril o uso común, los lleva a buscar la imple-
mentación del programa concreto para la regularización de
lotes de colonias agrícolas y ganaderas, que es un acto ju-
rídico mediante el cual la Sedatu regulariza la tenencia de
la tierra de las colonias agrícolas y expide los títulos de
propiedad correspondientes a los colonos o poseedores de
lotes. Esto lo hace con fundamento en el artículo 27, tercer
párrafo de la Constitución Federal, y con base en el Regla-
mento de Ordenamiento de la Propiedad Rural.

La Sedatu solicita una serie de requisitos entre los que se
encuentra la promoción de la regularización del lote agrí-
cola o ganadero, la manifestación expresa de querer conti-
nuar con el trámite de colonia de acuerdo al octavo transi-
torio de la Ley Agraria, y la constancia de pago del predio
en caso de que este se adeude total o parcialmente, en cu-
yo caso el Comité Técnico de Evaluación de la Sedatu emi-
te un avaluó para proceder a su pago.6

No obstante las cantidades reguladas y avaladas por el Co-
mité Técnico de Valuación de la Sedatu en el caso de la re-
gulación de gran parte de la Colonias agrícolas existentes
en el Estado de San Luis Potosí, emiten avalúos cuyas ci-
fras exceden por mucho el valor de los terrenos llegando
incluso a sobrepasar el ingreso de los poseedores de la tie-
rra, por lo que no se consideran, a través de la Comisión
Dictaminadora, los factores socioeconómicos a los valores
comerciales en los dictámenes valuatorios emitidos por el
Comité Técnico de Valuación, dejando de lado los porme-
nores y características de vulnerabilidad en la que se hayan
los poseedores de estos lotes.

Esto último debería efectuarse en virtud de lo dispuesto por
los artículos 116 y 163 fracción II, del Reglamento de la
Ley Agraria en Materia de Ordenamiento de la Propiedad
Rural, el cuarto párrafo de la exposición de motivos del



Reglamento de Operaciones del Comité Técnico de Valua-
ción de la Sedatu, y los acuerdos primero, cuarto y sexto
del acuerdo que establece la creación de la comisión dicta-
minadora para la aplicación de factores socioeconómicos a
los valores comerciales en los dictámenes valuatorios emi-
tidos por el Comité Técnico de Valuación de la misma Se-
cretaría. 

Lamentablemente, ya que no puede cubrirse por parte de
los poseedores el valor determinado por el comité técnico
de valuación para la regularización del lote, no puede rea-
lizarse la misma de forma efectiva, y debido a su estado
persistente de irregularidad, muchos de los poseedores de
estos lotes se quedan fuera de programas del gobierno fe-
deral, estatal y municipal; verbigracia, el programa PROA-
GRO de la SAGARPA exige la presentación del título del
lote agrícola, y al no contar con él, los poseedores de lotes
irregulares no pueden tener acceso a este programa incre-
mentando su estado de vulnerabilidad.

Ahora bien, todo lo anterior hace necesaria la implementa-
ción de medidas que consideren los pormenores socioeco-
nómicos de los poseedores que buscan regularizar su pre-
dio, y cuya posesión ha sido pacífica y continua durante
décadas.

Por todo lo expuesto es que someto a la aprobación de es-
ta soberanía, la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a los titulares de la
Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, por
conducto de la Subsecretaría de Ordenamiento territorial,
del Comité Técnico de Evaluación y la Comisión Dictami-
nadora para la Aplicación de Factores Socioeconómicos a
los valores comerciales en los dictámenes valuatorios emi-
tidos por el Comité Técnico de Valuación, a efecto de que
se otorguen las facilidades necesarias para que se realicen
los avalúos correspondientes con el fin de lograr efectiva-
mente la regularización de la tenencia de la tierra de las co-
lonias agrícolas y ganaderas del Estado de San Luis Potosí
y de todo el país, considerando los factores socioeconómi-
cos, debido al amplio rezago que existe en esta materia.

Notas:

1 Ruiz Massieu, Mario; Temas de Derecho Agrario Mexicano; Institu-
tito de Investigaciones Jurídicas, UNAM; México, 1988; p. 80.

2 Ibídem. 82.

3 Chávez Padrón, Martha; El derecho agrario en México; Porrúa, Mé-
xico; 1974; p. 239.

4 Mendienta y Núñez, Lucio; EL problema agrario de México; Porrúa;
México; 1977; p. 105.

5 Ruiz Massieu, Mario; óp. Cit.; p. 79

6 Información consultada a través del portal electrónico de la Sedatu
en la dirección:  http://www.sedatu.gob.mx/sraweb/conoce-la-secreta-
ria/tramites/reg-de-lot-de-col-agr-y-gan/

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1o. de diciembre de 2015.—
Diputada Fabiola Guerrero Aguilar (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Reforma Agraria, para dic-
tamen.

ACCIONES NECESARIAS PARA RECIBIR EL
CENTRO NACIONAL PARALÍMPICO, UBICADO EN
EL MUNICIPIO DE IRAPUATO, GUANAJUATO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al director general de la Conade a realizar acciones para re-
cibir el Centro Nacional Paralímpico, en Irapuato, Guana-
juato, a cargo de la diputada Lorena del Carmen Alfaro
García, del Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita, Lorena del Carmen Alfaro García, diputada fe-
deral de la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 6,
numeral 1, fracción I; 62, numeral 2, y 79, numeral 1, frac-
ción II, y numeral 2, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, presenta a esta honorable asamblea la siguiente pro-
posición con punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

El “Centro Paralímpico Nacional” es un proyecto federal
ejecutado bajo la tutela de la Comisión Nacional del De-
porte construido en la ciudad de Irapuato, Guanajuato, que
surge de la necesidad a nivel nacional y regional, de contar
con instalaciones que permitieran la preparación y entrena-
miento de deportistas de alto rendimiento. 
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En 2010 se visualizó la construcción del Centro Paralímpi-
co Nacional en la ciudad de Irapuato, Guanajuato, y, para
llevar a cabo dicho proyecto, la Universidad de Guanajua-
to donó al gobierno federal 30 hectáreas.

1. En septiembre de 2010, el Gobierno Federal a través de
la Comisión Nacional del Deporte y el Municipio de Ira-
puato, administrado por el Ayuntamiento 2009-2012, cele-
braron un convenio de colaboración.

Según sus cláusulas, dicho convenio tuvo como objeto la
entrega de la posesión, por parte de la Comisión Nacional
del Deporte, en su calidad de destinatario al Municipio de
Irapuato, de un predio con superficie de 300,000 metros
cuadrados, en el que se realizaría la construcción del Cen-
tro Paralímpico Nacional. 

Es necesario enfatizar que dicho convenio no generó dere-
chos reales al municipio sobre el inmueble y las instalacio-
nes, únicamente se otorgó el uso y goce temporal del mis-
mo durante la vigencia del convenio, esto es del 5 de
septiembre de 2010 al 9 de octubre de 2012, según se des-
prende la cláusula quinta, fecha en que la administración
municipal concluiría su periodo. 

En el multicitado convenio, el Municipio de Irapuato asu-
mió las siguientes obligaciones: 

a) Durante el tiempo en que el mencionado inmueble
permanezca en su posesión, se obliga a cuidar de su
mantenimiento y conservación y a responder de todo
deterioro que este sufriera por su culpa, así como dar
aviso a “LA Conade” de cualquier novedad que pudiere
ser dañosa o perjudicial para los bienes objeto de este
convenio; 

b) Llevar a cabo todos los trámites y procedimientos que
sean necesarios para que se lleve a cabo la construcción
del “Centro Paralímpico Nacional”

c) No podrá destinar los bienes entregados por este con-
venio a un uso diverso que el de la construcción del
Centro en comento. 

Según lo establecido en la segunda cláusula del convenio,
la Conade autorizó al Municipio únicamente para llevar a
cabo la construcción del “Centro Paralímpico Nacional”,
habiendo concluido con dicha encomienda. 

2. En 2011 se firmó un convenio de coordinación entre la
Conade, el Gobierno del Estado de Guanajuato y el muni-
cipio de Irapuato, con el objeto de establecer las bases pa-
ra la entrega de los Subsidios federales señalados en el de-
creto de presupuesto de egresos de la federación para el
ejercicio fiscal 2011.

3. En marzo de 2012 se inauguró la primera etapa, con una
inversión de 246.75 millones de pesos, etapa que se com-
pone de la pista de atletismo, canchas de tenis, futbol y de
usos múltiples, todo con las especificaciones determinadas
por su naturaleza, solo por mencionar algo; ese mismo día
se anunció el arranque de la segunda etapa para ese mismo
año.

4. En noviembre de 2013 se concluye la segunda etapa, con
una inversión de 124.8 millones de pesos, misma que con-
sistió en la construcción del centro acuático con albercas
olímpica techada, semiolímpica, de relajación y de control
y nado contra corriente,  así como la obra exterior.

Sin embargo, las instalaciones deportivas del Centro Para-
límpico Nacional de vanguardia y adaptadas para los de-
portistas con alguna discapacidad, no han podido ser desti-
nadas a su objetivo.

5. En enero de 2014, la Conade, derivado de una visita de
revisión al Centro, presentó un estimado del costo de ope-
ración y mantenimiento del Centro, cantidad que asciende
a 1 millón 174 mil 800 pesos mensuales.

Así, la construcción de la primera etapa estaba concluida,
la vigencia del contrato celebrado con la Conade se había
terminado, el municipio de Irapuato no tenía derechos rea-
les sobre el inmueble ni las instalaciones, sino únicamente
el uso y goce temporal del mismo durante la vigencia del
convenio.

Frente a lo anterior, el nuevo Ayuntamiento 2012- 2015 ini-
ció las gestiones ante la Conade para realizar la entrega de
la obras concluidas, cosa que a la fecha no ha sucedido.

Se dieron diversas comunicaciones atendiendo a las forma-
lidades que el caso ameritaba, cuya evidencia documental
cuenta desde el acta de la sesión de Ayuntamiento donde se
tomaron acuerdos para dar cauce a la búsqueda de solucio-
nes, hasta la minuta levantada con motivo de la reunión ce-
lebrada con el entonces Director General de Conade, Jesús
Mena Campos. 



En dicha visita a las instalaciones en la Conade, los inte-
grantes del Ayuntamiento, conforme al acuerdo tomado por
el ayuntamiento, urgieron a dicha dependencia federal a
recibir el inmueble con las obras terminadas a fin de que
diera el cuidado, vigilancia, mantenimiento y operación de
tales instalaciones, sugiriendo la promoción de eventos de-
portivos para los que fueron construidas, y así evitar su de-
terioro.

Han pasado más de 3 años desde que se concluyó la pri-
mera etapa y dos años de la segunda etapa, sin que haya ha-
bido acción o solución alguna por parte del organismo fe-
deral encargado del proyecto, a pesar de las diversas
comunicaciones, solicitudes, e incluso, acuerdos tomados
en conjunto.

Reitero, de dichas gestiones no se ha recibido una respues-
ta, por parte de la Conade, que de cauce, por lo menos, al
proceso de entrega recepción de las obras terminadas co-
rrespondientes a la primera y segunda etapas del “Centro
Paralímpico”. 

Ante la magnitud de la inversión destinada para la cons-
trucción del “Centro Paralímpico Nacional”, el Ayunta-
miento 2012-2015 realizó diversas gestiones ante la Comi-
sión Nacional del Deporte con el objeto de buscar un nuevo
acuerdo para convenir y actualizar las obligaciones tanto
de la Conade como del Municipio de Irapuato, pero espe-
cialmente para que la Conade reciba las etapas terminadas. 

Incluso, luego del nombramiento del nuevo Director Gene-
ral de Conade, Alfredo Castillo Cervantes, en abril pasado,
el Municipio de Irapuato, envió una comunicación al nue-
vo Director, para informar de la situación que guarda el in-
mueble en cuestión, y a pesar de la voluntad de buscar so-
lución conjuntamente con el estado y el municipio, a la
fecha no se tiene una solución.

No está de más señalar que dentro de las atribuciones de la
Conade se establecen las de promover la construcción,
conservación, uso y mejoramiento de las instalaciones des-
tinadas a la cultura física y el deporte; así como coordinar-
se entre otros, con los municipios para promover la cons-
trucción, adecuación, conservación y aprovechamiento
óptimo de la infraestructura para la cultura física y el de-
porte, tal como se desprende la Ley General de Cultura Fí-
sica y Deporte, atribuciones que solicitamos respetuosa-
mente, se ejerzan de manera completa en beneficio de los
mexicanos. 

Todo lo anteriormente expresado, ha traído como conse-
cuencia el deterioro natural y provocado que en cinco oca-
siones, se hayan dado robos a dichas instalaciones; esto en
virtud de que el Municipio de Irapuato no cuenta con las
facultades legales, ni capacidad administrativa y financie-
ra, para hacerse cargo del Centro, resultando absurdo pre-
tender que así lo hiciera.

La situación actual sobre las instalaciones del “Centro Pa-
ralímpico Nacional” es de incertidumbre. No se ha dado un
aprovechamiento de las instalaciones, creando un elefante
blanco. Se ha vuelto un reclamo a las autoridades de los
tres órdenes de gobierno urgiendo a la solución de ese
asunto. 

Hay que señalar que, con el nuevo Director de la Conade a
principios de este año se notó un cambio de actitud y la vo-
luntad de resolver el tema, y el estado de Guanajuato por
conducto del director de la Comisión del Deporte hasta es-
te año aceptó la posibilidad de administrar el inmueble
siempre y cuando se le asigne el recurso; de igual manera,
con el cambio de administración municipal el nuevo alcal-
de de Irapuato, ha planteado a la ciudadanía su voluntad de
resolver el tema. 

Punto a considerar, es que la ciudadanía demanda que se
utilice el “Centro Paralímpico Nacional”, es necesario que
de inmediato se dé cauce real a los objetivos iniciales del
centro o los que de acuerdo a la realidad actual acuerde la
Conade.

En virtud de lo anterior, resulta imperante que las instala-
ciones deportivas de vanguardia y adaptadas para los de-
portistas con discapacidad, no sigan en el estado de aban-
dono y deterioro en el que se encuentran, considerando,
además, que se trata de una inversión de más de trecientos
millones de pesos de los mexicanos.

Por lo expuesto, elevo a la consideración de esta soberanía
la siguiente proposición con:

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta al titular de la Comisión Nacional
del Deporte a realizar las acciones que resulten necesarias
para que la Conade, en el ámbito de sus atribuciones lega-
les reciba de inmediato el Centro Nacional Paralímpico
ubicado en el municipio de Irapuato, Guanajuato.
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Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta al titular de la Comisión Nacional
del Deporte a  resolver de manera definitiva sobre  el cui-
dado, administración y operación del Centro Nacional Pa-
ralímpico, en el entendido de que para hacer rentables di-
chas acciones, se pueda ampliar el uso de las instalaciones
que alberga dicho centro, y no sea limitativo al deporte
adaptado.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1o. de diciembre de 2015.—
Diputada Lorena del Carmen Alfaro García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Deporte, para dictamen.

CAMPAÑAS DE PREVENCIÓN E INFORMACIÓN 
SOBRE SALUD SEXUAL Y REPRODUCTIVA PARA
NIÑAS Y ADOLESCENTES, LAS DIFERENTES JU-
RISDICCIONES SANITARIAS DEL PAÍS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Ssa a reforzar las campañas preventivas y de informa-
ción sobre salud sexual y reproductiva para niñas y adoles-
centes en las jurisdicciones sanitarias del país, a cargo del
diputado Jesús Salvador Valencia Guzmán, del Grupo Par-
lamentario del PRD

El suscrito, Jesús Salvador Valencia Guzmán, diputado fe-
deral de la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 6, numeral 1, fracción I; 62, numeral 2, y 79, nu-
meral 1, fracción II, y numeral 2, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presenta a esta honorable asamblea la
siguiente proposición con punto de acuerdo, al tenor de las
siguientes

Consideraciones

1. El tema de prevención del embarazo no planificado en
adolescentes forma parte de distintos instrumentos jurídi-
cos internacionales ratificados por el Estado mexicano, co-
mo la Convención sobre la Eliminación de todas las formas
de Discriminación contra la Mujer (también conocida por
sus siglas en inglés CEDAW), la Convención sobre los De-
rechos del Niño y el Programa de Acción de la Conferen-
cia Internacional de Población y Desarrollo.

2. El Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 establece en
uno de sus ejes prioritarios el mejoramiento de la salud, la
promoción, la prevención de las enfermedades y la protec-
ción de la salud, con perspectiva de género, apegado a cri-
terios éticos y respondiendo al mosaico multicultural que
caracteriza al país. “Una política pública exitosa de pre-
vención, protección y promoción debe incorporar no sólo
acciones propias de salud pública, sino también interven-
ciones que cambien el actuar de las personas, en términos
de su responsabilidad respecto a comportamientos sexua-
les”, entre otras.

3. En el Programa Sectorial de Salud 2013-2018 se des-
arrollan las estrategias y líneas de acción a través de las
cuales se busca incrementar el acceso a la salud sexual y
reproductiva con especial énfasis en adolescentes y pobla-
ciones vulnerables, además establece la necesidad de coor-
dinar con el sector educativo del nivel básico y medio su-
perior una educación integral de la sexualidad así como
promover la salud sexual y reproductiva responsable

4. La Estrategia Nacional para la Prevención del Embarazo
Adolescente (Enapea) abunda a profundidad la problemáti-
ca social que representa el embarazo en adolescentes y se-
ñala que se ha convertido en un problema poblacional que
amplía las brechas sociales y de género; con esta estrategia,
se busca disminuir a cero los nacimientos en niñas de 10 a
14 años y, para 2018, lograr cifras de 63.1 por cada mil chi-
cas de 15 a 19.

Con base en dicha Estrategia, la Secretaria de Salud ejecu-
ta programas de prevención del embarazo entre adolescen-
tes mediante la distribución gratuita de métodos anticon-
ceptivos en las diferentes jurisdicciones sanitarias del país.

5. La Ley General de los Derechos de las Niñas, Niños y
Adolescentes, en su artículo 50 establece que “Niñas, niños
y adolescentes tienen derecho a disfrutar del más alto nivel
posible de salud, así como a recibir la prestación de servi-
cios de atención médica gratuita y de calidad de conformi-
dad con la legislación aplicable, con el fin de prevenir, pro-
teger y restaurar su salud. Las autoridades federales, de las
entidades federativas, municipales y de las demarcaciones
territoriales del Distrito Federal, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias, en relación con los derechos de ni-
ñas, niños y adolescentes, se coordinarán a fin de:

IV. Adoptar medidas tendentes a la eliminación las prác-
ticas culturales, usos y costumbres que sean perjudicia-
les para la salud de niñas, niños y adolescentes;



VI. Establecer las medidas tendentes a prevenir embara-
zos de las niñas y las adolescentes;…

Asimismo, garantizarán que todos los sectores de la so-
ciedad tengan acceso a educación y asistencia en mate-
ria de principios básicos de salud y nutrición, ventajas
de la lactancia materna exclusiva durante los primeros
seis meses y complementaria hasta los dos años de edad,
así como la prevención de embarazos, higiene, medidas
de prevención de accidentes y demás aspectos relacio-
nados con la salud de niñas, niños y adolescentes.

Los Sistemas Nacional y estatales de Salud deberán ga-
rantizar el pleno cumplimiento del derecho a la salud
atendiendo al derecho de prioridad, al interés superior
de la niñez, la igualdad sustantiva y la no discrimina-
ción, así como establecer Acciones afirmativas a favor
de niñas, niños y adolescentes”.

6. No obstante lo anterior, México ocupa el primer lugar en
embarazos de adolescentes, entre los países miembros de la
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Econó-
micos (OCDE), lo que representa un problema de bienestar
sexual, reproductivo y violatorio de sus derechos. 

Según datos del organismo internacional, México lidera el
problema de embarazo en adolescentes de 12 a 19 años de
edad. Al día se registran mil 252 partos cuyas madres están
en este rango de edad.

Datos de la Encuesta Nacional de Salud y Nutrición (Ensa-
nut) en 2012, 51.9 por ciento de las mujeres adolescentes
entre 12-19 años que mantuvieron relaciones sexuales es-
tuvieron alguna vez embarazadas.

Dicha Encuesta, manifestó también que 36.7 por ciento de
las mujeres adolescentes de 15 a 19 años no usó ningún an-
ticonceptivo en su última relación sexual.

7. UNICEF establece que, en 2014, 1 de cada 6 nacimien-
tos en México se dan en adolescentes entre 15-19 años de
acuerdo a estimaciones y proyecciones de población 2010-
2050 del Conapo (Consejo Nacional de Población).

De acuerdo con datos de la tasa de natalidad del Inegi, en
Coahuila y Baja California Sur, se presenta el mayor nú-
mero de embarazos en adolescentes: 55 de cada mil meno-
res de 19 años tuvieron un hijo en 2013.

Lo anterior se potencializa toda vez que, de acuerdo a da-
tos de la ONU, existen ciertas situaciones que hacen a las
jóvenes más vulnerables a embarazarse, por ejemplo: las
niñas que viven en hogares de menores ingresos, con nive-
les educativos bajos y habitan mayoritariamente en zonas
rurales tienen mayores posibilidades de sufrir un embarazo
toda vez que se presenta como único proyecto de vida pa-
ra salir y mejorar su situación, lo cual no siempre es así,
pues las niñas que quedan embarazadas antes de los 18
años rara vez pueden ejercer sus derechos a la educación,
la salud, la protección y a un nivel de vida adecuado. Pier-
den su niñez, y deben asumir obligaciones de adultas. Adi-
cionalmente, el riesgo de morir por causas relacionadas al
embarazo se duplica si quedan embarazadas antes de los 15
años de edad.

Más aún, establece UNICEF que la desatención del reto
que implica el embarazo en la adolescencia constituye una
apuesta segura para perpetuar la pobreza y la desigualdad.
Las adolescentes que se han embarazado a edades tempra-
nas encuentran frecuentemente un menor acceso a oportu-
nidades educativas y situaciones de deserción escolar, li-
mitadas oportunidades laborales y/o de menores ingresos,
la pobreza y la falta de posibilidades para poder construir y
ver realizado su plan de vida.

Con base en lo anterior, se somete a consideración de ésta
asamblea, el siguiente

Punto de Acuerdo 

Único: Se exhorta, respetuosamente, a la Secretaría de Sa-
lud del gobierno federal a efecto de que en el marco de la
Estrategia Nacional para la Prevención del Embarazo Ado-
lescente, refuerce las campañas de prevención e informa-
ción sobre salud sexual y reproductiva para niñas y adoles-
centes en todas y cada una de las diferentes jurisdicciones
sanitarias del país, así como también en medios de comu-
nicación masiva, electrónicos y tradicionales.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1o. de diciembre de 2015.—
Diputado Jesús Salvador Valencia Guzmán (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Salud, para dictamen.
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GARANTICE EL RESPETO A LOS DERECHOS 
HUMANOS DE LOS MIGRANTES MEXICANOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
diversas autoridades a garantizar en el programa Paisano el
respeto de los derechos humanos de los migrantes mexica-
nos, a cargo de la diputada Modesta Fuentes Alonso, del
Grupo Parlamentario de Morena

La que suscribe, Modesta Fuentes Alonso, del Grupo Par-
lamentario Morena, con fundamento en los artículos 6, nu-
meral 1, fracción I, y 79, numeral 1, fracción II, y numeral
2, fracción III, del Reglamento de la Cámara de Diputados,
se permite presentar a consideración de esta soberanía, pro-
posición con punto de acuerdo, al tenor de los siguientes

Antecedentes

En la década de los ochenta, diversas organizaciones so-
ciales, empresariales, políticas y religiosas de la comuni-
dad mexicana y mexicano-americana residentes de los Es-
tados Unidos, presentaron al gobierno de México la
propuesta de crear mecanismos para controlar y eliminar
los índices de maltrato, extorsión, robo, corrupción y pre-
potencia en que incurrían servidores públicos de diversas
entidades del Gobierno del Distrito Federal, en contra de
los connacionales en su ingreso al país.

Así, el 6 de abril de 1989 se expidió un Acuerdo por el que
se instrumentan acciones de mejoramiento de los servicios
públicos federales en las fronteras, puertos marítimos y ae-
ropuertos internacionales del país, desde entonces dichas
acciones se conocen como “Programa Paisano”.

Hoy en día, el Programa Paisano opera de manera perma-
nente, es decir, durante todo el año, sin embargo se realizan
tres operativos especiales en los periodos de mayor afluen-
cia de connacionales al país: Semana Santa, Verano e In-
vierno, esto con el fin de acrecentar los mecanismos que
estimulen la calidad del servicio y reduzcan los abusos,
además de establecer políticas, estrategias y acciones pre-
ventivas y de orientación para garantizar que el ingreso,
tránsito y salida de los connacionales sea con absoluta ga-
rantía de sus derechos, la seguridad de sus bienes y perso-
nas y el pleno conocimiento de sus obligaciones.

Al respecto, este año la intensificación del programa se
inició desde el día primero de noviembre y concluirá el 8
de enero del 2016, con una participación de 50 observa-
dores de la sociedad civil quienes tienen la labor de in-

formar respecto a los derechos y obligaciones de los visi-
tantes.

Sin embargo y a pesar de todos los “esfuerzos” para lograr
que los derechos de nuestros connacionales sean respeta-
dos en su llegada a México, a tan solo 10 días de que dio
inició el programa “Paisano” durante la temporada inver-
nal, se interpuso una queja ante el Instituto Nacional de
Migración por presuntos malos tratos por parte de la Di-
rección de Tránsito de Villa Ahumada, en el estado de Chi-
huahua, donde un paisano manifestó que hubo maltrato por
parte de las autoridades municipales de esa zona, así como
que le hablaron muy fuerte y le quisieron quitar su licencia.

Lo anterior deja ver que a pesar de las promesas hechas por
las autoridades responsables del Programa Paisano, los de-
rechos humanos y la integridad de los migrantes mexicanos
siguen siendo vulnerados por los servidores públicos quie-
nes son los responsables de garantizarlos.

En este sentido, es necesario que los servidores públicos
tengan una capacitación exhaustiva en materia de derechos
humanos, y que al mismo tiempo sean conscientes de la la-
bor que tienen en sus manos, pues deben desempeñar su
cargo siempre rigiéndose por los principios de legalidad,
honradez, imparcialidad, lealtad y eficiencia. Nuestro país
se encuentra en vías de adquirir una verdadera cultura de
respeto y protección de los derechos humanos, por lo que
es exigible la formulación de instrumentos que favorezcan
la promoción de dicha cultura, la cual se inició formal-
mente hace poco más de una década.

Por lo antes expuesto y de conformidad con las disposicio-
nes invocadas en el proemio, se somete a la consideración
de esta soberanía, el siguiente:

Punto de Acuerdo

Primero. Esta Soberanía  exhorta respetuosamente a la Se-
cretaría de Gobernación, para que a través del Instituto Na-
cional de Migración se lleven a cabo las acciones pertinen-
tes para garantizar el respeto a los Derechos Humanos de
los migrantes mexicanos en el Programa Paisano.

Segundo. Esta soberanía exhorta respetuosamente a la Se-
cretaría de Gobernación, a la Procuraduría General de la
República; a la Secretaría de la Defensa Nacional; a la Se-
cretaría de la Función Pública; a la Secretaría de Agricul-
tura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación; a
la Secretaría de Desarrollo Social; a la Secretaría de Ha-



cienda y Crédito Público; a la Secretaría de Salud; a la Se-
cretaría de la Reforma Agraria; a la Secretaría de Comuni-
caciones y Transportes; a la Secretaría de Marina; a la Se-
cretaría de Relaciones Exteriores; a la Secretaría de
Economía; a la Secretaría del Medio Ambiente y Recursos
Naturales; a la Secretaría de Seguridad Pública; a la Secre-
taría de Turismo; a la Secretaría de Educación Pública; a la
Secretaría del Trabajo y Previsión Social; a la Procuraduría
Federal de Protección al Ambiente; a la Procuraduría Fe-
deral del Consumidor; a la Procuraduría Agraria y al Insti-
tuto Mexicano del Seguro Social, dependencias que cola-
boran en el Programa Paisano, para que lleven a  cabo la
capacitación en materia de Derechos Humanos a los servi-
dores públicos que intervienen en dicho programa. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1o. de diciembre del 2015.—
Diputada Modesta Fuentes Alonso (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Asuntos Migratorios, para
dictamen.

CAMPAÑA EXTRAORDINARIA DE LA SUPERVI-
SIÓN DEL PESO, PRECIO EXACTO Y SUSTITUCIÓN
DE CILINDROS, TANQUES ESTACIONARIOS Y
PIPAS DE DISTRIBUCIÓN DE GAS LP DE USO 
DOMÉSTICO Y COMERCIAL QUE SE ENCUENTREN
EN MAL ESTADO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Sener, Pemex y la Profeco a realizar una campaña ex-
traordinaria de supervisión de peso y precio exacto, y sus-
titución de cilindros, tanques estacionarios y pipas distri-
buidoras de gas LP de uso doméstico y comercial en mal
estado, a cargo de la diputada María Elena Orantes López,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

La que suscribe, diputada federal María Elena Orantes Ló-
pez, integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano en la LXIII Legislatura del Congreso de la
Unión, con fundamento en el artículos 6, fracción I, y 79,
numeral 1, fracción III, y 2 fracción III y artículo 113, del
Reglamento de la Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión. Somete a consideración de esta
Asamblea el presente punto de acuerdo de urgente u obvia
resolución al tenor de la siguiente.

Exposición de Motivos

El gas LP es actualmente un elemento útil en la vida coti-
diana de la sociedad mexicana, ya que su uso se encuentra
en las labores del hogar, el transporte y el trabajo. Esta si-
tuación ha derivado en quitar importancia al mal estado en
el que se encuentran los cilindros de gas LP, principalmen-
te de 20 y 30 kilos, tanques estacionarios de uso comercial
y pipas de distribución.

En cada edificio, casa o departamento existen varios cilin-
dros que cuentan con una antigüedad de hasta veinte años,
esto propicia que al no existir mantenimiento o sustitución
de dichos cilindros por parte de la distribuidoras de gas, se
conviertan en un peligro constante para las personas. Se ha
observado que las supervisiones de rutina no son suficien-
tes para atender y prevenir a la sociedad de una posible ex-
plosión.

Según cifras de las autoridades, en el país existen más de
24 millones de cilindros que se ofrecen al público, pero de
ellos, se estima que el 40% no tienen las condiciones ade-
cuadas para seguir en funcionamiento. Ante esto hay que
agregar que un gran porcentaje de los cilindros de gas LP
presentan: abolladuras, protuberancias, perforaciones, co-
rrosión y fugas, de pipas y tanques estacionarios. Todo es-
to aunado a un peso inexacto en los tanques, y un abuso de
las pipas distribuidoras en el cobro y el peso. 

Los efectos que puede ocasionar el mal estado de los cilin-
dros son varios entre ellos, el más común, es cuando el gas
licuado se fuga a la atmósfera; Este se vaporiza de inme-
diato, se mezcla con el aire y forma nubes inflamables y
explosivas, que al exponerse a fuentes de combustión co-
mo: chispas, flamas o calor, producen un incendio o explo-
sión y esto ocasiona alta inseguridad para los ciudadanos.

Desde el año 2011 a la fecha, las empresas distribuidoras
de Gas Licuado de Petróleo (LP) en el país, han comenza-
do un programa de sustitución de cilindros portátiles, con
una inversión superior a los 157 millones de pesos, sin em-
bargo parece ser insuficiente, ya que las personas que con-
sumen este producto han insistido en que las condiciones
de sus cilindros y pipas de distribución, siguen estando en
mal estado y son un factor de alto riesgo.

Es triste recordar la explosión de la pipa de gas, de doble
remolque que ocurrió el día 7 de mayo del 2013 que dejo
un saldo de más de 20 personas muertas y un centenar de
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lesionados, dañando casas y dejando daños materiales ma-
yores, esto ocurrió en Xalostoc, Estado de México.

El mal estado y la falta de mantenimiento de un auto tan-
que distribuidor  de gas LP, de una empresa privada explo-
to en el momento en que abastecía al hospital infantil ma-
terno de Cuajimalpa, ocurrido el 29 de Enero y dejó un
saldo de 5 muertos, entre ellos personal del heroico cuerpo
de bomberos, y destruyo el 70% de este hospital.

Y el más reciente el  día 12 de noviembre del 2015 la vol-
cadura de una pipa de gas, en  Tlalnepantla, estado de Mé-
xico, que exploto y se incendió dejando cuatro muertos y
más de 50 personas lesionadas, así como daños materiales
y ecológicos por el derrame que dejo en la zona de la vol-
cadura.

Es importante también mencionar que México ocupa el pri-
mer lugar en consumo de Gas LP en el mundo. A nivel na-
cional se mantiene como el de mayor preferencia de los
mexicanos, ya que 70 por ciento de los hogares lo utiliza
para sus necesidades básicas. Si bien no existen cifras
exactas del número de cilindros, tanques estacionarios y pi-
pas que hay en el país, se estima que por lo menos el 50%
de ellos requieren de una sustitución urgente e inmediata, y
darles mantenimiento preventivo.

Es por ello que exhortamos a las autoridades competentes
como la Secretaría de Energía, PEMEX y Profeco para que
se haga una revisión exhaustiva e inmediata de los cilin-
dros, tanques estacionarios y pipas que se encuentran en
mal estado, esto con el fin de que se sustituyan aquellos
que no pasen las pruebas de seguridad.

Realizando estas acciones, disminuirán los riesgos existen-
tes en los hogares mexicanos y se proporcionara mayor se-
guridad a la población en general. Se exhorta además, ha-
cer una revisión para que se respeten los precios oficiales y
el peso exacto de los cilindros de gas y el llenado correcto
de los tanques estacionarios, esto con el propósito de aca-
bar con el abuso de las gaseras con el fin de no seguir afec-
tando la economía de los consumidores mexicanos, brin-
dándoles la prevención y protección civil.

En virtud de lo antes expuesto me permito someter a con-
sideración de esta Asamblea la siguiente proposición de ur-
gente y obvia resolución, con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la Secretaría de Energía, PEMEX y
Profeco para realizar una campaña extraordinaria de la su-
pervisión del peso, precio exacto y sustitución de cilindros,
tanques estacionarios y pipas de distribución de Gas LP de
uso doméstico y comercial que se encuentren en mal esta-
do.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a 24 de noviembre de
2015.— Diputada María Elena Orantes López (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Economía, para dictamen.

MEDIDAS QUE CONTRIBUYAN A LA DISMINUCIÓN
DE ACCIDENTES EN LAS ZONAS URBANAS POR
LAS QUE CRUZAN VÍAS FÉRREAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el cual se exhorta
al Poder Ejecutivo a implantar por la Segob un grupo de
trabajo interinstitucional para establecer medidas que con-
tribuyan a disminuir accidentes en las zonas urbanas por
donde cruzan vías férreas, a cargo de la diputada Claudia
Edith Anaya Mota, del Grupo Parlamentario del PRI

Quien suscribe, diputada federal Claudia Edith Anaya Mo-
ta, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional de la LXIII Legislatura del Congreso
de la Unión, con fundamento en lo dispuesto con los artí-
culos 6, numeral 1, fracción I, así como 79, numeral 2, y
demás aplicables del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración la siguiente proposición con
punto de acuerdo, bajo las siguientes:

Consideraciones

La presente proposición pretende atender de manera pro-
gresiva, integral e institucional las causas que originan los
accidentes de los ferrocarriles en las zonas urbanas. 

Para ello se propone que el Ejecutivo de la Unión instruya
a las dependencias de su esfera, competentes en la materia
que estamos exponiendo.

De acuerdo con Programa Sectorial de Comunicaciones y
Transportes,1 la infraestructura ferroviaria está constituida
por 26,727 km de vías, de las cuales 20,722 km forman



parte de las troncales y ramales, en su mayoría concesio-
nada, 4,450 km son vías secundarias y 1,555 km son parti-
culares. El Sistema Ferroviario Nacional moviliza mayori-
tariamente productos industriales (48%), seguido de
productos agrícolas (24%), minerales (14%) y petróleo y
sus derivados (8%)

En 2012, comprendían el sistema ferroviario 26 mil 727
km, un 77.5 eran principales, el 16.6 secundarias y 5.8 de
particulares. Un 66.6 eran concesionadas, es decir 17 mil
799 km.  El 31.6 por ciento para Ferromex, a KCSM se le
concesionó el 16 por ciento, a Ferrosur, el 7.3, a Chiapas-
Mayab el 5.8, y otros concesionarios 5.9 por ciento.

El Programa sectorial señala que solamente el 12% del vo-
lumen de carga y menos del 0.01% de los pasajeros se
mueve en ferrocarril.

En otro orden de ideas, la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal, en su artículo 36, fracción VII, prevé
que: 

“A la Secretaría de Comunicaciones y Transportes co-
rresponde el despacho de los siguientes asuntos:

VII. Construir las vías férreas, patios y terminales de ca-
rácter federal para el establecimiento y explotación de
ferrocarriles, y la vigilancia técnica de su funciona-
miento y operación.”

Por otra parte, la Secretaría de Desarrollo Agrario, Te-
rritorial y Urbano-SEDATU- es competente, para parti-
cipar en el grupo de trabajo interinstitucional que se su-
giere crear, ya que en su artículo 41, fracción I, incisos
a) y c), le da competencia para intervenir en lo relacio-
nado con el desarrollo urbano ordenado: 

I. Impulsar, en coordinación con las autoridades estata-
les y municipales, la planeación y el ordenamiento del
territorio nacional para su máximo aprovechamiento,
con la formulación de políticas que armonicen:

a) El crecimiento o surgimiento de asentamientos hu-
manos y centros de población;

c) El desarrollo urbano con criterios uniformes respecto
de la planeación, control y crecimiento con calidad de
las ciudades y zonas metropolitanas del país, además de
los centros de población en general, así como su respec-
tiva infraestructura de comunicaciones y de servicios;

La atribución concreta de planeación la SEDATU, la ad-
quiere de la fracción X del artículo en comento: 

X. Planear y proyectar la adecuada distribución de la
población y la ordenación territorial de los centros de
población, ciudades y zonas metropolitanas, bajo crite-
rios de desarrollo sustentable, conjuntamente con las de-
pendencias y entidades de la Administración Pública
Federal competentes, y coordinar las acciones que el
Ejecutivo Federal convenga con los gobiernos de las en-
tidades federativas y municipales para la realización de
acciones en esta materia, con la participación de los sec-
tores social y privado.

La Ley de la Policía Federal, involucra a esta depen-
dencia en el proyecto del grupo de trabajo que se sugie-
re en este instrumento parlamentario. El artículo 8 frac-
ciones III, inciso a) y XXXV, prevé:  

Artículo 8. La Policía Federal tendrá las atribuciones y
obligaciones siguientes:

III. Salvaguardar la integridad de las personas, garanti-
zar, mantener y restablecer el orden y la paz públicos,
así como prevenir la comisión de delitos, en:

a) Las zonas fronterizas y en la tierra firme de los lito-
rales, la parte perteneciente al país de los pasos y puen-
tes limítrofes, las aduanas, recintos fiscales, secciones
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aduaneras, garitas, puntos de revisión aduaneros, los
centros de supervisión y control migratorio, las carrete-
ras federales, las vías férreas, los aeropuertos, los puer-
tos marítimos autorizados para el tráfico internacional,
el espacio aéreo y los medios de transporte que operen
en las vías generales de comunicación, así como sus ser-
vicios auxiliares.

XXXV. Levantar las infracciones e imponer las san-
ciones por violaciones a las disposiciones legales y re-
glamentarias relativas al tránsito en los caminos y
puentes federales, así como a la operación de los servi-
cios de autotransporte federal, sus servicios auxiliares y
transporte privado cuando circulen en la zona terrestre
de las vías generales de comunicación;

La reforma a la Ley Reglamentaria del Servicio Ferrovia-
rio del 26 de enero de 2015, creo la  Agencia Reguladora
del Transporte Ferroviario para fungir como árbitro entre el
Estado y los concesionarios y los permisionarios del servi-
cio ferroviario.

Esta Agencia cuenta con la atribución de Emitir “recomen-
daciones a las dependencias y entidades de la administra-
ción pública federal, estatal, municipal y del Distrito Fede-
ral competentes y a los concesionarios para que en el
ámbito de sus facultades promuevan medidas de Seguridad
Pública para la adecuada operación del servicio público fe-
rroviario”

La Ley Reglamentaria del Servicio Ferroviario prevé en su
artículo 4: “Son de jurisdicción federal las vías generales
de comunicación ferroviaria, el servicio público de trans-
porte ferroviario que en ellas opera y sus servicios auxilia-
res, las denuncias o querellas formuladas por cualquier per-
sona en relación con el servicio público de transporte
ferroviario incluyendo sin limitar, el robo de las mercancí-
as transportadas, la infraestructura férrea y sus componen-
tes, así como del combustible de las locomotoras.

Asimismo, prevé el 59 que las infracciones a lo dispuesto
en la ley, serán sancionadas por la Agencia de acuerdo con
lo siguiente:

VI. Rebasar los máximos de velocidad establecidos o no
respetar las señales, con multa al o los responsables de
doscientos a mil salarios mínimos; suspensión de la li-
cencia por seis meses por la segunda infracción, y can-
celación de la misma por la tercera infracción. 

En el supuesto anterior, al concesionario del servicio de
transporte se le impondrá una multa de quinientos a dos mil
salarios mínimos;

Finalmente, la Secretaría de Gobernación, en razón del ar-
tículo 27, fracción X es la dependencia encargada de favo-
recer las condiciones que permitan la construcción de
acuerdos políticos y consensos sociales para que, en los
términos de la Constitución y de las leyes, se mantengan
las condiciones de unidad nacional, cohesión social  

X. Conducir la política interior que competa al Ejecutivo y
no se atribuya expresamente a otra dependencia así como
fomentar el desarrollo político; contribuir al fortalecimien-
to de las instituciones democráticas; promover la activa
participación ciudadana, salvo en materia electoral; favore-
cer las condiciones que permitan la construcción de acuer-
dos políticos y consensos sociales para que, en los términos
de la Constitución y de las leyes, se mantengan las condi-
ciones de unidad nacional, cohesión social, fortalecimien-
to de las instituciones de gobierno y gobernabilidad demo-
crática;

Por lo que podemos afirmar que con la coordinación de la
Secretaría de Gobernación, la Agencia Reguladora del
Transporte Ferroviario, la Policía Federal, la Secretaría de
Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, la Secretaría de
Comunicaciones y Transportes y la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público se integrará un grupo de trabajo que
cuentan con las atribuciones necesarias para que, en coor-
dinación con las entidades federativas y municipios y los
representantes de las organizaciones de permisionarios y
concesionarios ferroviarios, puedan construir medidas que
contribuyan a la disminución de accidentes en las  zonas
urbanas por las que cruzan vías férreas. 

Ya se ha expuesto en anteriores instrumentos legislativos
propuesto los últimos casos en los que se ha involucrado el
ferrocarril con accidentes en centros urbanos:

• 1 de octubre de 2015, en Zacatecas2 un tren carguero
descarriló en plena zona urbana dejando un saldo de cin-
co personas lesionadas y cuatro vehículos dañados. 

• 25 de septiembre de 2015 en la zona urbana de San Ra-
món en Nogales, Sonora. Una falla en las líneas ferro-
viarias provocó que al menos 15 vagones que transpor-
taban vehículos descarrilaran. 



• 25 de septiembre de 2015. En un centro urbano de Sal-
tillo una locomotora arrastró un autobús del transporte
público; el saldo preliminar es de nueve lesionados.

• 29 de agosto de 2015. Descarrilan cuatro vagones de
un tren de carga en la zona urbana de Aguascalientes. 

• 28 de agosto de 2015. Descarrila tren e impacta varias
casas en Nuevo León.

Es por lo anteriormente expuesto y fundado que se somete
a la consideración del Pleno Camaral, la siguiente proposi-
ción con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente al titular del Poder
Ejecutivo federal a que, por medio del secretario de Go-
bernación, implemente un grupo de trabajo interinstitucio-
nal que establezca medidas que contribuyan a la disminu-
ción de accidentes en las zonas urbanas por las que cruzan
vías férreas.

Notas:

1
http://www.sct.gob.mx/fileadmin/banners/Programa_Sectorial_de_Co
municaciones_y_Transportes.pdf

2 http://noticieros.televisa.com/mexico-estados/1510/descarrila-tren-
carguero-zacatecas/

Dado en la sede de la Cámara de Diputados, a 1o. de diciembre de
2015.— Diputada Claudia Edith Anaya Mota (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Protección Civil, para dicta-
men.

CREACIÓN DE LA COMISIÓN ESPECIAL PARA LA
REVISIÓN Y ANÁLISIS DE LA LEGISLACIÓN Y
POLÍTICA EN MATERIA DE ATENCIÓN A LA NIÑEZ
Y ADOLESCENCIA CON AUTISMO Y OTROS TRAS-
TORNOS GENERALIZADOS DEL DESARROLLO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita la
creación de la comisión especial para revisar y analizar la
legislación y política en materia de atención de la niñez y
la adolescencia con autismo y otros trastornos generaliza-
dos del desarrollo, a cargo de la diputada Patricia Elena
Aceves Pastrana, del Grupo Parlamentario de Morena

La suscrita, doctora Patricia Elena Aceves Pastrana, dipu-
tada de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, integrante del Grupo Parlamentario de Morena, con
fundamento en el artículo 42, numeral I, de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos; así como en los artículos 6, numeral 1; y 79, numera-
les 1 y 2, del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete al pleno la siguiente proposición con punto de
acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Primera. En el año de 1980, el personal del Hospital Psi-
quiátrico Infantil “Dr. Juan N. Navarro”, impulsó la aten-
ción integral a niños que presentaban algún trastorno de ti-
po autista, que dificulta en diversos grados el desarrollo
normal del niño, obstaculiza su aprendizaje y altera la vida
familiar1.

Segunda. De acuerdo con la Organización Mundial de la
Salud (OMS), los trastornos del espectro autista (autismo,
el trastorno desintegrador infantil y el síndrome de Asper-
ger) abarcan diversos problemas del desarrollo caracteriza-
dos por el deterioro de funciones relacionadas con la ma-
duración del sistema nervioso central. En todos estos casos,
coinciden en distinta medida, una alteración de la capaci-
dad de interacción socio-comunicativa y un repertorio de
intereses y actividades restringido, estereotipado y repetiti-
vo2.

Tercera. La desinformación sobre este trastorno, así como
la estigmatización, la discriminación y la falta de servicios
de salud para detectarlo oportunamente, abonan al abando-
no que sufre la población con autismo. La dificultad para
realizar el diagnóstico y tratamiento oportunos, se vincula
con la multiplicidad de las causas que provocan el autismo,
algunas de ellas relacionadas con alteraciones neurobioló-
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gicas y factores genéticos que se inician en diversas etapas
de la infancia. Incluso, en los casos en los que existe un
diagnóstico pertinente, el alto costo de su tratamiento, au-
nado al hecho de que más del 65 por ciento de la personas
con autismo presentan limitaciones importantes, que re-
quieren tratamiento de por vida, puede representar un obs-
táculo para su atención por parte de las familias. A este res-
pecto, conviene destacar que los esfuerzos que realizan
algunas instituciones públicas y Organizaciones de la So-
ciedad Civil, aunque importantes, no logran cubrir la de-
manda de servicios.

Cuarta. De acuerdo con la Organización de las Naciones
Unidas, las personas que padecen este tipo de trastornos
sufren discriminación que inicia en el ámbito escolar y
continúa en el laboral. En lo que respecta al ámbito esco-
lar, la discriminación se hace patente al no existir esquemas
que permitan la inclusión de esa población en el sistema
educativo regular. En este contexto, se estima que, apenas
una población escolar de 4 mil 777 alumnos con autismo
fueron registrados en 2013 en el sistema de educación pú-
blica en planteles de educación inicial, primaria y secunda-
ria, lo que implica que un porcentaje importante de esta po-
blación no ejerce su derecho a una educación
proporcionada por el Estado. Mientras que en el ámbito la-
boral, esta discriminación se vuelve visible en el 80 por
ciento de las personas autistas que se encuentran desem-
pleadas.

Quinta. En 2008, la Cámara de Diputados informó que ca-
da 17 minutos nacía un niño con autismo en el mundo y
que la incidencia de este trastorno se incrementaba 17 por
ciento cada año3. Por su parte, en México se estima que
existen alrededor de 45 mil niños con autismo –y un nú-
mero no definido de adultos– y cada año se diagnostican,
al menos, 6 mil casos adicionales4.

Sexta. Más aún, la Clínica Mexicana de Autismo (Clima)
calcula que existe un niño autista por cada 150 nacimien-
tos, lo que indica que el problema es más frecuente que el
cáncer infantil, la diabetes y el sida5. No obstante, como su
afección no constituye una causa de muerte, y a pesar de su
significativa prevalencia, México, a diferencia de otros
países, carece de una política y programa nacional de salud
mental dirigido a la infancia y adolescencia con este tras-
torno. Hasta el momento, entre las principales iniciativas
realizadas se encuentran: la promulgación en el presente
año, de la Ley General para la Atención y Protección a per-
sonas con la Condición del Espectro Autista; así como la
inclusión desde 2012, de los Trastornos Generalizados del

Desarrollo dentro del Catálogo de Servicios de Salud, por
ser considerados intervenciones de primer nivel seleccio-
nadas por motivos epidemiológicos. No obstante lo ante-
rior, el acceso a servicios integrados de inicio temprano y
de largo plazo, no constituye una realidad para miles de fa-
milias empobrecidas y estigmatizadas que llevan a cuestas
la dura tarea de atender a los infantes con esta discapaci-
dad. Esta situación atenta contra los derechos humanos de
la población con trastornos del desarrollo.

Por lo anteriormente expuesto, en términos de los precep-
tos legales invocados, someto a la consideración de esta
Soberanía la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. Se crea la comisión especial para la revisión y
análisis de la legislación y política en materia de atención
a la niñez y adolescencia con autismo y otros trastornos ge-
neralizados del desarrollo.

Segundo. El objetivo de la comisión creada será empren-
der una revisión comparada de la legislación y las políticas
públicas, a nivel mundial y nacional, dirigidas a la atención
y tratamiento de las niñas, niños y adolescentes con pade-
cimientos relacionados con los trastornos generales del de-
sarrollo, a fin de generar las propuestas legislativas y de
política pública para hacer una realidad la atención oportu-
na, adecuada y gratuita de esta población.

Tercero. La comisión especial se integrará por diputadas y
diputados pertenecientes a todos los grupos parlamenta-
rios, con base en el criterio de proporcionalidad e inclu-
sión, entre la integración del pleno y su conformación. Los
recursos técnicos y financieros para el funcionamiento de
esta comisión especial deberán ser aprobados por la Junta
de Coordinación Política.

Cuarto. La comisión especial deberá presentar semestral-
mente, un informe de actividades ante el pleno de la Cá-
mara de Diputados, o bien, ante la Comisión Permanente
del Congreso.

Quinto. La Comisión Especial estará vigente hasta el 31 de
agosto de 2018, o en tanto quede agotado su objeto, si esto
sucediera antes.

Notas:

1 http://www.autismex.iap.org.mx/ 



2 http://www.sinembargo.mx/02-04-2015/1300268 

3 http://www.oem.com.mx/laprensa/notas/n2933186.htm 

4 La inclusión de niños y niñas con trastorno del espectro autista en las
escuelas en la Ciudad de México, página 10. En http://www.unicef.
org/mexico/spanish/mx_19I-La_inclusion_de_NN_con_transtorno.pdf 

5 http://diariolavozdelsureste.com/chiapas/2014/02/autismo-en-mexi-
co-una-epidemia/

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1o. de diciembre de
2015.— Diputada Patricia Elena Aceves Pastrana (rúbrica).»

Se remite a la Junta de Coordinación Política, para su
atención.

HOSPITALES MILITARES Y NAVALES DE DICHA
ENTIDAD, SE ADMITA A PERSONAS HERIDAS POR
ARMA DE FUEGO

«Proposición con punto de acuerdo, por el cual se exhorta
al gobierno de Guerrero, la Sedena, Semar y la CNS a im-
plantar medidas para que en los hospitales militares y na-
vales de la entidad se admita a heridos por arma de fuego,
a cargo de la diputada Marbella Toledo Ibarra, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Marbella Toledo Ibarra,  integrante del Grupo Parlamenta-
rio de Movimiento Ciudadano de la LXIII Legislatura del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 6, numeral 1, fracción I; y 79, nu-
meral 1, fracción II del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, presenta a esta soberanía la siguiente proposición
con punto de acuerdo al tenor de las siguientes:

Consideraciones

La libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen como ba-
se el reconocimiento de la dignidad intrínseca y los dere-
chos iguales e inalienables de todas las personas, el desco-
nocimiento y menosprecio de los derechos humanos es la
causa principal de los actos de barbarie que lesionan a ca-
da país, Estado, comunidad o pueblo.

El derecho a la vida es un derecho universal y constituye
–junto con la libertad– la base sustantiva de los derechos
humanos y dado el carácter transversal que tienen estos de-

rechos, así como a su entretejido natural con otros, el dere-
cho a la vida no puede ser separado del derecho a la salud.

De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud,
OMS, todos los gobiernos deben crear las condiciones po-
líticas, económicas y sociales que permitan a todas las per-
sonas vivir en un estado de derecho óptimo, en particular
en lo que respecta a las condiciones de salud.

Dichas condiciones deben incluir la disponibilidad garanti-
zada de los servicios de salud que sean accesibles para to-
das las personas, pero también que las condiciones de tra-
bajo sean saludables y seguras, por lo que se vuelve
relevante vigilar que todos los centros de trabajo –tanto pú-
blicos como privados–, cuenten con la infraestructura ne-
cesaria para el buen desempeño de sus labores, así como
con las condiciones de seguridad necesarias para garantizar
que la integridad de los trabajadores de la salud no esté en
riesgo.

Los centros de trabajo que deben observar y cumplir con
las condiciones que ha establecido la OMS so los consul-
torios médicos, dispensarios, centros de salud, pero sobre
todo los hospitales, que independientemente del nivel que
ocupen de acuerdo a la cantidad de las especialidades mé-
dicas con las que cuente, siempre tendrán un servicio de ur-
gencias dedicado a atender de manera inmediata los diver-
sos problemas de salud que ponen en peligro la vida de as
personas.

En Guerrero, mi estado, la seguridad es un tema que preo-
cupa, afecta y lastima a todas y todos, porque quienes vivi-
mos en Guerrero, ya sea por los medios informativos, por
experiencia indirecta o directa, palpamos el cáncer que ha
hecho metástasis en la seguridad, ha generado que las per-
sonas realicemos nuestras actividades diarias, sean labora-
les, académicas o de esparcimiento, en un clima de zozo-
bra e incertidumbre. No es exagerado decirlo: en Guerrero
el tejido social se ha resquebrajado. 

En los hospitales, el personal médico, administrativo, así
como los propios pacientes, han estado en peligro de per-
der la vida debido a una situación particular que se ha pre-
sentado cada vez con mayor frecuencia como consecuencia
de la falta de seguridad, debido a que el número de perso-
nas presuntamente vinculadas a grupos del crimen organi-
zado, heridas en enfrentamientos son llevadas a las salas de
urgencia, en donde después de ser atendidos, han sido ase-
sinados en las instalaciones, o sustraídos por personas ar-
madas que actúan con violencia.
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El caso más grave sucedió hace unos días, la noche del sá-
bado 7 de noviembre del presente año, en el hospital gene-
ral “Raymundo Abarca Alarcón” situado en Chilpancingo,
Guerrero, nosocomio al que fueron trasladadas algunas
personas heridas por arma de fuego y minutos después arri-
baron a dicho lugar varias personas armadas e hicieron dis-
paros en las instalaciones del hospital, lo que puso en peli-
gro la vida de todas las personas que en ese momento se
encontraban ahí.

El artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos establece que toda persona tiene dere-
cho a la vida, es también el derecho a no ser asesinado. La
Secretaría de la Defensa Nacional y la Marina, cuentan con
instalaciones y hospitales que por su propia naturaleza son
de alta seguridad, por contar con estrictos protocolos de ac-
ceso, cuando en el mismo se llega a permitir a particulares,
existe personal entrenado para dar respuesta inmediata a si-
tuaciones de riesgo y equipo táctico para ello.

Por lo expuesto y a fin de salvaguardar la integridad y vi-
da del personal médico, administrativo, pacientes y fami-
liares que acuden a los hospitales de cualquier nivel de
Guerrero, me permito someter al pleno de esta soberanía la
siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta a Héctor Antonio Astudillo Flores,
gobernador constitucional del Estado Libre y Soberano de
Guerrero, a que gire instrucciones para que, con la debida
coordinación y prontitud, las Secretarías de su gobierno re-
alicen las gestiones necesarias para que en el estado de
Guerrero, todas aquellas personas que se encuentren heri-
das por arma de fuego y que presumiblemente pertenezcan
o tengan vínculos con algún grupo delincuencial, sean tras-
ladadas para su atención médica a hospitales militares o na-
vales, y en aquellos casos que por la gravedad de las lesio-
nes ameriten ser trasladados al hospital más cercano para
su atención de urgencia, se establezca la seguridad perma-
nente por parte de las autoridades militares y civiles, hasta
que ese paciente se encuentre estable y pueda ser traslada-
do a un hospital militar o naval, a fin de preservar sus vi-
das y las de quienes laboran o se encuentran en los hospi-
tales de carácter civil.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta al general Salvador Cienfuegos Za-
pata, secretario de la Defensa Nacional; al almirante Vidal

Francisco Soberón Sanz, secretario de Marina; y al C.
Monte Alejandro Rubido García, comisionado nacional de
Seguridad; para que en el ámbito de sus responsabilidades
brinden todas las facilidades necesarias a fin de que permi-
tan que en los hospitales militares o navales del estado de
Guerrero puedan ser admitidas aquellas personas que se
encuentren heridas por arma de fuego y que presumible-
mente pertenezcan o tengan vínculos con algún grupo de-
lincuencial; o que brinden seguridad permanente a los hos-
pitales a donde se ingrese a personas que bajo la misma
presunción, hayan sido llevadas al hospital civil más cer-
cano al lugar de los hechos para ser atendidas de urgencia
por la gravedad de sus lesiones, para que posteriormente
sean trasladadas a hospitales militares o navales.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 1o. de diciembre de
2015.— Diputada Marbella Toledo Ibarra (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Defensa Nacional, para dic-
tamen.

CONCESIONARIOS DEL TRANSPORTE PÚBLICO
PARA PASAJEROS, SE OTORGUE EL BENEFICIO DE
UNA TARIFA PREFERENCIAL A TODOS LOS 
ENFERMOS ONCOLÓGICOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el cual se solicita
a las instituciones del sector salud de los gobiernos federal
y locales que exhorten a los concesionarios del transporte
público de pasajeros a fijar una tarifa preferencial para en-
fermos oncológicos, a cargo del diputado David Mercado
Ruiz, del Grupo Parlamentario del PRI

El que suscribe, diputado David Mercado Ruiz,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional en la Cámara de Diputados de la LXIII,
con fundamento en los artículos 3, fracción XVIII; 6, frac-
ción I, 62, 76, fracción IV, y 79, numeral 1, fracción III, y
demás relativos del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración del pleno de esta Cámara de
Diputados, proposición con punto de acuerdo por el que se
solicita a las instituciones del sector salud del gobierno fe-
deral y a los gobiernos de las entidades federativas se ex-
horte a los concesionarios del transporte público para pasa-
jeros, se otorgue el beneficio de una tarifa preferencial a
todos los enfermos oncológicos, del cincuenta por ciento
(50 por ciento) de descuento de la tarifa regular en los ser-



vicios de transporte público y comercial que utilicen, en las
modalidades de colectivo urbano, conurbado o metropoli-
tano, suburbano, mixto o foráneo (interurbano, intermuni-
cipal o nacional), bajo la siguiente

Exposición de Motivos

En el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, se señala co-
mo objetivo asegurar los servicios de salud, con una estra-
tegia de avanzar en la construcción de un Sistema Nacional
de Salud Universal. Una de las líneas de acción es el ga-
rantizar el acceso y la calidad a los servicios de salud a los
mexicanos, con independencia de su condición laboral. El
acceso a los servicios de salud de la población, no obstan-
te que el artículo 4 de la Constitución General de la Repú-
blica, establece el derecho de toda persona a la protección
de la salud y su inclusión en el Sistema Nacional de Salud,
todavía nos encontramos en un rezago considerable, más
aun que el indicador del 2014 del Coneval en relación a la
pobreza, registra un índice relacionado con la carencia de
seguridad social, a casi el 60 por ciento de la población en
esa condición y el 18 por ciento no tiene acceso a los ser-
vicios de salud. Quizá por ello, el gasto en salud de las fa-
milias es de los más altos del mundo, así por ejemplo, el
gasto en salud como porcentaje del PIB en México aumen-
tó de 5.1 a 6.4 por ciento del 2000 a la fecha. Aun así, con-
tinúa por debajo del promedio de América Latina que es de
6.9 por ciento. Y si se considera el gasto per cápita en sa-
lud, la diferencia es aún más significativa. El promedio de
este gasto en los miembros de la OCDE es 3,233 dólares
por habitante, mientras que en México es de menos de una
tercera parte. Y la situación es más delicada si considera-
mos que casi la mitad sigue siendo gasto de bolsillo.

El mismo Plan Nacional de Desarrollo señala que hay si-
tuaciones que atentan contra la salud como la pobreza, y
los estilos de vida poco saludables y de riesgo. Entre los
que menciona son la falta de actividad física, la nutrición
inadecuada, consumo de tabaco, consumo de alcohol y dro-
gas ilícitas, como principales factores que explican la alta
incidencia de enfermedades crónicas como la diabetes me-
llitus, las enfermedades isquémicas del corazón y los tu-
mores malignos.

En México el cáncer es un problema de salud pública, es
la tercera causa de muerte en nuestro país. La epidemiolo-
gía, diagnóstico, tratamiento, rehabilitación y disminución
de esta enfermedad, es un problema de salud de dimensio-
nes complejas que entra en lo que se denomina gasto ca-
tastrófico de las familias, en la terminología del Seguro

Popular. Acorde con datos aportados por el Instituto Na-
cional de Cancerología en nuestro país se diagnostican
anualmente alrededor de 120 000 nuevos casos de todos los
tipos de cáncer y aproximadamente 80 000 personas mue-
ren cada año en México a consecuencia del padecimiento. 

El cáncer comprende 200 tipos diferentes de tumores ma-
lignos, originados en los diferentes tejidos del organismo.
Los más predominantes son el cáncer de mama, de cérvix
uterino, de próstata, linfomas, de colon, de estómago, de
los tejidos blandos, del ovario, cáncer de pulmón, de entre
los más frecuentes. Se calcula que alrededor del 70 por
ciento se presenta en mujeres y el 30 por ciento en hom-
bres.

El costo económico que enfrentan los pacientes oncológi-
cos, es considerable y en constante incremento. El aumen-
to de la población y la transformación de la pirámide po-
blacional en nuestro país hacen del cáncer una enfermedad
en crecimiento constante.1 En México no tenemos aún un
estudio económico oficial en el cual se defina cuál es el
gasto total que enfrenta un paciente con cáncer; sin embar-
go, estudios realizados en diversos países, entre ellos, Ho-
landa, Suecia y Estados Unidos han señalado que el costo
de un cáncer va de 5 a 6 por ciento del presupuesto deriva-
do del sector salud para el tratamiento y manejo de todos
los cánceres.2 Los costos se pueden analizar entre costos
directos e indirectos.

Los directos son aquellos caracterizados por los bienes y
servicios otorgados por el sistema de salud de manera di-
recta, o bien, gastos que pudieron haber sido desviados o
utilizados por otro paciente de manera mediata o inmedia-
ta. Los costos indirectos son aquellos derivados de la en-
fermedad del paciente a través de horas-hombre perdidas,
disminución de la productividad o carga para la sociedad
por morbilidad o muerte. Evidentemente, los costos indi-
rectos son más difíciles de cuantificar, pues éstos no son
obtenidos de manera inmediata y, no obstante, en ocasiones
son mucho más altos que los costos directos.3

Para efectos de cuantificar los costos indirectos se cono-
cen dos métodos. El primero es conocido como el método
descriptivo del capital humano, que hace una valoración
del gasto que implica dejar de percibir dinero, ya sea por
morbilidad o mortalidad, y el segundo es denominado el
método de aceptación de pago, éste último evalúa el cos-
to que está dispuesto a pagar un paciente con cáncer en aras
de evitar la enfermedad, o bien, para afrontarla. Cabe se-
ñalar que ambos métodos han sido fuertemente criticados
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puesto que en el análisis que se realiza se tiende a discri-
minar a aquellos pacientes que económicamente son im-
productivos.4

Y, es justamente la ausencia de un estudio oficial del costo
económico total de este tipo de padecimientos en nuestro
país lo que nos lleva a proponer un planteamiento que pue-
da disminuir la dificultad económica de los pacientes con
cáncer y sus familias. 

Uno de los grandes retos a los que se enfrentan los enfer-
mos oncológicos que están recibiendo tratamiento es el
desplazamiento en transporte público, éste supone un im-
portante gasto económico, que se une al esfuerzo que se re-
quiere para poder permanecer en el vehículo, trasladarse a
los puntos de recogida del transporte o mantener la espera,
cuando la capacidad física se ha mermado o se encuentra
bajo los efectos secundarios de los tratamientos.

Esta situación puede llegar a ser aún más difícil para los
pacientes cuando se combinan con cualquier otro tipo de
gasto ordinario como es el pago de un alquiler, hipoteca o
aquellos derivados de la convivencia con hijos o adultos
mayores a cargo. Además, si el paciente reside en algún
punto alejado de la Ciudad de México, habría que conside-
rar también el gasto ocasionado por el desplazamiento en
transporte hasta este punto.

Además del importante costo económico que ya se ha se-
ñalado, hay que unir otros condicionantes que se derivan
de la propia enfermedad (una posible merma de las facul-
tades o la necesidad de reposo y descanso aumentada) y de
los efectos secundarios de los tratamientos. 

Cabe destacar la incomodidad de viajar en un transporte
público, en el que, el resto de pasajeros no entiende la si-
tuación física y emocional del enfermo oncológico. Ade-
más, los posibles efectos secundarios derivados del trata-
miento como las náuseas, los mareos o los vómitos pueden
hacerle experimentar un alto nivel de malestar, en unas
condiciones en las que no se le puede facilitar una respues-
ta por parte del transporte que le ayude a aliviarle. 

Debemos tener presente que un enfermo con cáncer no re-
quiere únicamente medicamentos, todo su entorno cambia,
toda la familia debe cambiar. La necesidad de acudir acom-
pañado cuando se hace uso del transporte público no es in-
usual, por los motivos que ya se han mencionado relacio-
nados con su estado físico, por lo que el costo se duplica y

se produce un cambio en las actividades diarias de los
miembros de la familia o del entorno cercano que puede
afectar sus obligaciones laborales o familiares. 

A las necesidades derivadas de la propia enfermedad se han
sumado aquellas relacionadas con los efectos de la coyun-
tura económica del país. Por ello, estamos convencidos de
que este punto de acuerdo podrá representar una ayuda
importante en la esfera económica de los enfermos con
cáncer y sus familias.

Así, considerando que es obligación del Estado mexicano
garantizar el derecho universal a la salud y el alto impacto
que ocasiona a la economía de enfermos con cáncer y la di-
fícil situación por la que atraviesa el país, es necesario
mantener un equilibrio razonable, proporcional y equitati-
vo entre los factores de la producción en el servicio del
transporte y sus usuarios en condiciones de vulnerabilidad,
de donde se concluye que es justificado una disminución
en las tarifas de transporte público para los enfermos on-
cológicos.

En atención a lo anterior el suscrito pone a la consideración
de esta honorable asamblea, la siguiente Proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se solicita a las Instituciones del sector salud del
gobierno federal y a los gobiernos de las entidades de la
república para que en uso de las atribuciones que la ley les
confiere, se exhorte a los concesionarios del transporte pú-
blico para pasajero, se otorgue el beneficio de una tarifa
preferencial a todos los enfermos oncológicos del cincuen-
ta por ciento (50 por ciento) de descuento de la tarifa regu-
lar en los servicios de transporte público y comercial que
utilicen en las modalidades de Colectivo Urbano, Conur-
bado o Metropolitano, Suburbano, Mixto o Foráneo (Inte-
rurbano, Intermunicipal o Nacional), siempre y cuando de-
muestren su condición de salud con la acreditación debida
del Centro de Salud correspondiente. Asimismo, se prohí-
be recargo alguno en la tarifa de transporte por concepto
del acarreo de sillas de ruedas, andaderas, equipo médico,
animales adiestrados u otras ayudas técnicas que precisen
los pacientes enfermos con cáncer.

Notas:

1 Juan Carlos Márquez Heine, Lenin Rojas Buendía, Nancy Ávila
Arroyo, Carlos Pacheco Gahbler, Francisco Calderón Ferro. El costo



del cáncer de próstata. ¿Qué esperamos? Revista Mexicana de Urolo-
gía Volumen 65, Número 5. Septiembre-octubre de 2005

Website http://www.medigraphic.com/pdfs/uro/ur-2005/ur055d.pdf 

Disponible el 16 de noviembre de 2015.

2 Moore R, Mao Y, Zang J, Clarke K. Economic burden of illness in

Canada, 1993. Ottawa: Health Canada; 1997.

3 Obrien B, Viramontes JL. Willingness to pay: A valued and reliable

measure of health state preference. Med Decis Making 1994; 14: 289-
97.

4 Resource intensity weights: Summary of methodology, 1996-97. Ot-
tawa: Canadian Institute for Health Information; 1996.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1o. de diciembre de 2015.—
Diputado David Mercado Ruiz (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Salud, para dictamen.

IRREGULARIDADES DE LA EMPRESA OHL MÉXICO
PARA JUSTIFICAR SU SISTEMA DE CONTABILIDAD

«Proposición con punto de acuerdo, relativo a las irregula-
ridades de la empresa OHL México para justificar su siste-
ma de contabilidad, a cargo de la diputada Norma Rocío
Nahle García, del Grupo Parlamentario de Morena

Quien suscribe, diputada Rocío Nahle García, del Grupo
Parlamentario de Morena, con fundamento en los artículos
6, numeral 1, fracción I, y 79, numerales 1, fracción II, y 2
del Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta a
consideración de esta soberanía, la siguiente proposición
con punto de acuerdo de urgente u obvia resolución, bajo
las siguientes 

Consideraciones

El 14 de mayo la CNBV informó que con fundamento en
el artículo 359 de la Ley del Mercado de Valores, en ejer-
cicio de sus facultades y de acuerdo con sus labores de su-
pervisión continua de las emisoras, llevó a cabo una visita
en OHL México (Ohlmex), para verificar el cumplimiento
de la mencionada Ley y las disposiciones aplicables con el
propósito de proteger los intereses de los inversionistas y

del mercado en general. En particular, se buscó analizar y
revisar que la divulgación de la información de esa emiso-
ra cumpliera con los requisitos establecidos para las emi-
soras. En esa ocasión anunció que publicaría los resultados
de la revisión y las eventuales sanciones, en caso de que se
detectaran infracciones, a más tardar el día 15 del mes si-
guiente al que se notifiquen.

En línea con lo anterior, el 26 de octubre pasado, la CNBV
informó de la conclusión de la investigación. La depen-
dencia dio a conocer que había emplazado a Ohlmex, a Or-
ganización de Proyectos de Infraestructura (OPI) y a Con-
cesionaria Mexiquense (Conmex), filiales de la primera, y
a diversos funcionarios de esas empresas, por presuntas in-
fracciones a la Ley del Mercado de Valores y a disposicio-
nes de carácter general. La CNBV dio a conocer que las
personas físicas y morales relacionadas con la investiga-
ción disponían de 10 días hábiles, prorrogables por única
vez 10 días hábiles más, para argumentar y aclarar las de-
cisiones que según la dependencia podrían ser considera-
das violatorias de la ley. 

Previamente, el 25 de octubre, OHL México había infor-
mado a los inversionistas que daría respuesta a las obser-
vaciones de la CNBV, rechazando los señalamientos en el
sentido de que no aplicaba correctamente lo establecido en
las normas internacionales en lo relativo a la rentabilidad
garantizada; también rechazó que no informara adecuada-
mente sobre el flujo de tráfico en las concesiones que tie-
nen asignadas, o el señalamiento de que no disponían de
información para comprobar algunos gastos, además, negó
no haber realizado los procesos que se debieron realizar pa-
ra aprobar operaciones con partes relacionadas, como lo
tienen establecido.

Hasta ahora OHL no ha demostrado que cumple con sus
obligaciones. Por ejemplo, la consultora Ernst & Young re-
alizó una investigación para detectar irregularidad en las
prácticas de la empresa y sus relaciones con el gobierno del
Estado de México, señalando que avalaba las acciones de
OHL México; sin embargo la consultora reconoció que no
había considerado el tema de los audios filtrados, inclu-
yendo el aumento tarifario del Viaducto Bicentenario en
2014.1

Por cierto, en relación con ese aumento que generó mucha
inconformidad, algunas versiones periodísticas atribuyeron
al Gobernador Eruviel Ávila haber anunciado la cancela-
ción del ajuste de tarifas en el segundo piso. Sin embargo,
no fue posible confirmar esas medidas que, en los compro-
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misos para platicar con los ciudadanos, en el marco de su
cuarto informe de gobierno, el gobernador Eruviel no ha
querido ni mencionar, ni ha dado a conocer los resultados
de las auditorías que supuestamente encargó a PwC y otro
a KPMG, con la posibilidad de una investigación judicial y
policial.

Por esa razón, Sergio Hidalgo, Director General de OHL
México al dar a conocer sus resultados del primer semestre
de 2015 informó “en la primera mitad del año reportamos
resultados satisfactorios en todas nuestras concesiones. Los
fundamentales de la compañía son sólidos lo que nos per-
mitió registrar aumentos en los ingresos por cuotas de pea-
je de 25% mientras que la Uafida2 por cuotas de peaje cre-
ció 42% durante el segundo trimestre”, dijo Sergio
Hidalgo, Director General de OHL México.3

En esa ocasión, Hidalgo también dio a conocer la venta de
24.99% de su filial Comsa. “Por otra parte, en el trimestre
se concretó la venta indirecta a IFM Global Infrastructure
Fund del 24.99% del capital social de Concesionaria Me-
xiquense, SA de CV, a través de la venta de acciones re-
presentativas del capital social de su subsidiaria Organiza-
ción de Proyectos de Infraestructura, SAPI de CV,
mediante la cual se obtuvieron recursos por nueve mil mi-
llones de pesos. La obtención de estos recursos nos posi-
ciona como un jugador relevante para participar en nuevos
proyectos de infraestructura que se puedan presentar y al
mismo tiempo nos da la liquidez necesaria para afrontar
cualquier requerimiento de capital en el corto plazo”

Sin duda sus resultados con consecuencia de las relaciones
establecidas en un condiciones de permisividad o compli-
cidad. OHL México, filial de OHL de España, se caracteri-
za porque desde su llegada al país en 2003, estableció rela-
ciones muy estrechas con el equipo que hoy ocupa la
Presidencia de la República. Rápidamente se convirtió en
uno de los principales operadores de concesiones en in-
fraestructura de transporte en México, con siete concesio-
nes de autopistas de peaje, cinco de las cuales se encuen-
tran en operación y dos en etapa de preconstrucción. Ha
sido tal su desarrollo, que en el informe de resultados al
mes de septiembre de 2015, el corporativo español recono-
ció que sus negocios en México le aportaron 16.6% de sus
ventas, apenas atrás de lo que aportan sus filiales en Esta-
dos Unidos y Canadá, con 22.3% y España, con 19.9%.4

Parte de ese “éxito” fue posible por su vinculación con em-
presarios como Valentín Diez Morodo, Jesús Reyes Hero-
les y Carlos Ruiz Sacristán que, se puede decir que desde

sus distintos cargos en la iniciativa privada o el sector pú-
blico han actuado como cabilderos de empresas foráneas y
hasta mediados de 2015 formaron incluso parte de su con-
sejo de administración.

OHL aprovechó el rezago propiciado por la actual política
económica en las inversiones en servicios públicos, para
quedarse con autopistas que atienden necesidades básicas
de transporte en zonas urbanas con alto tráfico de vehícu-
los en el Distrito Federal y los estados de México y Puebla,
disponiendo de mercados cautivos en entidades con una
gran importancia en la economía nacional. Además, OHL
tiene una participación de 49% en la compañía concesio-
naria del Aeropuerto de Toluca y ha comenzado a licitar pa-
ra operar plantas generadoras de electricidad e invertir en
actividades petroleras. Y si bien es una emisora que cotiza
en la Bolsa, eso no le ha impedido desarrollar una admi-
nistración caracterizada por la opacidad, que en las condi-
ciones de privilegio en las que ha operado, le ha permitido
ofrecer importantes rendimientos a sus accionistas aquí y
en su casa matriz. 

No obstante, debido a los escándalos en los que se ha vis-
to envuelta la empresa, se ha observado una fuerte caída en
el precio de su acción, del registro de 31.7 pesos en di-
ciembre de 2014, a 19.6 pesos por acción el 27 de noviem-
bre de 2015. En parte por los efectos de las críticas a su ad-
ministración en México y en parte por el comportamiento
del corporativo, la acción de Obras con Huarte Lain (OHL)
en la Bolsa de Madrid cayó de 24.8 euros el 23 de febrero
de este año, a sólo 6.2020 euros el 24 de noviembre.5

De hecho, durante el mes de octubre, para obtener liquidez
y argumentando la baja de precios de sus acciones, el cor-
porativo que preside y controla Juan Miguel Villar Mir se
vio obligado a emprender una ampliación de capital por
1,000 millones de euros, para recortar su deuda y financiar
su crecimiento, registrando una sobredemanda de acciones
colocando el total de 199,01 millones de nuevas acciones
emitidas, con las que OHL triplica su actual capital social.6

Asimismo, vendió Torre Espacio al grupo filipino Empera-
dor por un importe de 558 millones de euros.7

Tomando en cuenta lo anterior y la falta de respuesta de la
emisora, urge que se den a conocer los detalles de la inves-
tigación que lleva a cabo la CNBV y las eventuales san-
ciones para la filial y los ejecutivos de la empresa españo-
la, porque está en riesgo el interés de los inversionistas en
México y la capacidad de la empresa de cumplir los con-
tratos que ha logrado con el gobierno de México.



Los resultados de esa investigación y las sanciones, no de-
ben ser parte de una estrategia para legitimar sus operacio-
nes en México. De hecho, la opacidad de OHL no se limi-
ta a irregularidades, por ejemplo, en el registro de la
rentabilidad garantizada. Es necesario investigar los ante-
cedentes y los diferentes audios que se conocen en los que
parece confirmarse la existencia de una relación muy cer-
cana de sus directivos con altos funcionarios del gobierno
federal, incluyendo los directores de PEMEX y CFE, como
la condición que explica y que les ha permitido tener un rá-
pido crecimiento en mercados cautivos y actividades estra-
tégicas.

Aunque lo han desmentido, hay versiones que involucran
directamente a OHL con altos funcionarios, como Emilio
Ricardo Lozoya Austin, actual Director General de Petró-
leos Mexicanos, quien no puede negar que fue funcionario
de OHL, y Enrique Ochoa Reza, Director General de la
Comisión Federal de Electricidad, además de Gerardo Ruiz
Esparza, Secretario de Comunicaciones y Transportes. 

Desafortunadamente, todo indica que los ingresos de OHL
dependen de los acuerdos abusivos que la empresa ha esta-
blecido con los funcionarios gubernamentales los que, no
obstante, de tan exagerados resultan insostenibles, como
sucede con el caso de la “rentabilidad garantizada”. 

Todo indica que esa es la razón por la cual OHL busca di-
versificar sus actividades a áreas como la electricidad.
Además, como se desprende de los diferentes audios dados
a conocer, parece que la empresa fue una de las beneficia-
rias del ingreso de Emilio Lozoya Austin, como Director
General de Petróleos Mexicanos. Hasta antes de su nom-
bramiento, OHL no había ganado licitación alguna con la
entonces paraestatal. Fue hasta marzo de 2013, tres meses
después de que Lozoya asumiera el cargo, cuando Pemex
otorgó el primer contrato a OHL, por una cantidad de 1,016
millones de pesos. Sin duda, ahí hay un grave conflicto de
interés.

En el mismo sentido, el 31 de marzo de 2015, un consorcio
liderado por las españolas Sener y OHL, ganó una licita-
ción de la Comisión Federal de Electricidad (CFE) para
construir la Central de Ciclo Combinado Empalme I, en el
municipio de Empalme, Sonora, que utilizará gas natural
como combustible, con capacidad de 770 megawatts, por
476.8 millones de dólares. Según CFE, el presupuesto ori-
ginalmente estimado era de 738.2 mdd, por lo que la pro-
puesta aceptada representa un ahorro de aproximadamente
35%, siempre y cuando el consorcio ganador respete su

propuesta.8 La experiencia con esta empresa es que en el
transcurso de la concesión modifica los términos y sus
compromisos.

Y es que no se puede olvidar que la actividad de OHL se ha
caracterizado por actuar con una gran permisividad, que le
ha permitido realizar cobros excesivos y ocultar su infor-
mación. Apenas el pasado 8 de septiembre se dio a conocer
un audio acerca de una reunión en la que habrían partici-
pado Gerardo Ruiz Esparza, titular de la SCT; Juan Miguel
Villar Mir, presidente mundial de Grupo OHL; Juan Osu-
na, vicepresidente de Concesiones; Andrés de Oteyza y
Sergio Hidalgo, presidente y director general de OHL Mé-
xico, en la supuestamente OHL habría recibido el apoyo
del titular del Ejecutivo para dirimir su diferendo con la
empresa Infraiber, responsable de certificar el aforo vehi-
cular en sus concesiones, que es la base del pago que debe
hacer OHL al gobierno. Coincidentemente, un mes des-
pués, el Gobierno mexiquense canceló en definitiva el con-
trato a Infraiber. 

De lo anterior se podría deducir que OHL buscó y logró
que “con quien hablaron” les diera la razón en su objetivo
de no permitir que su aforo, la medición de su peaje, fuera
supervisado por Infraiber, aumentando las dudas acerca de
su responsabilidad en la obtención de ganancias irregula-
res, reportando un aforo menor al real, ocultando los ingre-
sos correspondientes, y por otra parte, bajo el supuesto de
un aforo menor al programado, obtener un ingreso superior
en el renglón de “otros ingresos de operación” bajo la cláu-
sula de “rentabilidad garantizada”. La tensión ha llegado a
tal extremo, que el abogado de Infraiber fue detenido ile-
galmente, mediante el truco de sembrarle un arma.

Morena ha encontrado más de 25 contratos a favor de
OHL, desde la administración de Peña como gobernador
del Estado de México y ahora como Presidente de la Re-
pública, los cuales suman más de 60 mil millones de pesos,
sin contar los contratos otorgados por PEMEX, y en la ma-
yoría de los casos es posible identificar irregularidades.

Por lo anteriormente expuesto, pongo a consideración de
esta soberanía la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión solicita a la Comisión Nacional Bancaria y de Valo-
res, haga pública la información recibida por OHL México
para justificar su sistema de contabilidad y, en su caso, las
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sanciones que se impondrán a la empresa y sus ejecutivos,
por no justificar esas irregularidades.

Segundo. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, solicita a la Comisión Nacional Bancaria y de Va-
lores haga pública su evaluación del riesgo que representa
invertir en OHL México, así como firmar contratos con la
empresa, tomando en cuenta las irregularidades en su con-
tabilidad y la vulnerable posición financiera en la que se
encuentra su corporativo.

Tercero. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta al gobernador del Estado de México haga
públicos los resultados de las auditorías que la ciudadanía
espera haya ordenado realizar al Viaducto Bicentenario.

Cuarto. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta a la Secretaría de la Función Pública emita
una advertencia de inhabilitación para contratar con OHL
México, por las irregularidades registradas en las conce-
siones que administra en el país.

Notas:

1 http://economia.elpais.com/economia/2015/05/20/actualidad/
1432124529_704157.html

2 Uafida. Utilidad antes de ingresos netos financieros, impuestos, de-
preciación y amortización o Utilidad de operación más depreciación
del ejercicio. Glosario Banorte.

3 Informe de OHL al primer semestre. “OHL México anuncia resulta-
dos del segundo trimestre 2015”. 22 de julio de 2015.

4 OHL. Resultado 9M15. 13 de noviembre de 2015.

5 http://www.bolsamadrid.es/esp/aspx/Empresas/FichaValor.aspx?
ISIN=ES0142090317

6 http://economia.elpais.com/economia/2015/10/29/actualidad/
1446150690_735500.html

7 http://economia.elpais.com/economia/2015/11/27/actualidad/
1448641039_484149.html

8 Boletín de Prensa 31 de marzo de 2015, CFE-bp-22/vf, de la CFE.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1o. de diciembre de 2015.—
Diputada Norma Rocío Nahle García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, para dictamen.

GARANTICE EL ABASTO DE MEDICAMENTOS, 
MATERIAL DE CURACIÓN Y QUIRÚRGICO EN LAS
INSTITUCIONES DE SALUD PÚBLICA DEL ESTADO
DE NAYARIT

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal y la Ssa a garantizar el abasto de me-
dicamentos, y material de curación y quirúrgico en las ins-
tituciones de salud pública de Nayarit, a cargo del diputado
Moisés Guerra Mota, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano

El suscrito, diputado Moisés Guerra Mota, integrante de la
LXIII Legislatura del honorable Congreso de la Unión y
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con
fundamento en la fracción I del artículo 6, y el artículo 79,
numeral 2, del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración del pleno de esta honorable asamblea
la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta
al Ejecutivo federal y a la Secretaría de Salud a efecto de
se garantice el abasto de suficiente de medicamentos, ma-
terial de curación y quirúrgico en las instituciones de salud
pública en Nayarit.

Exposición de Motivos

El párrafo cuarto del artículo 4o. de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos establece que: Toda
persona tiene derecho a la protección de la salud. La ley de-
finirá las bases y modalidades para el acceso a los servicios
de salud y establecerá la concurrencia de la federación y las
entidades federativas en materia de salubridad general.

Así también el artículo 2o. de la Ley General de Salud se-
ñala que el derecho a la protección de la salud tiene las si-
guientes finalidades: La prolongación y el mejoramiento
de la calidad de la vida humana, el disfrute de servicios de
salud y de asistencia social que satisfagan eficaz y oportu-
namente las necesidades de la población, entre otras.

Con base en lo anterior se entiende que es obligación del
Estado garantizar el derecho a la salud a la población y es-
te derecho comprende que la prevención, la atención opor-
tuna, así como la prolongación de la vida de los ciudadanos
mexicanos.



En este sentido el acceso a la seguridad social a gozar de
un buen estado de salud es un derecho básico. Una pobla-
ción sana, es una población productiva es por ello que la
implementación de políticas públicas que cubran de mane-
ra eficaz este sector es fundamental. 

En Nayarit existen aproximadamente 275 hospitales y cen-
tros de salud, pero hacen falta de médicos, especialistas,
personal de enfermería, camas medicamentos e infraes-
tructura hospitalaria, sobre todo en las zonas rurales.

Ante este el rezago medicamentos, materiales de curación
y quirúrgicos;  no es para nadie un secreto que los ciuda-
danos se ven obligados a adquirir el medicamento  por
cuenta propia, afectando su ingreso familiar, y tampoco no
debemos olvidar que los ciudadanos que acuden a los ins-
tancias del salud sector público, son aquellos que no cuen-
tan con recursos para pagar servicios médicos privados,
por lo que es prioritario atenderlo; si bien es cierto conta-
mos con la cobertura de hospitales la consecuencia obliga-
toria es dotarlos del medicamentos que garanticen el abas-
to suficiente.

Este rubro de manera particular es un fuerte reclamo de los
habitantes de Nayarit, y de manera general en México to-
davía aún no se alcanza el nivel que se requiere para cum-
plir con un servicio integral en materia de salud, por lo que
hay mucho trabajo por hacer. 

El gobierno federal mediante el Plan Nacional de Desarro-
llo 2013-2018, no plantea la implantación de políticas pú-
blicas enfocadas a acabar el desabasto de medicamentos en
las instituciones de salud pública.

Es por ello que desde esta tribuna hago un llamado al Eje-
cutivo federal y a la secretaria de Salud a fin de se realicen
las acciones necesarias a fin de garantizar este derecho a
los habitantes de Nayarit.

Derivado de lo anterior, someto a consideración de esta ho-
norable soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente al Ejecutivo federal y a
la Secretaría de Salud, a fin de que realicen las acciones ne-
cesarias a efecto de que se garantice el abasto suficiente de
medicamentos, material de curación y quirúrgico en las
instituciones de salud pública del estado de Nayarit.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de noviembre de
2015.— Diputado Moisés Guerra Mota (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Salud, para dictamen.

AMPLÍE LA COBERTURA DE LA ESTRATEGIA DE
LA CRUZADA NACIONAL CONTRA EL HAMBRE

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a ampliar la cobertura de la Cruzada
Nacional contra el Hambre, a cargo del diputado Francisco
Escobedo Villegas, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado Francisco Escobedo Villegas, perte-
neciente a la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión e
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, con fundamento en lo establecido en la
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; así como en el artículo 79, nu-
meral 1, fracción, II; numeral 2, fracciones I, II y III del
Reglamento Interior de la Cámara de Diputados, someto a
la consideración de ésta soberanía el presente punto de
acuerdo, de conformidad con las siguientes:

Consideraciones

Con la visión del presidente Enrique Peña Nieto y debido
al contexto de la crisis económica mundial y la volatilidad
de los precios internacionales de los alimentos que inició
en 2007-2008, y el aumento de la pobreza en 2008-2010.
En ese entorno surge la Cruzada Nacional contra el Ham-
bre, que busca atender a la población con mayor desventa-
ja, con metas en el mediano y largo plazos. 

En enero de 2013, el gobierno de la República presentó la
Cruzada Nacional contra el Hambre, que tiene como obje-
tivo principal, garantizar la seguridad alimentaria y la nu-
trición de los 7.4 millones de mexicanos que en ese año vi-
vían en condición de pobreza extrema, y contribuir al
ejercicio pleno de su derecho a la alimentación. 

La focalización de la estrategia en esta población es una
respuesta de política pública del gobierno federal encabe-
zado por el presidente Enrique Peña Nieto, dadas sus con-
diciones de desventaja y mayor vulnerabilidad ante las
condiciones económicas en que se encuentra este sector.
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Conforme al decreto de creación de la cruzada los objeti-
vos centrales son los siguientes: a) Cero hambre a partir de
una alimentación y nutrición adecuadas de los mexicanos
en extrema pobreza y con carencia alimentaria severa; b)
Eliminar la desnutrición infantil aguda y mejorar los indi-
cadores de crecimiento de niños y niñas en la primera in-
fancia; c) Aumentar la producción y el ingreso de los cam-
pesinos y pequeños productores agrícolas; d) Minimizar
las pérdidas post-cosecha y de alimentos durante el alma-
cenamiento y transporte, así como en los comercios; e)
Promover la participación comunitaria.

Cabe destacar que al crear la Cruzada Nacional contra el
Hambre que involucra a 16 secretarías de estado, inicial-
mente en su primera etapa contemplaba 400 municipios del
país, y el año pasado fueron seleccionados e integrados en
una segunda etapa 612 municipios, en los cuales habita el
24.3 por ciento de la población objetivo. En su conjunto su-
man 1,012 municipios en los que habita el 76.0 por ciento
de la población en pobreza extrema del país.

Razón por la cual nos congratulamos con el presidente de
la República, consciente de que falta mucho por hacer, ha
incorporado a más municipios a este gran esfuerzo, recor-
demos que desde el inicio de su administración y ante el
panorama adverso que se avizoraba, decidió establecer es-
te ambicioso proyecto.

De igual forma en el Plan Nacional de Desarrollo Social
2013-2018 se estableció que el desarrollo social debe ser
prioridad de un México Incluyente, que propone enfocar la
acción del Estado a garantizar el ejercicio de los derechos
sociales y cerrar las brechas de desigualdad social. El ob-
jetivo es que el país se integre por una sociedad con equi-
dad, cohesión social e igualdad sustantiva.

La estrategia de la Cruzada Nacional contra el Hambre, co-
mo es sabido, ha sido exitosa, así lo señala el Coneval, los
resultados están a la vista dados a conocer el 17 de agosto
de 2015, muestran que la CNCH ha permitido mejorar
drásticamente la condición de vida de las personas en po-
breza extrema de alimentación, esto es, de los más pobres
entre los pobres.

En materia alimentaria, los resultados de Coneval indican
que 57.5 por ciento de las personas en condición de pobre-
za extrema alimentaria, han abatido la carencia de acceso a
la alimentación.

El porcentaje de personas con carencia alimentaria pasó de
100 por ciento a 42.5 por ciento.

El porcentaje de personas en rezago educativo descendió
de 32.7 por ciento a 26.6 por ciento.

El porcentaje de personas con carencia por acceso a los ser-
vicios de salud cayó de 32.9 por ciento a 9.2 por ciento.

El porcentaje de personas con carencia por acceso a la se-
guridad social disminuyó de 97.6 por ciento a 87 por cien-
to.

El porcentaje de personas con carencia por calidad y espa-
cios de la vivienda pasó de 56.7 por ciento a 38.4 por cien-
to.

El porcentaje de personas con carencia por acceso a los ser-
vicios básicos de la vivienda se redujo de 57 por ciento a
42.9 por ciento.

Por todo ello y con la visión de estado que el presidente ha
demostrado es bueno ampliar la cobertura de la Cruzada
Nacional contra el Hambre a nivel nacional y se apliquen
todos los programas que la integran, para el beneficio de
mayor población, por lo que, con fundamento en lo esta-
blecido en la fracción II del artículo 71 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como en el
artículo 79, numeral 1, fracción, II; numeral 2, fracciones
I, II y III del Reglamento Interior de la Cámara de Dipu-
tados, someto a la consideración de ésta soberanía el pre-
sente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente al titular del Ejecutivo
federal para que se amplíe la cobertura de la estrategia de
la cruzada nacional contra el hambre. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de noviembre de 2015.—
Diputado Francisco Escobedo Villegas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Desarrollo Social, para dic-
tamen.



CONTRATOS OTORGADOS POR PEMEX PARA LA
COMPRA DE ETANOL ANHIDRO A LA EMPRESA
ALCOHOLERA ZAPOPAN SA DE CV

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Profepa, la SFP y la PGR a investigar las denuncias pre-
sentadas por daño ambiental, conflicto de intereses, tráfico
de influencias y fraude ocurrido como resultado de los con-
tratos otorgados por Pemex para comprar etanol anhidro a
Alcoholera Zapopan, SA de CV, a cargo de la diputada Ma-
ría Chávez García, del Grupo Parlamentario de Morena

María Chávez García, en mi calidad de diputada federal de
la LXIII Legislatura, integrante del Grupo Parlamentario
Morena, con fundamento en lo dispuesto en la fracción I
del numeral 1 del artículo 6 y numeral 1, fracción II, del ar-
tículo 79 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración del pleno la presente proposición con
punto de acuerdo, bajo las siguientes

Consideraciones

Primera. El 9 de septiembre de 2014 el gobierno federal,
a través de la Secretaría de Energía, anuncio que en octu-
bre de ese año lanzaría la licitación para incorporar Etanol
Anhidro a la gasolina Magna RP de Petróleos Mexicanos
mediante una prueba piloto en terminales de almacena-
miento de San Luis Potosí, Tamaulipas y Veracruz con una
inversión de 829 millones de pesos y que se identificó la
caña de azúcar como el cultivo preferente para la produc-
ción de etanol, ya que la industria está en mejores condi-
ciones de generar excedente para el biocombustible.

Tras el lanzamiento de las convocatorias de licitaciones pa-
ra adquirir Etanol Anhidro para ser mezclado con una pro-
porción de 5.8 por ciento en gasolina Magna, el 19 de mar-
zo de 2015 Petróleos Mexicanos informo sobre los fallos
emitidos1 y que estos proceso que se llevará a cabo en las
terminales de almacenamiento y reparto ubicadas en Ciu-
dad Madero, Mante, San Luis Potosí, Ciudad Valles, Vera-
cruz, Pajaritos, Perote y Xalapa, en atención a la solicitud
de la Comisión Intersecretarial para el desarrollo de los
Bioenergéticos, en el marco del programa Sectorial de
Energía 2013-2018.

Los fallos de la licitación son los siguientes:

Perote: Alcoholera de Zapopan, SA de CV.

Xalapa: Soluciones de Ingeniería Naval, Marina y Te-
rrestre, SA de CV.

Veracruz: Destiladora del Papaloapan, SA de CV/Fabri-
cación de Alimentos Tenerife, SA de CV (propuesta
conjunta)

San Luis Potosí, Ciudad Valles y Ciudad Mante: Bioe-
nergéticos Mexicanos, SAPI de CV/Productores Bioe-
nergéticos Mexicanos, SAPI de CV (propuesta conjun-
ta)

Ciudad Madero: Desierta

Pajaritos: Desierta

Como resultado de esta licitación, Pemex adquirirá un
monto mínimo de 8 mil millones de pesos y un monto má-
ximo de hasta 11 mil 457 millones de pesos de Etanol An-
hidro producido en México, con origen de biomasa de 100
por ciento del campo mexicano, mediante contratos a 10
años de vigencia, lo que permitirá adquirir hasta 123 mi-
llones de litros al año. 

Segundo. Esta licitación esta empañada por las denuncias
sobre tráfico de influencias y conflicto de intereses en con-
tra del Salvador Romero Valencia, ya que durante su en-
cargo como servidor público, al mismo tiempo participo en
el proceso de licitación realizado por Petróleos Mexicanos
para la compra Etanol Anhidro, lo que a la postre resulto
que una empresa de su propiedad, Alcoholera de Zapopan,
SA de CV, resultara “ganadora” de la licitación con un con-
trato por cantidad de 1,200 millones de pesos. 

Hecho que por sí constituye un abierto conflicto de intere-
ses y tráfico de influencias, además que levanta fundadas
sospechas sobre el procedimiento de licitación y adjudica-
ción de los contratos de Pemex para adquirir etanol anhi-
dro. 

Tercero. Más aún, este fallo favorable para la empresa Al-
coholera de Zapopan, SA de CV, fue otorgado a pesar de
que existe una demanda penal en su contra, interpuesta
desde 8 de octubre de 2006, ante la delegación de la Pro-
curaduría General de la República en Veracruz, sin que a la
fecha exista ninguna persona que haya sido consignada por
los delitos de daño ambiental, la contaminación de los
mantos acuíferos y los que resulten.
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Con esto no solo se ha permitido que los autores materia-
les e intelectuales de estos delitos actúen con total impuni-
dad, sino que adicionalmente los habitantes de los munici-
pios del centro del estado, hayan visto afectados sus
cultivos, ganado y salud.

Representantes de los pobladores de las comunidades de
Atoyac, Carrillo Puerto, Cuitláhuac, Cotaxtla y Yanga han
expresado ante las autoridades ministeriales federales y re-
presentantes del gobierno del Estado de Veracruz, que la
empresa denominada Alcoholera Zapopan, SA de CV, ge-
nera alrededor de 70 pipas diarias de vinaza y la riegan en
los campos locales como fertilizante; las cantidades son ex-
cesivas, lo que provoca que las lluvias arrastren los resi-
duos al río Atoyac, cuyas aguas sirven para consumo do-
méstico, riego de cultivos y cría de animales a 150
comunidades.

Adicionalmente a las demandas interpuestas ante la Procu-
raduría General de la República los afectados han acudido
a realizar sendas denuncias tanto ante la Procuraduría Fe-
deral del Protección al Ambiente (PROFEPA) y como ante
la Comisión Nacional del Agua (CNA).

La alcoholera ha causado contaminación en los causes de
canales y ríos desde Potrero Nuevo hasta Medellín y Boca
del Río. Los quejosos describen que las aguas intoxicadas
se pintaron de rojo oscuro, están olorosas, llenas de gusa-
nos y de zancudos. Los peces flotaron muertos; se acaba-
ron las mojarras, truchas, juiles, huevinas, langostinos, ca-
marones y el agua se llenó de sanguijuelas.

Además, las aguas contaminadas mataron las mojarras
criadas en estanques. Perras, cerdas, borregas y vacas mal-
parieron sus crías. Hubo muertes de “toches”, como llaman
a los armadillos en la región, gallinas, patos, guajolotes,
vacas, cerdos, burros y perjudicó cultivos de frijol, tomate,
chile, maíz, ajonjolí y limón.

Los afectados explican que el agua de los ríos se volvió in-
útil para bañarse y lavar ropa, obligándolos a buscar agua
en manantiales, para algunas comunidades quedan retira-
dos. Los que se bañaron con el agua de los causes les sa-
lieron ronchas y granos en la piel, a algunos se les cayeron
uñas de los pies. Agregan que donde no hay agua potable,
las madres tienen que bañar a sus bebés con agua de garra-
fón, un lujo en esos poblados.

Los habitantes de los municipios afectados por Alcoholera
Zapopan en Veracruz, acusan al ex Diputado Federal de

tráfico de influencias por utilizar sus relaciones políticas
para que las autoridades no atiendan sus denuncias y obli-
guen a la empresa a cesar sus actividades contaminantes, y
ahora también, para obtener contratos millonarios por el
uso de información privilegiada.

La situación es tal que el Tribunal Permanente de los Pue-
blos, Capítulo México, ha intervenido desde octubre de
2013 a favor de los habitantes y ha hecho suya la demanda
de los ejidatarios veracruzanos afectados por la Alcoholera
Zapopan y ha emitido un documento denominado “Devas-
tación Ambiental y Defensa Integral de la Cuenca del Río
Atoyac en Veracruz”2 mediante un extenso documento. 

En él se señala que “el origen la contaminación que ha ge-
nerado Alcoholera Zapopan en Veracruz tiene que ver con
el derrame a los cuerpos de agua de la vinaza, subproduc-
to residual altamente contaminante que se produce en los
procesos que realiza Alcoholera Zapopan en la zona”.

De acuerdo con los campesinos afectados, el diputado y di-
rector general de la empresa solo ha dado largas al asunto
mientras continua la contaminación en los municipios de
Yanga, Cuitláhuac, Atoyac y Paso del Toro. 

Asimismo, señalan que utiliza para su beneficio personal el
Programa Veracruzano de Bioenergéticos y Energía de la
Secretaría de Desarrollo Agropecuario; rural y Pesca (Se-
darpa) del gobierno del estado de Veracruz.

Cuarto. Este contrato multimillonario por más de 1,200
millones de pesos a favor de la empresa Alcoholera de Za-
popan, SA de CV, para producir Etanol Anhidro debe ver-
se en el contexto que a partir de 2017, en algunas plantas
del país se mezclará Etano y gasolina para su venta al pú-
blico, gracias a un contrato ya firmado por Petróleos Me-
xicanos.

Este contrato de Pemex fue firmado con productores de
etanol de seis empresas, cuatro de ellas veracruzanas, lo
que permitirá que a partir del 1 de enero de 2017 se éste
mezclando el etanol con gasolinas en un 6 por ciento en su
volumen. Este contrato es para poder surtir de 200 millo-
nes de litros anuales por un lapso de 10 años, es decir por
un total de 2 mil millones de litros por una facturación
aproximada de más de 20 mil millones de pesos. 

Quinto. El conflicto de interés señala que se presenta
cuando el servidor público deba actuar en asunto en el que
tenga interés particular y directo en su regulación, gestión,
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control, o lo tuviere su cónyuge, compañero o compañera
o sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad,
segundo de afinidad o primero civil, o sus socios de hecho
o de derecho.

Por otra parte por tráfico de influencias se entiende la prác-
tica ilegal, o al menos moralmente objetable, consistente en
utilizar la “influencia” personal en ámbitos de gobierno o
incluso empresariales, a través de conexiones con perso-
nas, y con el fin de obtener favores o tratamiento preferen-
cial. Estas conexiones con amistades o conocidos para te-
ner información, y con personas que ejerzan autoridad o
que tengan poder de decisión, y a menudo esto ocurre a
cambio de un pago en dinero o en especie, u otorgando al-
gún tipo de privilegio. La OCDE se ha referido al “tráfico
de influencias” para señalar actos ilegales de lobbying.3

En México el Código Penal Federal, en su libro segundo,
referido a los Delitos cometidos por Servidores Públicos,
en el capítulo IX se refiere al Tráfico de Influencia y en su
artículo 221 lo define: 

“Artículo 221.- Comete el delito de tráfico de influen-
cia:

I. El servidor público que por sí o por interpósita perso-
na promueva o gestione la tramitación o resolución ilí-
cita de negocios públicos ajenos a las responsabilidades
inherentes a su empleo, cargo o comisión, y

II. Cualquier persona que promueve la conducta ilícita
del servidor público o se preste a la promoción o gestión
a que hace referencia la fracción anterior.

III. El servidor público que por sí, o por interpósita
persona indebidamente, solicite o promueva cual-
quier resolución o la realización de cualquier acto
materia del empleo, cargo o comisión de otro servi-
dor público, que produzca beneficios económicos pa-
ra sí o para cualquiera de las personas a que hace re-
ferencia la primera fracción del artículo 220 de este
Código.

Al que cometa el delito de tráfico de influencia, se le im-
pondrán de dos años a seis años de prisión, multa de trein-
ta a trescientas veces el salario mínimo diario vigente en el
Distrito Federal en el momento de cometerse el delito y
destitución e inhabilitación de dos años a seis años para
desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.

Por los motivos antes expuestos, que se propone ante esta
soberanía el siguiente 

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la Procuraduría Federal de Protección
al Ambiente, a la Secretaria de la Función Pública y la Pro-
curaduría General de la República para que se investiguen
las denuncias presentadas por daño ambiental, conflicto de
intereses, tráfico de influencias, y fraude ocurrido como re-
sultado de los contratos otorgados por Petróleos Mexicanos
para la compra de Etanol Anhidro a la empresa Alcoholera
Zapopan, SA de CV. 

Notas:

1 Portal de Pemex. Pemex informa los resultados de la licitación para
la adquisición de etanol anhidro

https://www.google.com.mx/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&source=we
b&cd=1&cad=rja&uact=8&ved=0ahUKEwibsY32ka_JAhVILyYKH-
WutB8EQFggdMAA&url=http%3A%2F%2Fwww.pemex.com%2Fsa
ladeprensa%2Fboletines_nacionales%2FPaginas%2F2015-024-nacio-
nal.aspx&usg=AFQjCNFJcebxmxzpnyO8jfaWi_BTczm-cQ

2 Devastación Ambiental y Defensa Integral de la Cuenca del Río Ato-
yac en Veracruz, Tribunal Permanente de los Pueblos., Capítulo Méxi-
co. 26 y 27 de octubre de 2013. 

https://www.google.com.mx/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&source=we
b&cd=10&cad=rja&uact=8&ved=0ahUKEwixtezhrrHJAhVGcT4KH
XDqCAwQFghQMAk&url=http%3A%2F%2Fwww.tppmexico.org%
2Fwp-content%2Fuploads%2F2014%2F01%2FDictamen-final-Preau-
diencia-Devastaci%25C3%25B3n-ambiental-y-defensa-integral-de-la-
Cuenca-del-R%25C3%25ADo-Atoyac-en-Veracruz .pdf&usg= AFQj
CNF0b-cl4Fx5vk0wkxJ7ElhYMS5gbQ

3 Building a Cleaner World Economy. 

http://www.oecd.org/document/32/0,3343,en_2649_37443_42694048
_1_1_1_1,00.html

Palacio Legislativo de San Lázaro a 1o. de diciembre de 2015.— Dipu-
tada Federal María Chávez García (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Transparencia y Antico-
rrupción, para dictamen.
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OTORGUEN SEGURIDAD SOCIAL A LOS TRABAJA-
DORES BAJO EL RÉGIMEN DE CONFIANZA Y
HONORARIOS ASIMILADOS A SALARIOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los tres Poderes de la Unión a otorgar seguridad social a los
trabajadores del régimen de confianza y honorarios asimi-
lados a salarios, a cargo del diputado Gustavo Adolfo Cár-
denas Gutiérrez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano

El que suscribe, Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez, dipu-
tado a la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión e integrante del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 3, numeral 1, fracción XIX,
artículo 6, numeral 1, fracción I, y 79, numeral 2, fracción
II, del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la
consideración de esta asamblea el siguiente punto de acuer-
do al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En esta Cámara de Diputados, en legislaturas anteriores las
diputadas María del Carmen Martínez Santillán y Alicia
Concepción Ricalde Magaña, han expresado la necesidad
de que conceptualicemos la importancia de hacer efectivos
los derechos que en materia de seguridad tienen los traba-
jadores de confianza y honorarios que laboran en los tres
Poderes de México, sin resultados, sin estar del lado de los
empleados del sector público.

Al pasar de los años, la realidad en nuestro país no ha cam-
biado, sigue igual, y se han acrecentado las violaciones a
los derechos laborales de estos servidores públicos.

Por ejemplo, hoy en día más de 2 mil mexicanos laboran
como asesores en las tareas legislativas, que si bien en la
mayoría de los casos son actividades especializadas, son
esenciales para las actividades que nos encomendaron los
mexicanos; en los Poderes Ejecutivo y Judicial, muchos
más mexicanos entregan su esfuerzo y dedicación en el
cumplimiento de tareas igualmente importantes; todos y
cada uno de ellos contratados bajo esquemas de honorarios
asimilables a salarios.

Según datos duros para el Ejercicio Fiscal de 2016 se ero-
garán sueldos por 130,213,441,680 pesos, de los cuales
14,087,143,482 pesos, 10.8 por ciento se destinarán a per-
sonal con regulación de asimilables a sueldos y salarios

que no gozarán de seguridad social con plena violación de
los derechos de esos trabajadores.

¿Por qué suceden las cosas así? La respuesta es muy senci-
lla: hemos perdido la observancia de la realidad imperante
de los servidores públicos, en consecuencia es difícil en-
tender la realidad de aquéllos que desean sacar a sus fami-
lias adelante o que por su edad aceptan condiciones que
nos les benefician en términos laborales.

Nosotros lo vivimos día a día, y no queremos ver la gran
paradoja siguiente: la Cámara de Diputados es uno de los
tres Poderes de la Unión con mayor representación popu-
lar; pero es, también, una de los grandes beneficiarios de la
nueva Ley Federal del Trabajo, que se libera de la obliga-
ción de otorgar seguridad social, antigüedad y certeza
laboral a los subcontratados.

Para contextualizar lo expresado me gustaría señalar que
un contrato de honorarios se caracteriza porque el profe-
sional o técnico desarrolla su actividad en forma absoluta-
mente independiente, presta sus servicios a título de aseso-
ría, consulta por un trabajo, obra, estudio, proyecto o
función determinada, no recibe órdenes ni instrucciones
con motivo de su trabajo, no está obligado a asistir regu-
larmente al centro de trabajo ni al cumplimiento de un ho-
rario fijo de trabajo, trabaja por su cuenta y la asistencia al
centro de trabajo es esporádico, irregular y discontinuo.

No obstante, en México los servidores públicos que labo-
ran bajo esquemas de honorarios asimilados se distinguen
por la obligación de asistencia, cumplimiento de horario,
subordinación a las órdenes y directivas del empleador,
prestación de servicios en forma continua y permanente,
sometimiento a control, vigilancia y fiscalización de las ac-
tividades realizadas, requieren de autorización para salir
del trabajo, se encuentran a disposición del empleador y
tienen exclusividad de sus servicios.

En consecuencia, toda prestación de servicios que revista
alguna de estas características dará lugar a un contrato de
trabajo. Lo cual no sucede.

Lo anterior lo remarcan las tesis de jurisprudencia, que me
gustaría citar:

Trabajadores al servicio del estado. El vínculo labo-
ral se demuestra cuando los servicios prestados reú-
nen las características propias de una relación de
trabajo, aunque se haya firmado un contrato de
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prestación de servicios profesionales. De la tesis de
jurisprudencia 2a./J. 76/98, publicada en el Semanario
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época,
Tomo VIII, octubre de 1998, página 568, con el rubro:
“Trabajadores al servicio del estado. si demuestran que
han venido prestando servicios a la dependencia estatal
por designación verbal del titular, tienen acción para de-
mandar la expedición del nombramiento o su inclusión
en las listas de raya y, en su caso, todas las demás ac-
ciones consecuentes.”, así como de la ejecutoria dictada
en la contradicción de tesis 96/95 de la que derivó, se
advierte que aun cuando no se exhiba el nombramiento
relativo o se demuestre la inclusión en las listas de raya,
la existencia del vínculo laboral entre una dependencia
estatal y la persona que le prestó servicios se da cuando
se acredita que los servicios prestados reúnen las carac-
terísticas propias de una relación laboral. En ese senti-
do, si se acredita lo anterior, así como que en la presta-
ción del servicio existió continuidad y que el trabajador
prestó sus servicios en el lugar y conforme al horario
que se le asignó, a cambio de una remuneración econó-
mica, se concluye que existe el vínculo de trabajo, sin
que sea obstáculo que la prestación de servicios se haya
originado con motivo de la firma de un contrato de pres-
tación de servicios profesionales, pues no es la denomi-
nación de ese contrato lo que determina la naturaleza de
los servicios prestados al Estado, de tal suerte que si és-
tos reúnen las características propias del vínculo laboral
entre el Estado y sus trabajadores, éste debe tenerse por
acreditado. 

Contradicción de tesis 168/2004-SS. Entre las sustenta-
das por los Tribunales Colegiados Segundo y Sexto, am-
bos en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 14 de fe-
brero de 2005. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador
Aguirre Anguiano. Secretaria: María Estela Ferrer Mac-
Gregor Poisot. 

Tesis de jurisprudencia 20/2005. Aprobada por la Se-
gunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del
dieciocho de febrero de dos mil cinco.

Novena Época. Registro: 174925. Instancia: Tribunales
Colegiados de Circuito. Jurisprudencia. Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación y su Gaceta. XXIII, Ju-
nio de 2006. Materia(s): Laboral. Tesis: I.1o.T. J/52. Pá-
gina: 1017

Contrato de prestación de servicios. Los recibos de
honorarios no son suficientes para acreditar una re-

lación de esa naturaleza. Si ante el despido alegado
por el trabajador, la parte patronal niega la existencia del
vínculo laboral, afirmando que se trata de un contrato de
prestación de servicios, no resulta suficiente el hecho de
que para demostrarlo exhiba los recibos de honorarios
suscritos por los demandantes, porque no desvirtúan la
naturaleza laboral de la relación, toda vez que de acuer-
do con lo establecido en el artículo 82 de la Ley Federal
del Trabajo, salario es la retribución que debe pagar el
patrón al trabajador por su trabajo, aunque se le deno-
mine de manera distinta; considerando que lo que de-
termina la existencia de un contrato de prestación de
servicios son sus elementos subjetivos y objetivos,
como el que la persona prestataria del servicio sea
profesionista, que el servicio lo preste con sus propios
medios y se determine expresamente, contando con li-
bertad para realizarlo tanto en su aspecto de tempo-
ralidad como en el aspecto profesional propiamente
dicho; elementos que si no son debidamente probados
en autos, debe estimarse que se trata de un contrato
de trabajo para todas sus consecuencias legales.

Primer Tribunal Colegiado en materia de trabajo del pri-
mer circuito.

Amparo directo 10521/99. Radio Red, S.A. de C.V. 20
de mayo de 1999. Unanimidad de votos. Ponente: Ri-
cardo Rivas Pérez. Secretaria: Ana Paola Surdez López.

Amparo directo 1381/2001. Banca Serfín, S.A., Institu-
ción de Banca Múltiple, Grupo Financiero Serfín. 3 de
mayo de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge
Rafael Olivera Toro y Alonso. Secretaria: Rebeca Patri-
cia Ortiz Alfie.

Amparo directo 1701/2004. Eli Solórzano García. 12 de
febrero de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge
Rafael Olivera Toro y Alonso. Secretaria: Miryam Ná-
jera Domínguez.

Amparo directo 20181/2004. Q Net, S.A. de C.V. 8 de
noviembre de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Jor-
ge Rafael Olivera Toro y Alonso. Secretaria: Rebeca Pa-
tricia Ortiz Alfie.

Amparo directo 19841/2005. Sistema para el Desarrollo
Integral de la Familia del Distrito Federal. 10 de no-
viembre de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge
Rafael Olivera Toro y Alonso. Secretaria: Miryam Ná-
jera Domínguez.
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Novena Época. Registro: 172688. Instancia: Tribunales
Colegiados de Circuito. Jurisprudencia. Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación y su Gaceta. XXV, Abril
de 2007. Materia(s): Laboral. Tesis: I.9o.T. J/51. Pági-
na: 1524

Relación de trabajo. Un contrato de prestación de
servicios profesionales por sí solo es insuficiente pa-
ra acreditar el verdadero vínculo existente, si obran
en el juicio otras pruebas de las que se desprendan
los elementos de subordinación y dependencia eco-
nómica para resolver lo conducente. Si el demandado
se excepciona en el sentido de que la relación que exis-
tió con el actor fue de prestación de servicios profesio-
nales y ofrece al juicio un contrato en el que se especi-
fica ese hecho, en donde se señala que el vínculo se rige
por las disposiciones del Código Civil para el Distrito
Federal; este instrumento por sí solo no demuestra que
la relación haya sido de tal naturaleza, puesto que el re-
ferido documento debe estudiarse conjuntamente con el
resto del material probatorio para resolver lo conducen-
te; de ahí que si en el juicio se acreditan los elementos
de subordinación, como es el caso en que al presta-
dor del servicio se le ordena dónde y cómo debe rea-
lizar su trabajo, se le proporcionan los medios para
el desempeño de su labor, que son propiedad de la
empresa, se le expiden credenciales que lo identifican
como su empleado y se le asigna una compensación
económica, que aun cuando se le denomine honorarios,
por así haberse consignado en el convenio, pero que en
verdad se trata de la retribución que se le pagaba por su
trabajo; por consiguiente, si se justifican estos extremos
se debe concluir que la relación real que existió entre las
partes fue de trabajo y no de índole civil.

Noveno Tribunal Colegiado en materia de trabajo del
primer circuito.

Amparo directo 1349/96. Ferrocarriles Nacionales de
México. 15 de febrero de 1996. Unanimidad de votos.
Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: Héctor
Landa Razo.

Amparo directo 19/2003. Hospital General Doctor Ma-
nuel Gea González. 29 de enero de 2003. Unanimidad
de votos. Ponente: Emilio González Santander. Secreta-
rio: José Roberto Córdova Becerril.

Amparo directo 949/2003. Esperanza del Rayo Coello
García. 12 de marzo de 2003. Unanimidad de votos. Po-

nente: Federico Jorge Martínez Franco. Secretario: Mi-
guel Ángel Rivas León.

Amparo directo 159/2006. Secretaría de Hacienda y
Crédito Público. 25 de enero de 2006. Unanimidad de
votos. Ponente: Ricardo Rivas Pérez. Secretaria: Ma.
Guadalupe Hernández Jiménez.

Amparo directo 7419/2006. Ferrocarriles Nacionales de
México y otra. 12 de septiembre de 2006. Unanimidad
de votos. Ponente: Ricardo Rivas Pérez. Secretario:
Juan Miguel de Jesús Bautista Vázquez.

Novena Época. Registro: 172794. Instancia: Tribunales
Colegiados de Circuito. Jurisprudencia. Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación y su Gaceta. XXV, Abril
de 2007. Materia(s): Laboral. Tesis: I.7o.T. J/25. Página:
1396.

Si analizamos a detalle lo expuesto, nos daremos cuenta
que mujeres y hombres al servicio de los tres Poderes de
gobierno en México también tienen derechos iguales a
aquellos trabajadores reconocidos por las leyes, todos son
empleados y deberían gozar de un contrato de trabajo.

En pasados días, el Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, al cual con orgullo pertenezco, expusimos la
necesidad de eliminar el seguro de gastos médicos mayo-
res a los servidores públicos de los tres niveles de gobier-
no, rubro que representa un gasto de poco más de dos mil
millones de pesos.

Con claridad expresamos que 21.8 millones de mexicanos
no tienen acceso a la salud, por lo que contratar seguros
médicos lujosos va en contra de la austeridad y racionali-
dad que presupone el gasto público.

Es claro que al suprimir el pago de la póliza de este servi-
cio privado, se podría reinvertir en generar condicionales
laborales justas para los trabajadores al servicio del estado
en las condiciones antes expuestas.

Es tiempo compañeros, diputadas y diputados, de dar ejem-
plo del respeto a las garantías individuales que nuestra Car-
ta Magna reconoce en materia de seguridad social a todos
los mexicanos–servidores públicos que se encuentran labo-
rando en este régimen de asimilados a sueldos.

Por ello, es tiempo de no más dobles discursos al tratar de
establecer la universalización de la salud en los textos nor-
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mativos, pero en los hechos, de violar las propias leyes que
se han expedido para tales fines.

En virtud de lo aquí expuesto, pongo a consideración de es-
ta honorable asamblea la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a los tres Poderes de gobierno en Méxi-
co a otorgar seguridad social a los trabajadores bajo el ré-
gimen de confianza y honorarios asimilados a sueldos que
prestan sus servicios profesionales.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de noviembre de 2015.—
Diputado Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para dicta-
men.

INCREMENTE LAS ACCIONES DE DIFUSIÓN DE
CULTURA VIAL, A CICLISTAS, PEATONES Y
CONDUCTORES DE VEHÍCULOS AUTOMOTORES

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al jefe del gobierno del DF a incrementar las acciones de
difusión de cultura vial entre ciclistas, peatones y automo-
vilistas, a cargo de la diputada Carmen Salinas Lozano, del
Grupo Parlamentario del PRI

Carmen Salinas Lozano, diputada integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional en
la LXIII Legislatura, con fundamento en los artículos 6,
numeral 1, fracción I, 62 numeral 3, 79, numeral 1, frac-
ción II, y numeral 2, fracción I, IV y demás relativos del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la consi-
deración de esta honorable asamblea la proposición con
punto de acuerdo por el que se exhorta al jefe del gobierno
del Distrito Federal, incremente las acciones de difusión de
cultura vial a ciclistas, peatones y conductores de vehícu-
los automotores para garantizar la movilidad y prevenir ac-
cidentes, con la siguiente

Exposición de Motivos

El 17 de noviembre una usuaria del sistema de transporte
Ecobici perdió la vida tras ser arrollada por un autobús del
servicio público mientras circulaba sobre Paseo de la Re-
forma, en la primera sección del Bosque de Chapultepec de

la delegación Miguel Hidalgo, autoridades se dieron a la
tarea de rastrear el paradero del responsable a través de las
cámaras de video vigilancia de la ciudad.

Con ella van tres usuarios de Ecobici que han perdido la vi-
da por accidente vehicular en lo que lleva el programa.

El 15 de noviembre de 2014 falleció un hombre de 34 años
de edad cuando cruzaba las calles de Lieja y avenida Cha-
pultepec y un autobús de transporte público lo arrolló.

Dos meses después, el 17 de enero del mismo año, otro ci-
clista falleció al ser arrollado por un tráiler que transporta-
ba escaleras eléctricas en la colonia Polanco, delegación
Miguel Hidalgo.

La falta de cultura vial y de una infraestructura adecuada,
son las principales razones de los accidentes de ciclistas.

El incremento del uso de la bicicleta en la ciudad complica
la convivencia con los conductores de vehículos automoto-
res, al no haber respeto de ambas partes. Por ello, es im-
portante que las autoridades trabajen para garantizar la mo-
vilidad.

Ante esta situación, es que se debe trabajar para combatir
los accidentes.

De acuerdo al último reporte de accidentes viales del Con-
sejo Nacional para la Prevención de Accidentes pertene-
ciente a la Secretaría de Salud federal, presentado en 2013,
las entidades con mayor índice de percances donde estuvo
involucrado un ciclista son Nuevo León, Chihuahua, Gua-
najuato y el Distrito Federal. Cabe señalar que la presente
proposición con punto de acuerdo no sólo se limita a los
usuarios de Ecobici, sino también a todo aquel ciudadano
que opte por usar una bicicleta como medio de transporte
en nuestra ciudad.

Según este reporte, en el Distrito Federal la tasa de morta-
lidad ha ido en aumento, sobre todo en lo que va de 2015,
pues de acuerdo a datos de organizaciones civiles en los úl-
timos tres años se habían registrado entre tres y cuatro
muertes anuales, pero en lo que va de 2015 siete ciclistas
incluyendo a usuarios de Ecobici, han perdido la vida en
calles de la Ciudad de México.

Esta situación ha prendido los focos de alerta en varias or-
ganizaciones y organismos dedicados a promover el uso de
la bicicleta como medio de transporte.
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Por ello, es necesario impulsar una campaña con mayor di-
fusión del Manual del Ciclista Urbano de la Ciudad de
México, con lo que se busque no sólo promover mayores
medidas de seguridad, sino una cultura vial que permita a
conductores, ciclistas y peatones convivir, que realmente
sea una herramienta fundamental que permita adquirir las
habilidades y conciencia necesarias para circular de forma
segura, rápida y eficientemente por la ciudad.

Concientizar a los conductores del transporte público y pri-
vado en conjunto con los peatones y ciclistas para reducir
la tasa de accidentes que ha ido en incremento en la ciudad.
Aunado a lo anterior hace falta crear un censo de bicicletas
y ciclistas, lo que permitiría contar con estadísticas más
certeras.

Si bien es cierto que el mandatario capitalino, Miguel Án-
gel Mancera, ha manifestado que se cuidarán todos los de-
talles para garantizar la seguridad de quienes se trasladan
en bicicleta ante el próximo ingreso de la L7 del Metrobús
sobre Reforma, la presente proposición pretende contribuir
paralelamente a la toma de acciones para enriquecer la cul-
tura de movilidad.

El ciclismo urbano en la capital del país tiene posibilidades
importantes para crecer. Además de la condición geográfi-
ca y climática de la ciudad, la gran red de transporte públi-
co ya existente está permitiendo el cambio de hábitos. Si la
política pública en torno del espacio y la movilidad en la
ciudad logra consolidar a la bicicleta como el articulador
entre la movilidad motorizada y la no motorizada, en pocos
años el Distrito Federal podría ser ejemplo mundial de mo-
vilidad limpia y segura.

Por anteriormente lo expuesto, presento a esta honorable
asamblea la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta al jefe del gobier-
no del Distrito Federal, incremente las acciones de difusión
de cultura vial a ciclistas, peatones y conductores de vehí-
culos automotores para garantizar la movilidad y prevenir
accidentes.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de noviembre de 2015.—
Diputada Carmen Salinas Lozano (rúbrica).»

Se remite a la Comisión del Distrito Federal, para dic-
tamen.

INTEGRAR NUEVAS LÍNEAS DE INVESTIGACIÓN,
CON LA ASESORÍA DEL GRUPO INTERDISCIPLI-
NARIO DE EXPERTOS INDEPENDIENTES ENVIADO
POR LA CIDH

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Segob a reunirse con los padres de familia y los repre-
sentantes legales de los 43 estudiantes de la normal rural
Raúl Isidro Burgos, de Ayotzinapa, para integrar nuevas lí-
neas de investigación, con la asesoría del grupo interdisci-
plinario de expertos independientes enviado por la CIDH,
suscrita por integrantes del Grupo Parlamentario de More-
na

Juan Romero Tenorio, Araceli Damián González, Roberto
Guzmán Jacobo, en nuestra calidad de diputados a la LXIII
Legislatura, integrantes del Grupo Parlamentario de More-
na, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 42 de la
Ley Orgánica del Congreso General y la fracción I del nu-
meral 1 del artículo 6 y numeral 1, fracción II, del artículo
79, del Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a
consideración del pleno la presente proposición con punto
de acuerdo bajo las siguientes

Consideraciones

Primera. El 26 de noviembre de 2015 se cumplieron 14
meses de que estudiantes de la normal rural Raúl Isidro
Burgos de Ayotzinapa, Guerrero, fueran atacados en el mu-
nicipio de Iguala, y donde resultaron desparecidos 43 de
ellos sin que al momento se tenga pleno conocimiento de
su paradero.

Ese día al término de un marcha mitin que salió del Ángel
de la Independencia en la Ciudad de México, los padres de
familia de los 43 estudiantes de la normal rural Raúl Isidro
Burgos de Ayotzinapa, desaparecidos tras los ataques del
26 y 27 de septiembre de 2014, instalaron un plantón inde-
finido en las inmediaciones de la residencia oficial de Los
Pinos como forma de presión al gobierno federal para re-
activar la búsqueda con vida de los 43 jóvenes.

Los padres de familia exigen una reunión con el titular de
la Secretaría de Gobernación, Miguel Ángel Osorio
Chong, y la procuradora general de la República, Arely
Gómez, a fin de presentarles sus demandas, que incluyen la
petición de que el gobierno federal designe a la brevedad
un fiscal especial para el caso y el equipo técnico que esta-
rá al frente de las pesquisas del caso Iguala, bajo las nue-
vas líneas de investigación sugeridas con la asesoría del
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grupo interdisciplinario de expertos independientes envia-
do por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

Los familiares de los normalistas advirtieron que manten-
drán el plantón hasta que las autoridades den una respues-
ta satisfactoria a sus demandas.

Segunda. La reactivación de las pesquisas en torno al ca-
so, la realización de reuniones con los titulares de la Se-
cretaría de Gobernación y la Procuraduría General de la
República (PGR) y el nombramiento de un fiscal especial
para el caso son demandas completamente atendibles.

La petición pacífica de entrevistas por parte de los padres
de familia de los 43 estudiantes normalistas desparecidos,
con las más altas autoridades del país encargadas de su ca-
so, por instrucciones directas del presidente de la Repúbli-
ca, además de ser un derecho consagrado en nuestra Carta
Magna, es una demanda que al mismo tiempo plantea la
solución completamente atendible.

Las autoridades están obligadas legal, política y éticamen-
te no sólo a reunirse con los padres de familia de los jóve-
nes desparecidos sino además a dar cuentas a la sociedad
entera y a la opinión pública.

Las demandas planteadas por los familiares de las víctimas
y los anuncios de las autoridades ponen en perspectiva el
lamentable estatus de las investigaciones en torno al caso:

Las autoridades ministeriales deben hacerse cargo que a
más de un año y dos meses de los hechos no ha habido
avance real en las pesquisas; se desconoce el paradero de
los estudiantes y las autoridades han faltado a su deber de
procurar justicia y esclarecer los hechos.

Es inevitable vincular este estancamiento con la actitud
errática, tardía e indolente que adoptó desde un inicio el
Estado mexicano, y concretamente el gobierno federal.

A 14 meses de la desaparición de los normalistas, la per-
sistencia en las demandas de esclarecimiento y justicia es
sintomática del extravío que padecen las instituciones de
justicia en el país, por ello se deben redirigir los esfuerzos
institucionales hacia una acción que esclarezca lo sucedido
y haga justicia.

Tercera. Luego de tres días de instalado el “plantón inde-
finido” en Paseo de la Reforma, los padres de familia y sus
representantes serán por fin recibidos, el lunes 30 de no-

viembre de 2015, en una reunión con funcionarios federa-
les, encabezados por la procuradora general de la Repúbli-
ca, Arely Gómez, e integrantes del grupo interdisciplinario
de expertos independientes (GIEI) designado por la Comi-
sión Interamericana de Derechos Humanos a solicitud del
Estado mexicano.

Sin embargo la demanda de una reunión con el secretario
de Gobernación no se ha concretado y sólo existe un ofre-
cimiento para un posible encuentro con él el próximo vier-
nes 4 de diciembre de 2015.

En tanto, el encuentro pactado para el lunes 30 de noviem-
bre no implica el levantamiento del plantón que desde el
jueves 26 de noviembre de 2015 mantienen los padres de
familia en Paseo de la Reforma y la calzada Chivatito.

Este retraso no tiene fundamento alguno, ni legal ni políti-
camente ni mucho menos por razones de agenda, en un
México tan convulsionado donde la crispación social a me-
nudo lleva a la confrontación y al encono; la demanda le-
gal de diálogo no sólo es atendible sino necesaria.

Retrasar esta entrevista entre el secretario de Gobernación
y los padres de familia de los 43 estudiantes normalistas
desparecidos y sus representantes legales no sólo evidencia
la falta de voluntad política para atender el caso sino más
grave aún demuestra la falta de respuestas coherentes y
creíbles por parte del Estado mexicano.

Los resultados están a la vista: al día de hoy no se conoce
el paradero de los desaparecidos; se multiplica y acumula
el agravio contra las víctimas y sus familias, y se ha gene-
rado un sentir de desconfianza generalizada en las institu-
ciones que en sí mismo representa un obstáculo para el es-
clarecimiento pleno de los hechos.

Por tanto y con fundamento en lo expresado así como en
las disposiciones invocadas en el proemio, se propone co-
mo de urgente u obvia resolución el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al secretario de Gobernación a reunirse
de inmediato con los padres de familia y los representantes
legales de los 43 estudiantes de la normal rural Raíl Isidro
Burgos, de Ayotzinapa, desparecidos tras los ataques del 26
y 27 de septiembre de 2014 en Iguala, Guerrero, y entablen
conversaciones que incluyan la petición de que el gobierno
federal designe a la brevedad un fiscal especial y el equipo
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técnico que estará al frente de las pesquisas del Caso Igua-
la, bajo las nuevas líneas de investigación sugeridas con la
asesoría del grupo interdisciplinario de expertos indepen-
dientes enviado por la Comisión Interamericana de Dere-
chos Humanos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1o. de diciembre de 2015.—
Diputados: Juan Romero Tenorio, Araceli Damián González, Roberto
Guzmán Jacobo (rúbricas).»

Se turna a la Comisión Especial para continuar las in-
vestigaciones y dar seguimiento a los resultados del
GIEI, designado por la CIDH, relacionadas con los he-
chos ocurridos en Iguala, Guerrero, a alumnos de la es-
cuela normal rural de Ayotzinapa “Raúl Isidro Bur-
gos”, para su atención.

ÁREAS DE PROFESIONALIZACIÓN DE ESTUDIOS Y
LA REALIZACIÓN DE EVENTOS QUE APOYEN Y
CELEBREN EL DÍA MUNDIAL DE LA FILOSOFÍA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la SEP a adoptar medidas para cumplir el acuerdo secreta-
rial 656 y promover la educación filosófica en todas las
áreas de profesionalización de estudios y la realización de
actividades en torno al Día Mundial de la Filosofía, a car-
go de la diputada Marbella Toledo Ibarra, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano

Marbella Toledo Ibarra, integrante del Grupo Parlamenta-
rio de Movimiento Ciudadano de la LXIII Legislatura del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 6, numeral 1, fracción I; y 79, nu-
meral 1, fracción II, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, presento a esta soberanía la siguiente proposición
con punto de acuerdo al tenor de las siguientes

Consideraciones

En la Conferencia General de la UNESCO, en su trigésima
tercera reunión celebrada en París en el año 2005, fue pro-
clamado el Día Mundial de la Filosofía. A petición del Rei-
no de Marruecos, en el orden del día de la 171ª reunión del
Consejo Ejecutivo se incluyó un punto sobre la proclama-
ción de dicho día. En ese documento se presentó el estudio
de viabilidad sobre la proclamación de un día mundial de
la filosofía así como la decisión adoptada por el Consejo
Ejecutivo. Ante ello, el Día de la Filosofía en la UNESCO

se celebra todos los años cada tercer jueves del mes de no-
viembre, en la Sede y fuera de ella, en el marco del Pro-
grama Ordinario de la Organización. 

La proclamación de un Día Mundial de la Filosofía tam-
bién podría ejercer una influencia benéfica para la promo-
ción de la enseñanza de esta disciplina, ausente de los pro-
gramas de estudios de numerosos países y a la que, en
otros, se asigna un lugar vulnerable y delicado a la vez. Se
consideró unánimemente que la enseñanza de la filosofía
es una de las prioridades que la UNESCO debe concretar,
como demuestran entre otras cosas, las respuestas al cues-
tionario que se redactó para elaborar la estrategia intersec-
torial sobre la filosofía (Eje de acción II de la Estrategia). 

El Día Mundial de la Filosofía podría contribuir a que pau-
latinamente esta disciplina se introdujera en los planes de
estudio, para alentar un ejercicio reflexivo y crítico del
pensamiento y la razón. La celebración del Día Mundial de
la Filosofía haría que la UNESCO desempeñara su función
de catalizadora de ideas y de foro de encuentro y de refle-
xión, al tiempo que pondría de relieve el cometido de cues-
tionamiento y crítica de la disciplina filosófica, junto con
las demás ciencias humanas.

En los últimos años, han aparecido intentonas desde grupos
de poder en nuestro país a fin de eliminar curricularmente
materias relacionadas con la enseñanza filosófica, llevando
a la comunidad filosófica de México, con respaldo de la
comunidad internacional, a pronunciarse puntual y enérgi-
camente en contra.

Por ello el Observatorio Filosófico de México publicó una
misiva, que suscribe: “el 20 de noviembre de 2012 se pu-
blicó el Acuerdo 656 por el que se establecen las compe-
tencias que constituyen el marco curricular común del Sis-
tema Nacional de Bachillerato mediante el cual se
establece, en forma independiente, el área de humanidades
en el que se consideran las disciplinas de ética, lógica, es-
tética y filosofía como básicas y obligatorias. Sin embargo,
aún no se han modificado los planes y programas de estu-
dio en los sistemas (tanto dependientes directamente de la
SEP, los Estados o las Universidades) desde que en 2008 se
hicieron drásticos cambios ante la decisión de eliminar tan-
to al área como a las disciplinas.” Por tanto, la comunidad
de académicos coordinadores reunidos en torno al Obser-
vatorio Filosófico de México solicitan: “se informe a las
autoridades correspondientes de la necesidad de realizar
estos cambios en el sentido señalado en el mencionado
Acuerdo secretarial”. 
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Algunos ejemplos son los siguientes: la indebida sustitu-
ción de las disciplinas filosóficas por otras que tienen otros
nombres como los de “Construcción de la ciudadanía” o
“Formación humana” en el Colegio de Bachilleres o los de
“identidad y filosofía de vida” o “reflexión ética” que se
imparten en las preparatorias de Jalisco dependientes de la
Universidad de Guadalajara, cuyos contenidos son limita-
dos y atienden más a aspectos emocionales que a una re-
flexión filosófica. A ello se agrega, en el último caso, que
los programas no fueron realizados por profesionales de la
filosofía, hecho que nos parece muy grave. De igual mane-
ra, los cursos de filosofía deben ser incluidos en los siste-
mas de enseñanza media superior impartidos a distancia. 

Por su parte, en el Senado de la República se emitió una re-
conocida propuesta que exhortó a la Secretaría de Educa-
ción Pública a emitir una postura respecto al acuerdo to-
mado en el XXIII Congreso Mundial de Filosofía de
incorporar disciplinas filosóficas en la enseñanza primaria
y secundaria en las próximas estructuras curriculares, y a
considerar la incorporación de asignaturas filosóficas en
los diseños curriculares en la enseñanza primaria, en sus li-
bros de texto gratuito; en la enseñanza secundaria y en sus
programas de estudio, exhorto no escuchado.  

El Observatorio Filosófico de México reitera la proposi-
ción de que “se establezcan formalmente criterios para que
sea profesionales de filosofía los que preferentemente im-
partan los cursos de su especialidad”. El hecho de que los
cursos de filosofía se impartan por personas que no están
formadas en esas disciplinas ha tenido efectos nocivos y ha
constituido una grave distorsión de su enseñanza, por lo
que solicitan a la Subsecretaria de Educación Media Supe-
rior, y por su conducto, a todas las instituciones de ense-
ñanza media superior, para que se recurra a las instancias
de profesionales de filosofía para que sea a través de estas
instancias (asociaciones ampliamente reconocidas, escue-
las, facultades, departamentos e institutos) que se diseñen
los planes de estudios, materiales didácticos, formación y
actualización de profesores. 

Este tipo de materias son indispensables para la vida de
quienes habitamos este país, en especial, para aquellas per-
sonas que se encuentran en formación: nuestras niñas, ni-
ños y adolescentes. En un país en el que la violencia se ha
convertido en la forma de vida normal, y en donde nuestros
infantes aspiran a cometer delitos como forma de vida, es
imperativo que la educación básica retome materias como
Ética para la formación profunda de las nuevas generacio-
nes. Será imposible que recuperemos el carácter ético de

nuestro país, si no fortalecemos dicha formación en quie-
nes serán responsables en un futuro de tomar las riendas de
nuestro país y conducir nuestros futuros.

En el marco del próximo Día Mundial de la Filosofía a ce-
lebrarse el tercer jueves de noviembre del presente en todo
el mundo, convendría dar un paso en nuestro país para que
las partes involucradas en el anterior acuerdo presente en el
Diario Oficial de la Federacióni se comprometan a cumplir
con este impulso a las materias de contenido filosófico.
Asimismo, en este propósito educativo de alta calidad se
propone que la propia H. Cámara de Diputados acuerde lle-
var a cabo procesos legislativos respecto a la educación fi-
losófica en todas las academias de profesionalización de
estudios y eventos que apoyen y celebren el Día Mundial
de la Filosofía, con alguna manifestación cultural. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, y haciendo uso
de las facultades que me otorga el orden Constitucional y
legal vigente, me permito someter a la consideración de es-
ta soberanía, los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta al titular de la Secretaría de Educa-
ción Pública, licenciado Aurelio Nuño Mayer, a tomar las
medidas necesarias para el cumplimiento de los lineamien-
tos respecto al Acuerdo Secretarial 656, suscrito el 20 de
noviembre de 2012, por el secretario de Educación Públi-
ca, José Ángel Córdova Villalobos, mediante el cual se es-
tablece, en forma independiente, el área disciplinar de Hu-
manidades en la que se consideran las disciplinas de Ética,
Lógica, Estética y Filosofía como básicas y obligatorias en
la enseñanza. 

Segundo. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión acuerda llevar a cabo procesos legislativos
que impulsen y promuevan la educación filosófica en todas
las áreas de profesionalización de estudios; así como la re-
alización de eventos que apoyen y celebren el Día Mundial
de la Filosofía, mediante alguna manifestación cultural de
parte de esta Soberanía.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 1o. de diciembre de
2015.— Diputada Marbella Toledo Ibarra (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos, para dictamen.
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ELABORACIÓN Y EJECUCIÓN DE UNA ESTRATEGIA
DE NEGOCIACIÓN QUE TENGA COMO PRINCIPAL
PROPÓSITO MEJORAR EL PRECIO DE LOS MEDI-
CAMENTOS PSIQUIÁTRICOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el cual se solicita
a la Comisión Coordinadora para la Negociación de Pre-
cios de Medicamentos y Otros Insumos para la Salud que
elabore y ejecute una estrategia de negociación dirigida
principalmente a mejorar el precio de los fármacos psi-
quiátricos, a cargo del diputado Pablo Elizondo García, del
Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, legislador federal Pablo Elizondo García, del
grupo parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal integrante de la LXIII Legislatura de la Cámara de
Diputados, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
6, fracción I; 79, numeral 2, fracción II; y 113 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
de esta honorable asamblea el siguiente punto de acuerdo,
al tenor de las siguientes

Consideraciones

La importancia de la salud mental está reconocida desde
que la Organización Mundial de la Salud definió a la mis-
ma como un estado de completo bienestar físico, social, y
que no se constriñe a la ausencia de afecciones o enferme-
dades.  Dicho concepto, está íntimamente relacionado con
la promoción del bienestar, la prevención de trastornos
mentales, el tratamiento y  la rehabilitación de las personas
afectadas por dichas perturbaciones.

Nuestra Carta Magna da origen al derecho fundamental de
la salud, estableciendo en su Artículo 4 que:

“toda persona tiene derecho a la protección de la salud.
La Ley definirá las bases y modalidades para el acceso
a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de
la Federación y las entidades federativas en materia de
salubridad general, conforme a lo que dispone la frac-
ción XVI del artículo 73 de esta Constitución”. 

De esta manera, México se ajusta a los lineamientos de los
organismos internacionales como son la OMS y la Organi-
zación Panamericana de la Salud, así como a los principios
establecidos en convenios internacionales de derechos hu-
manos ratificados por nuestro país.

Por su parte, la Ley General de Salud contempla un Capi-
tulo VII relativo a la Salud Mental, dicho apartado estable-
ce en su artículo 72  que:

“la prevención y atención de los trastornos mentales y
del comportamiento es de carácter prioritario. Se basará
en el conocimiento de los factores que afectan la salud
mental, las causas de las alteraciones de la conducta, los
métodos de prevención y control multidisciplinario de
dichos trastornos, así como otros aspectos relacionados
con el diagnóstico, conservación y mejoramiento de la
salud mental” de igual manera dicho artículo en su ter-
cer párrafo señala que “la atención de los trastornos
mentales y del comportamiento deberá brindarse con un
enfoque comunitario, de reinserción psicosocial y con
estricto respeto a los derechos humanos de los usuarios
de estos servicios”.

Aunado a ello, el artículo 74 de la legislación en comento
estipula en su fracción I que:

“la atención de los trastornos mentales y del comporta-
miento comprende la atención de personas con trastor-
nos mentales y del comportamiento, la evaluación diag-
nóstica integral y tratamientos integrales, y la
rehabilitación psiquiátrica de enfermos mentales cróni-
cos, deficientes mentales, alcohólicos y personas que
usen habitualmente estupefacientes o substancias psico-
trópicas”.

Lo antes referido hace que nuestra legislación considere
extensivo el derecho a la salud mental, garantizándola a
través del disfrute de toda una gama de facilidades, bienes,
servicios y condiciones necesarios para alcanzar el más al-
to nivel posible de salud considerando una adecuada aten-
ción y tratamiento a los trastornos mentales.

Como se ha referido, una buena salud mental resulta tras-
cendente ya que favorece la calidad de vida de las perso-
nas, permite afrontar los eventos y obstáculos de la vida
cotidiana, así como, trabajar en diversos proyectos alcan-
zando metas importantes y funcionando de manera efecti-
va en la sociedad. 

En la actualidad se estima que alrededor de 450 millones
de personas en todo el mundo padecen alguna clase de en-
fermedad mental, neurológica o conductual que dificulta
gravemente su vida, pero solo una ínfima parte de dicho
sector recibe el tratamiento más elemental.
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En México se calcula que una de cada cuatro familias pa-
dece algún tipo de enfermedad mental, y según cifras de la
Organización Mundial de la Salud dos de cada diez adole-
centes tiene alguna alteración de este tipo.

De acuerdo a estudios realizados por el Instituto Nacional
de Psiquiatría Ramón de la Fuente estima que de los mexi-
canos afectados por determinados trastornos mentales el
7% padece depresión, 7% trastorno de pánico, 1.6%  tras-
torno bipolar, 1% esquizofrenia y un 1% Trastorno obsesi-
vo compulsivo.

Relativo al tratamiento farmacológico, este puede prolon-
garse por tiempo indefinido dependiendo la evolución o
mejora de cada paciente, sin embargo, al ser de alto costo
es difícil que los pacientes continúen medicándose, es de-
cir,  ante dicha problemática las personas que dependen de
determinados medicamentos para mejorar su salud mental
se ven en la necesidad de omitir las dosis indicadas, o bien,
suspenden abruptamente el tratamiento por el alto costo de
los mismos, lo cual deriva en un problema mayor ya que
pueden desarrollarse otros tipos de trastornos.

En esta tesitura, dada la importancia que genera la obten-
ción de medicamentos para mejorar el nivel de vida de per-
sonas que padecen algún tipo de trastorno mental, se pro-
pone solicitar a la Comisión Coordinadora para la
Negociación de Precios de Medicamentos y Otros insumos
para la Salud, para que en el marco de sus atribuciones ins-
trumente una estrategia de negociación que tenga como
principal propósito mejorar el precio de los medicamentos
psiquiátricos. Ello en virtud de que dicho órgano de con-
formidad con lo preceptuado en su artículo 1 de sus Reglas
de Operación se encuentra facultado para:

“llevar a cabo el proceso de negociación anual de pre-
cios de medicamentos y demás insumos para la salud
contenidos en el Cuadro Básico para el primer nivel de
atención médica y Catálogo de Insumos para el segun-
do y tercer nivel…”

En este sentido lo que se busca con el presente punto de
acuerdo es  cumplir con el derecho a la protección de la sa-
lud de los mexicanos, coadyuvando a garantizar la dispo-
nibilidad de medicamentos psiquiátricos para su debido su-
ministro en las instituciones públicas de salud, facilitando
así el acceso de los pacientes que padecen alguna enferme-
dad mental a dichos fármacos. 

Siempre se debe tener presente que los trastornos mentales
no se concentran en ningún grupo en particular. Antes bien,
son verdaderamente universales: afectan a personas de to-
das las regiones y todas las sociedades. Están presentes en
todas las etapas de la vida de hombres y mujeres; bajo es-
te contexto y en razón de la problemática a la que nos en-
frentamos resulta necesario implementar las estrategias ne-
cesarias a fin de garantizar una mayor disponibilidad de
medicamentos psiquiátricos a quienes lo necesitan. 

Por lo expuesto, someto a la consideración de esta sobera-
nía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión, solicita respetuosamente a la Comisión Coor-
dinadora para la Negociación de Precios de Medicamentos
y Otros insumos para la Salud, la elaboración y ejecución
de una estrategia de negociación que tenga como principal
propósito mejorar el precio de los medicamentos psiquiá-
tricos haciendo más accesible su adquisición  pública.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del Honorable Congreso de la Unión, a 1o. de diciembre de
2015.— Diputado Pablo Elizondo García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

COMUNIDAD MISMALOYA, LAS TIERRAS DISPU-
TADAS EN EL JUICIO DE RESTITUCIÓN Y SE GA-
RANTICE LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS 
INDIVIDUALES Y COLECTIVOS DE DICHA COMU-
NIDAD

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los Ejecutivos federal y de Jalisco a expropiar en favor de
Mismaloya las tierras disputadas en el juicio de restitución
y garantizar la protección de los derechos individuales y
colectivos de esa comunidad, a cargo del diputado Luis Er-
nesto Munguía González, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano

El suscrito, diputado Luis Ernesto Munguía González, del
Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano en la LXIII
Legislatura de la Cámara de Diputados; con fundamento en
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lo que dispone el inciso b), numeral 1, del artículo 34 de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos; así como la fracción II, numeral 1 y numeral 2
del artículo 79 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
me permito someter a la consideración de esta honorable
asamblea, la presente proposición con punto de acuerdo
para exhortar al Ejecutivo federal y al gobierno del estado
de Jalisco a expropiar en favor de la comunidad de Mis-
maloya, Jalisco, las tierras disputadas en el juicio de resti-
tución de tierras llevado entre Fernando Beltrán y Puga Na-
varro contra el ejido de Boca de Tomatlán y Mismaloya, y
se tomen todas las medidas necesarias para garantizar la
protección de los derechos individuales y colectivos de di-
cha comunidad, al tenor de las siguientes:

Consideraciones

En el año de 1937 se creó por decreto presidencial el ejido
de Boca de Tomatlán y Mismaloya para dotar de medios de
subsistencia a los vecinos de la localidad, expropiando tie-
rras que hasta entonces pertenecían a un hacendado de
aquella época. En aquel tiempo, como debiera ser ahora, se
ponderaron los intereses de la población y el bienestar pú-
blico por encima de intereses particulares. 

Al correr de los años la población fue creciendo, dedicada
principalmente a actividades agrícolas y debido a la belle-
za de sus playas, en 1963 se filmó ahí la película “La No-
che de la Iguana”, protagonizada por los famosos actores
Ava Gardner y Richard Burton, quien asistía acompañado
de su reciente pareja, Elizabeth Taylor. Esto marcó un bo-
om turístico que impulsó a Puerto Vallarta como un desti-
no turístico internacional y el desarrollo de la actividad tu-
rística en Mismaloya. 

No tardaron en manifestarse intereses personales intentan-
do apoderarse de ese paraíso, buscando por todos los me-
dios embaucar a los pobladores del Ejido de Mismaloya,
entre los que se presentó un terrateniente de los alrededo-
res intentando hacer una permuta por terrenos de muy dis-
tintas características. 

Eventualmente, comenzaron una serie de litigios dispután-
dose las tierras costeras del Ejido que se han venido arras-
trando hasta nuestros días, pretendiendo expulsar de sus
tierras a toda una comunidad de más de 800 habitantes cu-
ya vida ha estado ligada a esas tierras durante generaciones
desde su fundación. 

Luego de largos e intrincados litigios en los que se han se-
ñalado múltiples irregularidades y falsificación de planos y
documentos, finalmente ha sobrevenido una sentencia fir-
me del Tribunal Unitario Agrario del Distrito Trece en la
Ciudad de Guadalajara, Jalisco, en la que se ordena la ex-
pulsión de toda la comunidad de sus hogares, incluidas sus
escuelas primaria y secundaria; solicitando el auxilio de las
autoridades federales, estatales y municipales, autorizando
romper candados y cerraduras, el acceso a los domicilios,
a sustraer y trasladar los bienes de los pobladores, así co-
mo el uso de la fuerza pública.

Los habitantes de Mismaloya han vivido en la zozobra des-
de entonces, unidos, alertas y vigilantes para la protección
y supervivencia de su comunidad, su patrimonio y de su
forma de vida, con el temor de que en cualquier momento
podría aparecer la fuerza pública y echarlos de sus casas.
En resumen, se ha preparado el caldo de cultivo para una
previsible catástrofe humanitaria; y todo ello por la deci-
sión de sobreponer los intereses egoístas de un particular
sobre los de cientos de personas. 

Al causar estado la sentencia y ser la materia del litigio co-
sa juzgada, evidentemente los pobladores de Mismaloya no
tienen más medios legales de impugnación a los que recu-
rrir. En tal virtud, si se pretende salvaguardar el interés su-
perior de la comunidad y evitar un conflicto social de gran-
des proporciones que pudiera devenir en una lamentable
tragedia, es quizás la única salida razonable la expropia-
ción por causas de utilidad pública de las tierras disputa-
das, en favor del Ejido de Mismaloya.

Tanto el Ejecutivo Federal, de conformidad con la fracción
VIII, artículo primero de la Ley de Expropiación, la cual
establece que “se consideran causas de utilidad pública:”

… 

VIII. La equitativa distribución de la riqueza acaparada
o monopolizada con ventaja exclusiva de una o varias
personas y con perjuicio de la colectividad en gene-
ral…;

Así como el gobierno del estado de Jalisco, de confor-
midad con la fracción VII, artículo segundo de la res-
pectiva Ley de Expropiación del Estado, la cual estable-
ce que “hay utilidad pública en las expropiaciones de
bienes que se destinen a:”

…
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VII. La creación de reservas territoriales que satisfagan
las necesidades del suelo urbano para la fundación, con-
servación y crecimiento de los centros de población, así
como para la vivienda, su infraestructura y su equipa-
miento…;

Como se ve, ambos niveles de gobierno tienen las faculta-
des y por tanto la obligación de intervenir para resolver es-
te conflicto protegiendo el bien mayor que es la existencia
de la comunidad y tutelando su seguridad. 

Por todo lo expuesto, me permito someter a consideración
del pleno de esta Cámara de Diputados del Honorable Con-
greso de la Unión, con carácter de urgente y obvia resolu-
ción, la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al Ejecutivo federal y al gobierno del es-
tado de Jalisco para que en forma conjunta coadyuven e
impulsen, dentro de sus respectivas competencias, por cau-
sas de utilidad pública, un proceso de expropiación sobre
las tierras disputadas en el juicio de restitución de tierras
entre Fernando Beltrán y Puga Navarro contra el ejido de
Boca de Tomatlán y Mismaloya, expediente 417/1999, lle-
vado ante el Tribunal Unitario Agrario del Distrito Trece;
y, una vez satisfechas las formalidades que la ley de la ma-
teria exige, se expida el correspondiente decreto expropia-
torio en favor del bien superior de la comunidad de Mis-
maloya, en el municipio de Puerto Vallarta, Jalisco;
asimismo, se les exhorta a tomar todas las medidas necesa-
rias para proteger los derechos individuales, colectivos y la
seguridad de la población de dicha comunidad.  

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de noviembre de
2015.— Diputado Luis Ernesto Munguía González (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Reforma Agraria, para dic-
tamen.

EXAMINEN LAS NORMAS PENALES RELATIVAS 
A LA REPARACIÓN DEL DAÑO EN MATERIA DE
HOMICIDIOS Y, EN SU CASO, PROCEDAN A SU 
REFORMA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
las legislaturas locales y del DF a examinar las normas pe-
nales relativas a la reparación del daño en materia de ho-
micidios y, en su caso, reformarlas, a cargo de la diputada
Gloria Himelda Félix Niebla, del Grupo Parlamentario del
PRI

La que suscribe, licenciada Gloria Himelda Félix Niebla,
diputada de la Sexagésima Tercera Legislatura del Congre-
so de la Unión, integrante del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 79, numerales 1 y 2, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someto a consideración
de esta honorable asamblea la siguiente proposición con
punto de acuerdo al tenor de las siguientes

Consideraciones 

El homicidio, cualquiera que sea su tipología legal, causa
numerosos y profundos agravios. En principio, afecta a la
víctima, ya que la priva de su principal bien jurídico tute-
lado, que es la vida. 

Pero los daños trascienden a la víctima directa del homici-
dio e impactan negativamente en su familia y su entorno
social y comunitario.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
en su artículo 20, numeral A, fracción I, establece que “El
proceso penal tendrá por objeto el esclarecimiento de los
hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no
quede impune y que los daños causados por el delito se re-
paren”.

En el caso del homicidio, nuestra legislación señala que el
daño debe ser reparado de manera efectiva, mediante el re-
sarcimiento de los perjuicios ocasionados.

En general, los códigos penales de las entidades federativas
y del Distrito Federal reconocen los daños de tipo material
y moral y consignan las bases para su reparación.

Sin embargo, en la mayoría de los casos estas disposicio-
nes jurídicas no cumplen los principios de integralidad, efi-
cacia y proporcionalidad a la gravedad del daño causado.
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Por ejemplo, en lo que se refiere a la reparación del daño
material, la legislación penal de muchas entidades de la re-
pública establece el importe de dos meses de salario míni-
mo destinados a sufragar los gatos funerarios.

Evidentemente, esta forma de reparar el daño causado por
el delito de homicidio no se corresponde con la magnitud
del reto que representa para una familia la pérdida de su
principal soporte económico.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta asamblea la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados exhorta a las legislatu-
ras de las entidades federativas y a la Asamblea Legislati-
va del Distrito Federal, para que en ejercicio de su sobera-
nía y atribuciones examinen las normas penales relativas a
la reparación del daño en materia de homicidios y, en su ca-
so, procedan a su reforma, de acuerdo con los principios de
integralidad, equidad, eficacia y proporcionalidad a la gra-
vedad del daño causado y a la afectación sufrida.

Segundo. El objetivo de esta revisión, debe ser establecer
en la legislación de las entidades federativas y del Distrito
Federal, de manera clara e inequívoca, que en la caso del
delito de homicidio la reparación del daño material debe
ser pronta, expedita y suficiente para proveer a la subsis-
tencia digna y decorosa de los ofendidos y víctimas indi-
rectas del delito.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 26 de noviembre de 2015.— Dipu-
tada Gloria Himelda Félix Niebla (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

DIFUSIÓN DE INFORMACIÓN Y SENSIBILIZACIÓN
DEL PERSONAL A SU CARGO, PARA LA ATENCIÓN
MÉDICA Y EDUCATIVA CON LAS PERSONAS QUE
PADECEN VIH-SIDA, ASÍ COMO PARA MEJORAR
LAS ACCIONES PREVENTIVAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los titulares de la SEP, la Ssa, el Conapred, el IMSS y el
Censida a incrementar la coordinación y el impulso a la di-
fusión de información y sensibilización del personal a su

cargo para la atención médica y educativa con quienes pa-
decen VIH/sida, y mejorar las acciones preventivas, a car-
go de la diputada María Elena Orantes López, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano

La que suscribe, María Elena Orantes López, integrante de
la LXIII Legislatura en la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión, vicecoordinadora del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fundamento
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, fracción I, y 79, pá-
rrafos primero, fracción II, y segundo, del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración del pleno
de esta soberanía proposición con punto de acuerdo por el
que la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión exhorta de manera respetuosa a los titulares de las
Secretarías de Educación Pública, de Salud, del Consejo
Nacional para Prevenir la Discriminación, del Instituto
Mexicano del Seguro Social y del Centro Nacional para la
Prevención y el Control del VIH y el sida para incrementar
la coordinación y el impulso a la difusión de información y
sensibilización del personal a su cargo para la atención mé-
dica y educativa a personas con VIH-sida, así como para
desarrollar más y mejores acciones orientadas a prevenir el
contagio de esta enfermedad y continuar coadyuvando en
la disminución de casos, con base en las siguientes:

Consideraciones

Entre las metas del Sexto Objetivo de Desarrollo del Mile-
nio, asumidas por el Estado Mexicano ante la ONU, se bus-
ca: 1) Haber detenido y comenzar a disminuir la propaga-
ción del VIH-sida y 2) acceso universal al tratamiento del
VIH/sida de todas las personas que lo necesiten.1

En este sentido, el Estado Mexicano ha desarrollado es-
fuerzos muy importantes que se han reflejado en la dismi-
nución significativa de casos anuales de sida, desde los 8
mil 858 diagnósticos registrados en 1999 a los 3 mil 407
diagnósticos registrados hasta septiembre de 2015. Asimis-
mo, las notificaciones han disminuido de las 22 mil 24 su-
cedidas en 2004 a 4 mil 88 que se registraron al 30 de sep-
tiembre de este año.2

Este esfuerzo, ha implicado combatir resistencias cultura-
les importantes que han derivado en discriminación y ma-
los tratos que recaen como una carga adicional en las per-
sonas con dicho padecimiento. De hecho, como parte de
los esfuerzos por cambiar estas circunstancias, la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos, desde 1996, ha emiti-
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do 28 recomendaciones, relacionadas con los derechos de
personas con VIH-sida. De estas, tres han sido generales;
tres más en materia de protección de derechos de enfermos
en centros penitenciarios; dos por discriminación en cen-
tros educativos; cuatro en temas de salud y seguridad social
en las Fuerzas Armadas, y 16 en materia de atención médi-
ca y abastecimiento de medicamentos para las personas
con VIH-sida.3

No obstante estos esfuerzos, desde la perspectiva de la
ONU, “el grado de cumplimiento de las Metas del Milenio
refiere que se han alcanzado 59 indicadores, 15 tienen un
avance insuficiente y cuatro presentan estancamiento, uno
de los cuales es la contención del sida”. 

Adicionalmente, en 2013, la población de 20 a 49 años era
la más afectada por el VIH4 y, para 2015 “el porcentaje de
jóvenes entre 15 y 29 años que tienen la enfermedad es de
33.9”.5

En este sentido, si consideramos a la población que no ha
sido detectada; y que en promedio, el VIH tarda de 8 a 11
años en evolucionar a sida,6 podremos adelantar posibili-
dades importantes de contagios. Ello, implica que de no ha-
cer nada, podría aumentar la población infectada.

Además, investigaciones realizadas en Canadá han encon-
trado correlaciones entre problemas neurológicos en ¼ de
la población sometida a tratamientos relacionados con
VIH-sida.7 Situación que nos podría alertar sobre áreas de
atención en el sector salud que aún no se han trabajado en
este ámbito.

Derivado de lo anterior, podemos apreciar que las áreas de
oportunidad están en la educación, en la atención médica,
en la prevención, en el cambio de cultura hacia esquemas
más amplios de tolerancia y respeto y en el conocimiento y
desarrollo científico. En este sentido, estos campos involu-
cran a las instancias que exhorta este punto de acuerdo.

Como diputada ciudadana, reconozco el camino andado
por nuestras instituciones pero también considero nuestra
responsabilidad hacer lo que podamos para fortalecer los
esfuerzos del Estado Mexicano. En este caso, llamando a
no bajar la guardia, a redoblar esfuerzos y atender los avan-
ces científicos sobre esta enfermedad y a revisar nuestras
áreas de oportunidad para mejorar nuestros servicios, nues-
tras actitudes y, en la medida de lo posible, la calidad de vi-
da de las personas con esta enfermedad.

Por todo lo anterior, presento ante esta honorable asamblea
las siguientes

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta de manera respetuosa a los titulares de
la Secretaría de Educación Pública, Salud, Consejo Nacio-
nal para Prevenir la Discriminación, Instituto Mexicano del
Seguro Social y Centro Nacional para la Prevención y el
Control del VIH y el sida para incrementar la coordinación
y el impulso a la difusión de información y sensibilización
del personal a su cargo para la atención médica y educati-
va a personas con VIH-sida, así como para desarrollar más
y mejores acciones orientadas a prevenir el contagio de es-
ta enfermedad y continuar coadyuvando en la disminución
de casos.

Notas:

1 ONU, Objetivos de desarrollo del milenio y más allá 2015, consulta-
dos el 25 de noviembre de 2015 en: http://www.un.org/es/millennium-
goals/aids.shtml 

2 Dirección General de Epidemiología, Vigilancia Epidemiológica de
casos de VIH/sida en México Registro Nacional de Casos de sida Ac-
tualización al 13 de noviembre de 2015, Consida. P. 3. Consultada el
25 de noviembre de 2015 en: http://www.censida.salud.gob.mx/des-
cargas/epidemiologia/RN_al_13nov_2015.pdf 

3 Información de la CNDH, consultada el 25 de noviembre de 2015 y
disponible en: http://www.cndh.org.mx/VIH_Pronunciamientos 

4 Censida, Servicios esenciales de calidad e intervenciones en VIH,
SSA, consultada el 25 de noviembre de 2015 y disponible en:
http://www.censida.salud.gob.mx/descargas/principal/Reunion_Con-
sulta_ONUsida_Brasil_abril2015_1.pdf 

5 Andrea Meraz, “México pierde lucha contra el sida, advierte la
ONU”, Excelsior, 4 de enero de 2015, disponible en: http://www.ex-
celsior.com.mx/nacional/2015/01/04/1000727

6 Información consultada el 25 de noviembre de 2015 en:
http://www.aids.org/2010/10/1-in-4-hiv-patients-have-neurological-
diseases-study/

http://www.aids.org/2011/01/stroke-risk-may-be-higher-in-hiv-pa-
tients/ 

7 Ídem
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 1o. de diciembre de
2015.— Diputada María Elena Orantes López (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Salud, para dictamen.

GARANTIZAR LA SEGURIDAD DE LOS USUARIOS
DEL SISTEMA ECOBICI Y DEMÁS CICLISTAS QUE
CIRCULAN POR LAS AVENIDAS Y CALLES DE LA
CIUDAD DE MÉXICO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al GDF a diseñar e implantar un programa integral de mo-
vilidad para las delegaciones políticas encaminado a ga-
rantizar la seguridad de los usuarios del sistema Ecobici y
demás ciclistas que circulan por la Ciudad de México, a
cargo de la diputada María Bárbara Botello Santibáñez, del
Grupo Parlamentario del PRI

La que suscribe, diputada federal María Bárbara Botello
Santibáñez, integrante del Grupo Parlamentario del PRI a
la LXIII Legislatura, con fundamento en los artículos 6,
numeral 1, fracción I, y el artículo 79 numeral 1, fracción
II y numeral 2, fracción I del Reglamento de la Cámara de
Diputados, me permito presentar a la consideración de es-
ta soberanía, proposición con punto de acuerdo por el que
se exhorta al gobierno del Distrito Federal para que diseñe
e implemente un programa integral de movilidad para las
16 delegaciones políticas del Distrito Federal, encaminado
a garantizar la seguridad de los usuarios del sistema Ecobi-
ci y demás ciclistas que circulan por las avenidas y calles
de la Ciudad de México, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La Ciudad de México considerada de entre las ciudades
más grande del mundo tiene una población aproximada de
20 millones 843 mil habitantes.1 Además, recibe diaria-
mente a 4 de cada 10 habitantes del estado de México quie-
nes vienen a la capital de país para estudiar o trabajar.2

De acuerdo a la revista Forbes, ocupa el segundo lugar en
el ranking de las ciudades con el peor nivel de tráfico en el
mundo, alcanzando un pico de congestionamiento vial de
93 por ciento durante las mañanas.3 Desde hace algunos
años enfrenta serios problemas de movilidad que dificultan

el trayecto y tiempos de recorrido para quienes salen de sus
casas en la mañana, tarde y noche.

Se calcula que se pierden a diario 3.3 millones de horas-
hombre ocasionado por el tráfico y el deficiente estado del
transporte público, lo cual equivale a 33 millones de pesos
anuales.4 El último ranking del Institute for Business Value
pone a la Ciudad de México en la cima de las ciudades con
mayor dificultad para transportarse.5

Por otra parte, el servicio del Sistema de Transporte Colec-
tivo se encuentra cada vez más saturado, pero sigue siendo
una alternativa de movilidad aún económica. Traslada
anualmente a más de mil 614 millones de usuarios.6

Ante esta situación en los últimos años las  autoridades de
la Ciudad de México han ido buscado alternativas de tras-
lado como el uso de la bicicleta. Para ello, el Gobierno de
la Ciudad de México implementó desde febrero de 2010 el
sistema de transporte individual Ecobici como un sistema
de bicicletas públicas de cuarta generación.

Este sistema cuenta actualmente con 444 cicloestaciones
con un área de cobertura de 32 kilómetros en 44 colonias
de las delegaciones Benito Juárez, Cuauhtémoc y Miguel
Hidalgo. Este proyecto del gobierno capitalino se ha ido
consolidando como un medio alternativo de movilidad en
la Ciudad, además de ser ecológico.7

De acuerdo a la Encuesta Ecobici 2014 el 80 por ciento de
los usuarios que utilizan como medio de traslado la bici-
cleta tiene entre 25 y 29 años, el 62 por ciento son hombres
y el 38 por ciento mujeres, el 53 por ciento tiene como gra-
do de estudios nivel de licenciatura y el 87 por ciento la
emplea para trasladarse al trabajo y el 87 por ciento com-
bina su traslado con otro modo de transporte.

Desgraciadamente en los últimos días se han registrado he-
chos lamentables donde el exceso de velocidad, la falta de
precaución y la transgresión al Reglamento de Tránsito por
parte de los conductores de los vehículos particulares o ca-
miones de pasajeros, han sido la causa de atropellamientos
y por ende, lesiones o la muerte de ciclistas en avenidas y
calles de la Ciudad.

El pasado 17 de noviembre, Montserrat Paredes de 21 años
de edad perdió la vida al ser atropellada por un autobús de
transporte público sobre Paseo de la Reforma. Asimismo,
Felipe Torres Muñoz de 62 años de edad, perdió la vida el
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19 de noviembre, tras ser golpeado por un tráiler en Izta-
calco y el 24 de noviembre otra ciclista de 27 años también
fue atropellada en la calle de Moras, en la colonia Del Va-
lle Sur, de la delegación Benito Juárez. Casos, por desgra-
cias, son muchos.

Organizaciones de ciclistas en el Distrito Federal señalan
que durante el 2015, al menos 105 ciclistas han sido atro-
pellados, de los cuales 29 perdieron la vida en el lugar de
los hechos.

De acuerdo con el Consejo Nacional para la Prevención de
Accidentes, diariamente tres personas fallecen en el Distri-
to Federal por accidentes de tránsito. Es por ello que resul-
ta urgente que el Gobierno del Distrito Federal diseñe e im-
plemente un Programa Integral de Movilidad que tenga
como finalidad mejorar y ampliar la infraestructura vial ci-
clista en las 16 demarcaciones.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta Asamblea, la siguiente proposición con:

Punto de Acuerdo 

Único. La Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión exhorta al gobierno del Distrito Federal para
que diseñe e implemente un Programa Integral de Movili-
dad para las 16 delegaciones políticas del Distrito Federal,
encaminado a garantizar la seguridad de los usuarios del
sistema Ecobici y demás ciclistas que circulan por las ave-
nidas y calles de la Ciudad de México.

Notas:

1 Organización de las Naciones Unidas. Informe “Perspectivas Mun-
diales de Urbanización”. Julio de 2014.

2 Instituto de Políticas para el Transporte y el Desarrollo.

3 http://www.forbes.com.mx/df-es-casi-la-ciudad-con-el-peor-trafico-
en-el-mundo/

4 http://diarioenbici.com/transito-genera-perdidas-en-df-por-3-3-mi-
llones-de-horashombre-cts/

5 “Encuesta del dolor del viajero”, Institute for Business Value.

6 www.metro.df.gob.mx/operación/cifrasoperacion.html

7 www.ecoboci.df.gob.mx

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1o. de diciembre de
2015.— Diputada María Bárbara Botello Santibáñez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión del Distrito Federal, para dicta-
men.

LEGISLAR EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, CON
RELACIÓN A LA LEY GENERAL DE TRANSPAREN-
CIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
las entidades federativas a legislar en materia de transpa-
rencia, respecto a la Ley General de Transparencia y Acce-
so a la Información Pública, a cargo del diputado Gustavo
Adolfo Cárdenas Gutiérrez, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano

El que suscribe, Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez, dipu-
tado a la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión e integrante del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 3, numeral 1, fracción XIX,
artículo 6, numeral 1, fracción I, y 79, numeral 2, fracción
II, del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la
consideración de esta asamblea el siguiente punto de acuer-
do al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

México y sus entidades federativas se han caracterizado
por su opacidad, falta de diálogo, impunidad y violaciones
a derechos humanos. En estas condiciones es difícil hablar
de una auténtica política de gobierno abierto en el país.

Hoy, a tan sólo 5 meses de vencer el plazo para que las 32
entidades federativas modifiquen sus leyes de transparen-
cia con relación a la Ley General de Transparencia y Acce-
so a la Información Pública, sólo 3 estados, Coahuila, Ja-
lisco y Querétaro han cumplido y es tiempo de exhortarlos
a que los que tienen un pendiente con la ciudadanía, cum-
plan.

En estos días las voces de la sociedad civil organizada fue-
ron contundentes: “Es evidente que los congresos locales
dejan para el final temas fundamentales que deben tratarse
con la mayor apertura y discusión pública. Aunque poco,
todavía hay tiempo”, expresión de Guillermo Noriega Es-
parza, coordinador del Colectivo por la Transparencia.
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Es tiempo que todos en México se comprometan y no se lo-
gren leyes con deficiencias o al vapor; ya es tiempo de su-
marnos todos a este tema fundamental en los procesos de
gobierno tanto a nivel local como nacional.

Es preciso puntualizar que el Colectivo por la Transparen-
cia lanzó una campaña denominada #ArmonizaTuLey, que
no es más que un llamado a nosotros las y los diputados lo-
cales de Guerrero y todo México a que respetemos los
tiempos legales y juntos trabajemos por armonizar nuestras
leyes con base en los estándares más garantistas e involu-
crar a la ciudadanía en este esfuerzo.

Reitero que en México es tiempo de trabajar en el recono-
cimiento del libre acceso a la información como derecho
humano que abarque tanto el solicitar, difundir, buscar y
recibir información.

En virtud de lo aquí expuesto, pongo a consideración de es-
ta honorable asamblea la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a las 29 entidades federativas que no han
modificado sus leyes de transparencia con relación a la Ley
General de Transparencia y Acceso a la Información Públi-
ca a que lo hagan para reconocer el libre acceso a la infor-
mación pública.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de noviembre de 2015.—
Diputado Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Transparencia y Antico-
rrupción, para dictamen.

ACUERDO TRANSPACÍFICO DE COOPERACIÓN
ECONÓMICA, SE REALICE CON APEGO A LA
DEFENSA, PROMOCIÓN Y RESPETO DE LOS 
DERECHOS HUMANOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal y el Senado de la República a efecto de
que el Acuerdo Transpacífico de Cooperación Económica
se realice con arreglo a la defensa, la promoción y el res-
peto de los derechos humanos, a cargo del diputado Jorge
Álvarez Maynez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano

El suscrito, diputado Jorge Álvarez Maynez, integrante del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la Cá-
mara de Diputados, con fundamento en lo dispuesto por los
artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79, numeral 2, fracción
IV del Reglamento de la Cámara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión presenta ante esta honorable
asamblea el siguiente punto de acuerdo al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

El pasado 5 de octubre 12 países del mundo –Australia,
Brunei, Canadá, Chile, Japón, Malasia, México, Nueva Ze-
landa, Perú, Singapur, Estados Unidos y Vietnam– conclu-
yeron, después de 5 años, las negociaciones que les permi-
tieron llegar al Acuerdo Transpacífico de Cooperación
Económica (mejor conocido como TPP, por sus siglas en
inglés).

El acuerdo de asociación transpacífico es el acuerdo co-
mercial regional más amplio de la historia por el tamaño de
las economías que lo integran. Las naciones que constitu-
yen el TPP representan 40 por ciento del producto interno
bruto (PIB) mundial y concentran 25 por ciento del comer-
cio internacional. El objetivo de este acuerdo es la elimi-
nación de barreras en áreas como las compras del sector
público, la fijación de estándares para derechos laborales,
propiedad intelectual y protección al ambiente.

La firma de México dentro de este acuerdo comercial pue-
de llegar a representar algunos beneficios para el país pero
trae consigo serios retos. Se han mencionado una serie de
cuestionamientos en el caso de las farmacéuticas y de de-
rechos digitales, sin embargo un debate que ha quedado au-
sente dentro de los acuerdos comerciales firmados previa-
mente por parte de México, incluso desde en el Tratado de
Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), es el li-
bre tránsito de personas.

La teoría liberal habla de liberalizar la economía en cuatro
dimensiones: bienes, servicios, capitales y libre tránsito de
personas. Tanto el TLCAN como el TPP, sólo se han cen-
trado en las tres primeras, y de manera acotada benefician-
do a grupos de interés, olvidándose de las miles de perso-
nas que atraviesan el continente americano.

La constante negativa, por parte de ciertos grupos de inte-
rés, de incluir en estos acuerdos la libre circulación de per-
sonas, ha propiciado el aumento del cruce ilegal en la fron-
tera entre México y Estados Unidos. La globalización no
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puede tener un doble discurso1, no puede exigir el libre
tránsito de capital, y excluir el libre tránsito de personas.

El libre tránsito de personas es un derecho humano reco-
nocido tanto a nivel internacional como en la Declaración
Universal de los Derechos Humanos, el artículo 13 que di-
ce:

1. Toda persona tiene derecho a circular libremente y a
elegir su residencia en el territorio de un estado.

2. Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país,
incluso del propio, y a regresar a su país2.

Así como por la Constitución de los Estados Unidos Mexi-
canos en su artículo 11:

“Toda persona tiene derecho para entrar en la República,
salir de ella, viajar por su territorio y mudar de residencia,
sin necesidad de carta de seguridad, pasaporte, salvocon-
ducto u otros requisitos semejantes. El ejercicio de este de-
recho estará subordinado a las facultades de la autoridad
judicial, en los casos de responsabilidad criminal o civil, y
a las de la autoridad administrativa, por lo que toca a las li-
mitaciones que impongan las leyes sobre emigración, in-
migración y salubridad general de la República, o sobre ex-
tranjeros perniciosos residentes en el país.

En caso de persecución, por motivos de orden político, to-
da persona tiene derecho de solicitar asilo; por causas de
carácter humanitario se recibirá refugio. La ley regulará
sus procedencias y excepciones”3

No obstante las libertades mencionadas en los referidos ar-
tículos, no incluyen ni amparan el derecho de cualquier
persona a entrar libremente en otro país que no sea el su-
yo4, pues impera una política migratoria severamente res-
trictiva; como bien apunta Miguel Carbonell, la universali-
zación de la libertad de tránsito y residencia se enfrenta a
discursos anticuados sobre la soberanía de los estados na-
cionales, mismos que esconden una profunda carga de ra-
cismo y de xenofobia5.

Sin embargo, el proceso de globalización en que estamos
inmersos no puede tener un doble discurso, no puede exi-
gir, como señala Marisol Méndez Cruz6, el libre tránsito
del capital y aceptar la entrada de migrantes, como mano
de obra barata, sólo cuando la necesitan; es imperante que
se respete el derecho a la libertad de circulación, por enci-
ma de la facultad de los estados en ejercicio de su sobera-

nía de imponer restricciones a la entrada de extranjeros, de-
recho que debe ser interpretado en un sentido amplio como
los diversos instrumentos internacionales lo contemplan,
tales como la Declaración Universal de Derecho Humanos,
el Pacto Internacional de Derecho Civiles y Políticos, la
Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hom-
bre, así como la Convención Americana sobre Derechos
Humanos.

Por tanto, se hace necesario que se establezca en tratados
internacionales una interpretación mucho más amplia del
derecho a la libertad de circulación de migrantes, a la luz
de un contexto de globalización, mismo que permitiría fre-
nar la violación sistemática de derechos humanos de mi-
grantes, consecuencia de políticas anti-migrantes, que
atentan contra la vida, la dignidad, la seguridad e integri-
dad de niños, niñas, mujeres y hombres inmigrantes.

Dentro del marco del TPP, en materia de tránsito de perso-
nas, sólo se contempla la movilidad de los individuos de
manera temporal en un ámbito de negocios y específica
que no se contemplarán medidas para personas que bus-
quen acceso al mercado laboral de los países involucrados
o medidas relacionadas con ciudadanía, nacionalidad, resi-
dencia o empleo en forma permanente7. Esto sólo es una
medida que acude a un tema muy específico que sólo be-
neficia a ciertos grupos de interés y que no atiende de ma-
nera integral el tema de libre circulación como derecho hu-
mano.

Es necesario, en un marco de integración y de cooperación
internacional, que el libre tránsito de personas sea exigido
por el Estado mexicano en los acuerdos de los que forme
parte, para permitir un flujo mayor de personas y que, por
ende, permitan el trabajo temporal8. “La migración en el
mundo contemporáneo es una de las vías más directas de
enriquecimiento cultural, social, laboral e incluso econó-
mico de los países”9. Que una enfermera de México o una
maestra o una doctora o una ingeniera pueda ofrecer sus
servicios en Canadá o Estados Unidos, en condiciones de
equidad. Eso sería liberalizar verdaderamente la economía.

Puntos de Acuerdo

Primero. El pleno de esta Cámara acuerda exhortar a los
integrantes del Senado de la República, para que en la dis-
cusión de la ratificación o, en su caso, de rechazo del
Acuerdo Transpacífico de Cooperación Económica, emitan
su voto en apego a la defensa, promoción y respeto de los
derechos humanos, específicamente en el caso del derecho
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al libre tránsito de personas contemplados tanto en acuer-
dos internacionales como en la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y que sólo se encuentra par-
cialmente contemplado en el Acuerdo Transpacífico de Co-
operación Económica.

Segundo. El pleno de esta Cámara acuerda exhortar al ti-
tular del Ejecutivo federal, para que para que emita la fir-
ma del Acuerdo Transpacífico de Cooperación Económica,
en apego a la defensa, promoción y respeto de los derechos
humanos, específicamente en el caso del derecho al libre
tránsito de personas contemplados tanto en acuerdos inter-
nacionales como en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y que sólo se encuentra parcialmente
contemplado en el Acuerdo Transpacífico de Cooperación
Económica.

Notas:

1. Méndez Cruz, Marisol, Derecho a la libertad de circulación, dere-

cho humano de los inmigrantes indocumentados en un mundo globali-

zado, consultado en: 

http://www.juridicas.unam.mx/sisjur/internac/pdf/10-482s.pdf 

2. Declaración Universal de los Derechos Humanos 

3. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

4. De Lucas, Javier, El derecho a la libre circulación. Sitio:
http://www.amnistiacatalunya.org/edu/2/ref/ref-j.lucas2.html

5. Carbonell, Miguel. Los derechos humanos de libertad de tránsito,

asilo y refugio. Sitio: http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/7/3171/5
.pdf

6. Méndez Cruz, Marisol. Derecho a la libertad de circulación, dere-

cho humano de los inmigrantes indocumentados en un mundo globali-

zado. Consultado en: http://www.juridicas.unam.mx/sisjur/internac/
pdf/10-482s.pdf

7. Acuerdo Transpacífico de Cooperación Económica

8. Ibid.

9. Carbonell, Miguel. Los derechos humanos de libertad de tránsito,
asilo y refugio. Centro de Investigaciones Jurídicas UNAM. Consulta-
do en: 

http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/7/3171/5.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1o. de diciembre de 2015.—
Diputado Jorge Álvarez Maynez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía, para dictamen.

FAVOREZCAN LA LIBRE COMPETENCIA Y LEGA-
LIDAD DE LOS OPERADORES DEL TRANSPORTE 
AÉREO EN EL ESTADO DE TAMAULIPAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la SCT a implantar acciones en pro de la libre competencia
y legalidad de los operadores del transporte aéreo en Ta-
maulipas, a cargo del diputado Gustavo Adolfo Cárdenas
Gutiérrez, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano

El que suscribe, Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez, dipu-
tado federal a la LXIII Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión e integrante del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 3, numeral 1, frac-
ción XIX, artículo 6, numeral 1, fracción I, y 79, numeral
2, fracción II, del Reglamento de la Cámara de Diputados,
someto a la consideración de esta asamblea, el siguiente
punto de acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Según el Programa Sectorial de Comunicaciones y Trans-
portes 2013-2018, el presidente de la República señaló que
es prioridad conectar a las comunidades más alejadas, me-
jorar la productividad y elevar la competitividad global de
México, así como acrecentar su potencial de desarrollo, de
lo cual estoy totalmente de acuerdo.

En ese sentido, en el tercer Informe de Gobierno del presi-
dente de la República se indicó que el transporte aéreo en
México ya ha dado muestras de los beneficios de mayor
competencia.

Reconozco que un México próspero debe traducirse en un
país productivo que genere mayores ingresos para la po-
blación y eleve su calidad de vida, al mejorar su movilidad
con infraestructura y sistemas de transporte para pasajeros
eficientes, seguros y sustentables.

En ese contexto, según cifras oficiales de la Dirección de
Aeronáutica Civil de la Secretaría de Comunicaciones y
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Transportes en 2014, mi estado, Tamaulipas, ocupó el dé-
cimo lugar en vuelos y el doceavo en pasajeros transporta-
dos vía aérea, con un incremento en comparación del 2013
del 3 por ciento en cuanto a vuelos y un crecimiento del 14
por ciento de pasajeros.

Sin dudas cifras positivas pero que podrían ser mejores.

Actualmente, el estado de Tamaulipas cuenta con 5 aero-
puertos internacionales en el estado son los siguientes: el
General Pedro J. Méndez en la capital del estado; el Ser-
vando Canales en Matamoros; el Quetzalcóatl en Nuevo
Laredo; el General Lucio Blanco en Reynosa, y el Gral.
Francisco Javier Mina en Tampico.

No obstante la diversidad de aeropuertos, sólo los de Ma-
tamoros, Reynosa y Tampico cuentan con dos opciones –lí-
neas aéreas– para volar a la Ciudad de México en contras-
te con Ciudad Victoria y Nuevo Laredo que sólo cuentan
con una opción.

En ese sentido y revisando los costos de las rutas aéreas de
los destinos tamaulipecos a la Ciudad de México ida y
vuelta –compra anticipada de 10 días–, los resultados no
fueron muy competitivos:

En contraste, los costos de los traslados por vía terrestre
(viaje redondo) a las ciudades tamaulipecas con aeropuer-
to fueron más económicos:

Al comparar precios, los terrestres en promedio son más
económicos que los aéreos, siendo relevante el ahorro en la
ruta a Ciudad Victoria donde el ahorro es de un 66 por cien-
to, aunque las hora hombre pérdidas en el trayecto no la ha-
cen una opción que genere competitividad.

Es claro que en el estado de Tamaulipas no existe compe-
tencia, donde líneas troncales como Aeroméxico e Interjet
son más competitivas en sus costos que la regional Aero-
mar.

Pareciese que la SCT en estos destinos privilegia a compa-
ñías como Aeromar con precios altos, de baja calidad, o
simplemente por asignación histórica de concesiones, don-
de los pasajeros de Ciudad Victoria les toca la peor parte,
pagando las tarifas más altas de los 24 destinos que opera
la aerolínea que se denomina ejecutiva, Transportes Aero-
mar, SA de CV.

A los Tamaulipecos nos preocupa la situación de que no
exista competencia, calidad y precios justos en los vuelos a
y desde nuestro estado y que peor aún, se privilegie la dis-
crecionalidad en la aplicación de la ley para esa compañía
Aeromar, por los datos que expongo a continuación:

• Se hizo público que Aeromar tiene un adeudo históri-
co de más de 30 millones de pesos, que remonta de los
años 2011 y 2012- por concepto de la TUA (Tarifa de
Uso de Aeropuerto) que no han podido ser saldados por
esta empresa de aviación ni tampoco garantizados.

• Aeromar también tiene pagos pendientes con el Aero-
puerto Internacional de la Ciudad de México por la ren-
ta y consumo de servicios en la terminal aérea y por el
servicio de energía eléctrica.

• Las deudas de la empresa Aeromar han sido ya un te-
ma abordado por la Auditoría Superior de la Federación
en la revisión de la Cuenta Pública del 2012, quedando
sin resolver y poniendo a temblar a los usuarios de 24
destinos donde vuela la línea aérea, por las posibles pér-
didas económicas que esto originaría.

En consecuencia de lo anterior, los directivos del AICM
han incurrido en omisiones y responsabilidades por su in-
capacidad para cobrar por la vía legal el adeudo millonario
que tiene la empresa Aeromar que se originó por la omisión
de la empresa para reportar recursos, que ya habían sido
pagados por los usuarios de las instalaciones del aeropuer-
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to de la Ciudad de México, y que es de sumo interés públi-
co y de utilidad general.

En resumen, en nuestro querido Tamaulipas identificamos
que la SCT no ha mostrado voluntad para permitir a nue-
vos interesados operar las rutas en nuestro estado, protege
nichos de mercado en rutas ya operadas  pese a irregulari-
dades de los operadores en sus obligaciones contraídas, y
ha garantizado un margen de utilidad para la empresa Ae-
romar a costa de los consumidores y pasajeros mexicanos,
y en consecuencia esa dependencia no es clara en su labor
de permitir libre competencia en el transporte aéreo pero si
favorece las tarifas predatorias y prácticas ajenas a la le-
galidad en nuestro estado.

En virtud de lo aquí expuesto, pongo a consideración de es-
ta honorable asamblea la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta respetuosamente que la Secretaría de
Comunicaciones y Transporte tenga a bien intervenir de
manera inmediata para llevar a cabo acciones que favorez-
can la libre competencia y legalidad de los operadores aé-
reos que vuelan y despegan en Tamaulipas, e impulse pro-
ductividad en la región autorizando costos competitivos de
los servicios de transporte aéreo en nuestro estado tamauli-
peco en apego a lo señalado en el Programa Sectorial de
Comunicaciones y Transportes 2013-2018.

Segundo. Que la Secretaría de Comunicaciones y Trans-
portes intervenga en el cobro de los Adeudos que la línea
Aeromar tiene con el Aeropuerto Internacional de la Ciu-
dad de México en un sentido de legalidad y transparencia.

Palacio Legislativo de San Lázaro. México, DF, a 27 de noviembre de
2015.— Diputado Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Transportes, para dictamen.

CAMPAÑA PUBLICITARIA SOBRE EL MANEJO DE
LOS TELEVISORES ANALÓGICOS DESECHADOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Semarnat a llevar a cabo con la SCT una campaña pu-
blicitaria sobre el manejo de los televisores analógicos des-
echados, suscrita por los diputados José Clemente Casta-

ñeda Hoeflich y Mirza Flores Gómez, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano

Los suscritos, Clemente Castañeda Hoeflich y Mirza Flo-
res Gómez, diputados del Grupo Parlamentario Movimien-
to Ciudadano de la LXIII Legislatura de la Cámara de
Diputados, con fundamento en lo señalado en los artículos
6, numeral 1, fracción I, y 79, numeral 1, fracción II, del
Reglamento de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, someten a consideración del pleno
la siguiente proposición con punto de acuerdo mediante el
cual se exhorta a la Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales para que junto con la Secretaría de Co-
municaciones y Transportes a llevar a cabo medidas ade-
cuadas para el manejo de los televisores analógicos
desechados, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

I. En 2004 se publicó en el Diario Oficial el Acuerdo de Te-
levisión Digital Terrestre, el cual tenía como objetivo el ce-
se de las transmisiones analógicas en 2021, sin embargo en
el 2010 se establece que la transición digital se realizará en
el año 2015, misma que inició en el año 2011 y que finali-
zará a más tardar el día 31 de diciembre del presente año.1

El objetivo de la transición de la televisión analógica hacia
la Televisión Digital Terrestre (TDT), es liberar la banda de
700 megahercios del espectro radioeléctrico, ya que, de
acuerdo con la Unión Internacional de Comunicaciones,
esto detonará la masificación de servicios de banda ancha.2

Con esto, se sustituye la tecnología que permite la transmi-
sión de un solo canal de programación por señal de televi-
sión de aire o abierta, facilitando que las señales digitales
guarden más información en esa misma capacidad, ofre-
ciendo así alta definición y una mayor cantidad de canales
de programación, además, internet móvil con mayor velo-
cidad y cobertura.3

El apagón analógico consiste en interrumpir la transmisión
de televisión análoga de manera paulatina en todo el país,
por lo que, si no se cuenta con una televisión digital o su
respectivo convertidor, no se podrá sintonizar ninguno de
los canales de televisión abierta disponibles en México.

II. A pesar de los múltiples beneficios que el apagón ana-
lógico traerá consigo, el Gobierno mexicano no ha tomado
en cuenta los suficientes y necesarios mecanismos para la
recolección y almacenaje de las televisiones análogas.
Además, no se han puesto sobre la mesa los daños medio
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ambientales que este proyecto traerá consigo, es decir, des-
echar una televisión análoga sin una planeación adecuada
de cómo se manejarán los desechos tóxicos como el óxido
de plomo, que tienen consecuencias graves en la salud.

Los televisores analógicos contienen una gran cantidad de
componentes reciclables  como son: el cristal de la panta-
lla, el plástico utilizado para la carcasa exterior y los meta-
les de desechos como cobre y aluminio, y otros de mayor
valor, ubicados en los circuitos, como oro, plata, platino y
paladio.4 El costo por reciclar un televisor analógico varía
entre 40 a 60 pesos por unidad, sin contar el transporte al
centro de reciclaje.5

En 2014 el Inegi en su publicación “Estadísticas sobre dis-
ponibilidad y uso de la tecnología de información y comu-
nicaciones en los hogares, 2013”, reportó que de los 31.4
millones de hogares en México, el 87.9% contaba con un
televisor análogo.6

Se estima que por cada millón de televisores desechados,
se generan 22 millones de toneladas de materiales peligro-
sos,7 ya que las televisiones analógicas contienen fósforo
y óxido de plomo. Televisores mayores a 21 pulgadas tie-
nen más de un kilo de óxido de plomo, el cual se encuen-
tra en el cinescopio, mismo que representa el 80 % del pe-
so total del televisor. Dicho metal es altamente tóxico para
el ser humano y los animales, y a la fecha no existe una ma-
nera adecuada para desecharlo o reutilizarlo.8

La sintomatología derivada de la exposición al óxido de
plomo, ya sea por contacto con la piel o ingestión,  incluye
dolor y espasmos abdominales, nausea, vómito, dolor de
cabeza; y en el caso de inhalación, se irritan los bronquios
y pulmones.9

III. A poco tiempo de que se cumpla el plazo para el cese
de transmisiones analógicas, no existe una campaña infor-
mativa que aclare a la ciudadanía qué hacer con los televi-
sores que van a desechar, los beneficios al medio ambien-
te que trae consigo el reciclado, así como los daños a la
salud que puede ocasionar el mal manejo de algunos com-
ponentes del televisor.  

Un informe de la organización ambientalista Greenpeace,
señala que hay un escaso número de centros de acopio en
el país, además de que se encuentran mal distribuidos, y no
se percibe una correcta coordinación y capacidad operativa
de las dependencias involucradas.10

Por su parte y como lo dispone la Ley General para la
Prevención y Gestión Integral de los Residuos, deberán
tomarse todas las medidas necesarias para garantizar el
adecuado manejo de los residuos, previniendo la conta-
minación al medio ambiente con el propósito de salva-
guardar el derecho que tienen las personas de gozar de un
medio ambiente sano.

Por tanto, resulta indispensable y urgente que la Secretaría
de Medio Ambiente y Recursos Naturales establezca la po-
lítica que habrá de implementar de inmediato con el objeto
de impedir que los televisores análogos no reciban el trata-
miento adecuado para su disposición y terminen siendo
dispuestos en los rellenos y vertederos, ya sea públicos o
privados que se ubican en el territorio mexicano; o en el
peor de los casos sean tirados en la vía pública, terrenos
baldíos o predios rústicos, lo que generaría una contamina-
ción que por el número de televisores análogos significaría
una verdadera contingencia ambiental.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración
los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales, para que junto con la Secretaría de Co-
municaciones y Transportes, diseñen una política y una
campaña informativa, con la finalidad de dar a conocer a la
población los daños ambientales y de salud que puede oca-
sionar el manejo inadecuado de los televisores analógicos
al ser desechados, además de brindar información sobre el
proceso de recolección de dichos aparatos. 

Segundo. Se exhorta a la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales a que disponga de un plan de recolec-
ción de televisores analógicos, mediante la instalación de
centros de acopio permanentes y unidades móviles, así co-
mo mediante la capacitación adecuada al personal involu-
crado en el proceso. 

Notas:

1 Forbes México, “Apagón analógico, la TV ya no será la misma”, (19
de febrero de 2014), recuperado de: http://www.forbes.com.mx/apa-
gon-analogico-la-tv-ya-sera-la-misma/

2 Forbes México, “Apagón analógico: comienza carrera contrarreloj”,
(28 de mayo de 2013), recuperado de: http://www.forbes.com.mx/apa-
gon-analogico-comienza-carrera-contrarreloj/
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3 Fayer Wayer, “¿Cómo te beneficia el apagón analógico?”, (20 de
marzo de 2014) recuperado de: https://www.fayerwayer.com/2014/03/
como-te-beneficia-el-apagon-analogico/

4 eHow en español, “¿Qué se puede reciclar del interior de una TV?”,
recuperado de: http://www.ehowenespanol.com/reciclar-del-interior-
tv-info_365021/

5 El Economista, “Más de 14 millones de televisores van a la basura
por apagón analógico”, (14 de enero de 2015), recuperado de:
http://eleconomista.com.mx/main/2015/01/14/mas-14-millones-televi-
sores-van-basura-apagon-analogico

6 Instituto Nacional de Estadística y Geografía, “Estadísticas sobre dis-
ponibilidad y uso de la tecnología de información y comunicaciones en
los hogares, 2013”, (2014),  

7 CNN Expansión, “Apagón analógico podría incrementar basura elec-
trónica”, (13 de julio de 2015), recuperado de: http://www.cnnexpan-
sion.com/tecnologia/2015/07/07/el-riesgo-ambiental-de-no-reciclar-
televisores-analogicos

8 El Informador, “TVs analógicas, amenaza a la salud y al medio am-
biente”, (21 de diciembre de 2014), recuperado de: http://www.infor-
mador.com.mx/jalisco/2014/566414/6/tvs-analogicas-amenaza-a-la-
salud-y-al-medio-ambiente.htm

9 Faga-Lab, “Oxido de plomo”, (enero de 2007), recuperado de:
http://fagalab.com/Hojas%20de%20Seguridad/OXIDO%20DE%20P
LOMO.pdf

10 Greenpeace México, “México, sin datos sobre centros de acopio de
teles desechadas”, (31 de agosto de 2015), recuperado de:
http://www.greenpeace.org/mexico/es/Prensa1/2015/Agosto/Mexico-
sin-datos-sobre-centros-de-acopio-de-teles-desechadas/

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1o. de diciembre de
2015.— Diputado Clemente Castañeda Hoeflich (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

SOLUCIONAR LA PROBLEMÁTICA QUE ENFRENTAN
LOS CONNACIONALES INDOCUMENTADOS RESI-
DENTES EN ESE ESTADO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la SRE a llevar a cabo acciones ante las autoridades del go-
bierno de Estados Unidos de América y de Texas para so-
lucionar la problemática de los connacionales indocumen-
tados residentes en esa entidad, a¿ cargo de la diputada
Cynthia Gissel García Soberanes, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano

La que suscribe, Cynthia Gissel García Soberanes, dipu-
tada federal a la LXIII Legislatura del Congreso de la
Unión, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 6, nu-
meral 1, fracción I, y 79, numeral 2, fracción IV, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, me permito presentar ante esta ho-
norable asamblea punto de acuerdo al tenor de las siguien-
tes

Consideraciones

La reciente decisión de un juez federal del Tribunal Fede-
ral de San Antonio, Texas, de nombre Robert Pitmann, ha
permitido que se niegue, se expidan y entreguen actas de
nacimiento a menores hijos de mexicanos nacidos en dicho
Estado, cuando los padres de estos solo presentan una ma-
trícula consular para solicitar dicho documento. 

Es un derecho humano, desde el momento mismo del naci-
miento, el que todos los niños se forjen una identidad. En
consecuencia, el primer paso para lograrlo es el que se ins-
criba el nacimiento en los registros públicos para que esa
persona pueda contar con un nombre y una nacionalidad,
ya que el registro civil universal es la base para que se ac-
ceda a todos los demás derechos.

Es pertinente hacer notar, que la Identidad no sólo es un
elemento que conforma la esencia del ser humano, sino que
representa la individualidad de cada uno. De ahí, la impor-
tancia de contar con un acta de nacimiento.

La resolución en comento, pone en riesgo el bienestar de
miles de familias mexicanas y de menores que aun cuando
han nacido en los Estados Unidos de América, son mexi-
canos por ser hijos de mexicanos, y todo porque la mayo-
ría de los padres de los niños en esa situación, son migran-
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tes indocumentados y, por tanto, carecen de cualquier otro
documento de identificación.

Resulta que el certificado de matrícula consular, acorde
con lo establecido por artículo 9 del Reglamento de Matri-
cula Consular, es el documento de identidad que expide
una oficina consular a favor de un connacional y se otorga
una vez que la persona ha comprobado la atribución de la
nacionalidad mexicana.

A manera de remembranza, cabe decir que la matricula
consular ha sido aceptada como identificación por autori-
dades gubernamentales e instituciones privadas estaduni-
denses, por ser un documento de alta confiabilidad y segu-
ridad, y hasta recientemente era aceptada por el
Departamento de Servicios de Salud de Texas (DSHS), en-
cargado de expedir las partidas de nacimiento.

Todo ello, en cumplimiento a la décimo cuarta enmienda
de la Constitución de los Estados Unidos de América, la
cual en su sección 1, claramente establece que toda perso-
na nacida o naturalizada en dicho País es ciudadana del
mismo y del Estado donde resida y que ningún Estado po-
drá crear o implementar leyes que limiten los privilegios o
inmunidades de los ciudadanos de los Estados Unidos.

Sin embargo, la resiente determinación judicial asumida
por Texas, obliga al estado mexicano a retomar una de sus
principales funciones que implica velar por los derechos y
la integridad de las y los mexicanos que, por diversos mo-
tivos, se encuentran fuera del territorio nacional, así como
de sus descendientes; ya que acorde con nuestra Constitu-
ción, son mexicanos por nacimiento: los que nazcan en el
extranjero, hijos de padres mexicanos nacidos en territorio
nacional, de padre mexicano nacido en territorio nacional,
o de madre mexicana nacida en territorio nacional. 

Por lo anterior, el Estado mexicano tiene el deber de velar
por los derechos de estos menores y la de sus padres, ya
que la matricula consular es un documento oficial expedi-
do por autoridad mexicana que debería ser reconocido y ser
tratado como confiable y seguro.

La falta de emisión y entrega de actas de nacimiento para
estos pequeños, dificulta en gran medida su acceso a dere-
chos y beneficios en los campos de salud y educación pú-
blicos, entre otros; resultando una aberración que les sean
coartados en su país de origen (EE. UU.), por el simple he-
cho que a sus padres no les fue reconocida como identifi-
cación válida la matrícula consular. 

Como parte de los efectos negativos de la medida judicial,
en el caso de los padres de los infantes, restringe su movi-
lidad por el temor a ser detenidos por autoridades ante las
cuales no podrían comprobar el vínculo con los menores,
provocando de esta forma la separación de las familias.

A todo esto, se suma el supuesto consistente en que cuan-
do se trata de menores mexicanos nacidos en los Estados
Unidos que son trasladados a residir a México y cuyos pa-
dres desconocen el procedimiento para documentar ade-
cuadamente la ciudadanía mexicana de estos, -situación
que en la actualidad es muy común-, el menor podría lle-
gar a encontrarse en condición de apátrida, por no contar
con el reconocimiento de ninguno de los dos países.   

Lo anterior, igualmente crea condiciones que podrían faci-
litar el tráfico de menores, la trata de personas e incluso la
venta ilegal de personas, ya que la falta de documentación
puede contribuir a su extracción del seno familiar, compli-
caría su búsqueda y el proceso de persecución del delito. 

El actual clima antiinmigrante solo ha llevado a incremen-
tar el temor a la deportación de nuestros connacionales in-
documentados, lo que ante situaciones como esta, dificulta
que los mismos lleven a cabo cualquier acción en defensa
de sus derechos o los derechos de sus hijos menores, sin
importar que estos sean ciudadanos estadunidenses. 

De la propia Constitución Federal del Pueblo vecino se
desprenden principios acordes con nuestro propio derecho
positivo, los cuales no se están respetando y que son:

1. el deber del Estado de asegurar el registro de las per-
sonas sin emplear procedimientos selectivos o sistemas
restrictivos para ciertos grupos de personas;

2. evitar la discriminación contra grupos vulnerables a
la falta de identidad civil, como son, los migrantes, re-
fugiados, poblaciones fronterizas, niños, mujeres y pue-
blos indígenas.   

Por ello, en Movimiento Ciudadano externamos nuestra
preocupación por la situación en que se encuentran nues-
tros connacionales, más aun, ante la tibieza con que ha ac-
tuado la Secretaría de Relaciones Exteriores y el embajador
de México y los distintos consulados a lo largo y ancho de
los Estados Unidos de América; por lo que solicitamos a
esta Soberanía, apruebe los siguientes
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Puntos de Acuerdo

Primero. Exhortar a la titular de la Secretaría de Relacio-
nes Exteriores, para que lleve a cabo las acciones necesa-
rias y suficientes ante las autoridades competentes del Go-
bierno de los Estados Unidos de América y del Estado de
Texas, con el fin de dar solución a la problemática que ac-
tualmente enfrentan los connacionales indocumentados re-
sidentes en ese País y en específico en ese estado, por cuan-
to hace a la emisión y entrega de actas de nacimiento de sus
menores hijos nacidos en aquél País.

Segundo. Incitar a la titular de la Secretaría de Relaciones
Exteriores, para que gire instrucciones a las oficinas con-
sulares con jurisdicción en los Estados Unidos de Nortea-
mérica y en específico en el Estado de Texas, con  el fin de
que se difunda la información necesaria que permita a los
afectados tomar las medidas legales necesarias en defensa
de los derechos de sus menores hijos, sin temor a enfrentar
las consecuencias de su falta de estatus migratorio y otor-
gándoles la asesoría jurídica que requieran.

Tercero. Exhortar a la Titular de la Secretaría de Relacio-
nes Exteriores, para que asuma un papel preponderante y
activo en el tema de referencia y no se circunscriba a la
presentación de un documento ante la Corte Norteamerica-
na, denominado Amicus Curiae (amigos de la corte).

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1o. de diciembre de
2015.— Diputada Cynthia Gissel García Soberanes (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Relaciones Exteriores, para
dictamen.

EMITA UNA ALERTA SANITARIA EN EL ESTADO 
DE BAJA CALIFORNIA, ANTE LA PRESENCIA DE 
BACTERIAS DEL GENERO RICKETTSIA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que exhorta al
Consejo Nacional de Salud a emitir una alerta sanitaria en
Baja California ante la presencia de bacterias del género
Rickettsia, a cargo de la diputada Cynthia Gissel García
Soberanes, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano

La que suscribe, Cynthia Gissel García Soberanes, dipu-
tada federal a la LXIII Legislatura del Congreso de la
Unión, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-

no, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
6, fracción I, y 79, párrafos primero, fracción II, y segun-
do, del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración del pleno de esta soberanía, la siguiente pro-
puesta con punto de acuerdo: por el que se exhorta al Con-
sejo Nacional de Salud de las Enfermedades, para que
emita una alerta sanitaria en Baja California ante la pre-
sencia de bacterias del género rickettsias, con base en las
siguientes

Consideraciones

La rickettsias, son bacterias causantes de una enfermedad
infecciosa epidémica conocida como rickettsia o fiebre
manchada de las montañas rocallosas, considerada en Es-
tados Unidos de América la de mayor mortalidad de las
transmitidas a los seres humanos por picadura de artrópo-
dos infectados.

Estas bacterias provocan fiebre, dolor de cabeza intenso,
escalofríos, dolores musculares y articulares, malestar ge-
neral, inquietud, náuseas, vómitos ocasionales, sangrados
leves de encías o en cualquier otro sitio y erupción cutánea
que puede identificarse como manchas rojas.

El cuadro clínico de esta enfermedad, en su etapa inicial, es
muy parecida a infecciones menos severas, sin embargo, la
ausencia del tratamiento apropiado durante los primeros 5
días aumenta el riesgo de mortalidad hasta en un 65%.

En Baja California, según cifras del Departamento de Epi-
demiología del Instituto de Servicios de Salud Pública de
la Entidad, de 2009 a la fecha, se han notificado 3,747 ca-
sos probables de ricketssia, de los cuales 882 fueron con-
firmados por laboratorios, causando por lo menos 97 muer-
tes, la mayoría en Mexicali y una en el puerto de Ensenada.
Tan solo en lo que va del año, se tiene registro que han fa-
llecido 20 personas en Tijuana y una en Ensenada, por es-
ta enfermedad.

Datos del Instituto de Servicios de Salud Pública (ISESA-
LUD), revelan un dato por demás alarmante; de las 25
muertes por rickettsia en 2014, todos, antes de ser interna-
dos en el hospital, acudieron en promedio a 4 consultas con
sus médicos particulares, quienes no fueron capaces de
diagnosticar esta enfermedad.

El Isesalud ha documentado además que en la actualidad
51 colonias de la periferia de Mexicali presentan un alto
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número de casos de rickettsia, siendo las más afectadas
Santa Isabel (ubicada en Los Santorales, al poniente de la
ciudad) con un 25% de los casos presentados, seguida por
el fraccionamiento Valle de Puebla (al sur), con 10% y la
delegación municipal Progreso (en el área poniente del Va-
lle de Mexicali, en la salida a Tijuana), con 7%.

De acuerdo con los registros llevados por el Departamento
de Epidemiología del Instituto de Servicios de Salud Pú-
blica de la Entidad, durante 2009; en que se dio el primer
brote de esta enfermedad, se reportaron 278 casos, donde
la gravedad de la enfermedad se tradujo en una letalidad de
2.8%, hoy en día, el reporte más reciente, arroja 92 casos
reportados con una letalidad del 21.7%.

Estas cifras, dejan evidencia que pese a los esfuerzos para
prevenir los casos de rickettsia, la tasa de mortalidad se en-
cuentra en franco aumento, pues aún y cuando se han dis-
minuido el número de personas afectadas por esta enfer-
medad, se ha registrado un mayor número de decesos de
los pacientes.

Es inminente la declaratoria de alerta sanitaria para Baja
California, no podemos sentarnos a esperar a que esta en-
fermedad se cobre la vida demás personas, los california-
nos nos encontramos ante una epidemia que estadística-
mente se ha vuelto más letal con el pasar de los años. El
problema de la rickettsia en Baja California, requiere de la
unidad y coordinación entre los tres niveles de Gobierno.

En razón de lo anterior, someto a la consideración de este
pleno la siguiente propuesta con punto de

Acuerdo

Único. Se exhorta al Consejo Nacional de Salud de las En-
fermedades, para que emita una alerta sanitaria en Baja Ca-
lifornia ante la presencia de bacterias del género rickett-
sias.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro de la Honorable Cáma-
ra de Diputados, México, DF, a 1o. de diciembre de 2015.— Diputada
Cynthia Gissel García Soberanes (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

INCREMENTE LAS ACCIONES DEL PROGRAMA DE
RESPUESTA DEL VIH, SIDA E ITS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Secretaría de Salud a incrementar las acciones del pro-
grama de respuesta del VIH, sida e ITS, a cargo del dipu-
tado Refugio Trinidad Garzón Canchola, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano

La que suscribe, Refugio Trinidad Garzón Canchola, dipu-
tada federal por Sonora, Integrante del Grupo Parlamenta-
rio Movimiento Ciudadano, con fundamento en los artícu-
los 6, numeral 1, fracción I, y 79, numerales 1, fracción II,
y 2, fracciones I y II, así como los demás relativos y apli-
cables del Reglamento de la Cámara de Diputados, me per-
mito poner a consideración de esta soberanía, la proposi-
ción con punto de acuerdo por el que se exhorta
respetuosamente a la secretaría de salud, como máxima
instancia en la creación, desarrollo y ejecución de estrate-
gias enfocadas a la prevención y control de enfermedades,
ejecute paralelamente en su programa de acción específico
de respuesta al VIH, sida e ITS; las siguientes acciones:

• Uso responsable del presupuesto inversiones anticipa-
das.

• La política pública para el control y prevención del
VIH/sida debe centrarse los programas tengan mayor
impacto en los tres niveles de gobierno (federal, estatal
y municipal) 

• Involucrar a líderes locales en respuestas específicas,
sostenibles y responsables para la prevención y atención
del VIH

• crear nuevas estrategias innovadoras y alianzas entre
los sectores de salud, educación y desarrollo social para
los sectores más vulnerables de la población a la infec-
ción del VIH/sida

• Compromiso absoluto con la protección de los dere-
chos humanos y la igualdad de género 

Consideraciones

El mundo está adoptando la estrategia de Respuesta Rápi-
da para poner fin al sida. Para erradicar esta epidemia ha-
cia el 2030 en el marco de los Objetivos de Desarrollo Sos-
tenible.1
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Una de las más graves enfermedades que ha enfrentado
nuestra sociedad es el Síndrome de Inmunodeficiencia Ad-
quirida (sida), causada por el Virus de la Inmunodeficien-
cia Humana (VIH). De acuerdo con el registro Nacional de
Casos de Sida, elaborado por la Dirección General de Epi-
demiología de la Secretaria de Salud Federal actualizado al
13 de Noviembre del 2015, en el país 124,718 (Ciento
veinticuatro mil setecientos dieciocho) personas viven con
VIH/Sida, de las cuales el 75% de los casos detectados son
hombres y el 25% son mujeres. El Estado con mayor re-
gistro histórico de casos es el Distrito Federal con 26 mil
431 casos, después el Estado de México con 18 mil 782,
Veracruz con 15 mil 680, Jalisco con 12 mil 738 y Chiapas
con 8 mil 999.2

Históricamente la primera reacción ante la irrupción de la
epidemia del SIDA en el país a inicios de los años ochen-
ta3 provino de la sociedad civil específicamente de las per-
sonas que vivían con VIH, ante la indiferencia e incluso la
abierta omisión de parte del gobierno mexicano. Los logros
alcanzados en algo tan básico para cualquier política públi-
ca en salud como son la atención médica, medicamentos y
la protección física se consiguieron a contracorriente.

Los grupos sociales históricamente excluidos (gays, muje-
res, internos e internas en reclusorios o penitenciarias, ni-
ños y niñas, pobres, indígenas, migrantes, personas con
discapacidad, trabajadoras sexuales, población travesti,
transexual etc.) fueron el blanco de esta estigmatización.
Para ellos y ellas, tradicionalmente discriminados, la vul-
nerabilidad y exclusión se agudizo, despojándolos de las
condiciones mínimas para ejercer sus derechos frente a la
enfermedad.

El estigma y discriminación relacionado al VIH/sida surgió
prácticamente al mismo tiempo que se descubrieron los
primeros casos de la enfermedad, al encontrarse que los pa-
cientes en los que se detectó el nuevo virus tenían en co-
mún ser gays. Al poco tiempo se empezó a referir a la en-
fermedad como un síndrome relacionado a la población
homosexual, pero pronto se empezaron a reportar casos de
hombres y mujeres heterosexuales. Sin embargo, ya era
tarde: se había desatado el rumor de que era una enferme-
dad exclusiva de homosexuales. 

La Organización Mundial de la Salud (OMS) rectificó esta
postura algunos años después señalando que no hay grupos
de alto o bajo riesgo, sino prácticas de riesgo, indepen-
dientemente del género, orientación sexual, edad, religión,
posición social o raza. Se determinó que los sectores so-

ciales más pobres y marginados (mujeres, jóvenes, indí-
genas, personas con hemofilia, usuarios de drogas in-
yectables, migrantes, personas con discapacidad e in-
ternos penitenciarios entre otros.) son sectores
socialmente vulnerables a la infección, no por su orien-
tación sexual, sino porque su entorno social y económi-
co los aleja de la información, los servicios de salud, la
educación y las campañas o mecanismos de control y
prevención.

El tratamiento antirretroviral ha transformado a la infec-
ción por el VIH y al sida, de una enfermedad que se consi-
deraba como mortal a una enfermedad crónica que les per-
mite a las personas tener una vida normal y productiva. Sin
embargo, es necesario un manejo integral que les permita a
estas personas llevar una buena calidad de vida en todos los
aspectos, es decir que vivir con VIH no debe ser una causa
para que se le niegue el acceso a la educación, a la cultura
al trabajo, a la vivienda, a la libertad de tránsito, a formar
una familia, a la justicia y a la par es indispensable que en
México las políticas de prevención sean dirigidas a los sec-
tores más vulnerables a contraer la infección del VIH.

Antes de la llegada a México de los tratamientos antirre-
trovirales, la supervivencia de las y los pacientes diagnos-
ticados con VIH era de un año. A partir de 1996, el acceso
progresivo logra retrasar el daño del sistema inmunológico
y mejorar sustancialmente la calidad de vida de las perso-
nas con VIH. Por ello, desde 1998, la Secretaría de Salud
estableció un programa de acceso al tratamiento antirretro-
viral para las personas que viven VIH sin seguridad social.
La meta en 2003 fue alcanzar el acceso universal del trata-
miento antirretroviral, planteando a partir de entonces el
reto es mantener el acceso al tratamiento libre de estigma
y discriminación como una política sustentable y perma-
nente. 

Punto de Acuerdo 

Único. Punto de acuerdo en el que se exhorta respetuosa-
mente a la Secretaría de Salud, como máxima instancia en
la creación, desarrollo y ejecución de estrategias enfocadas
a la prevención y control de enfermedades, ejecute parale-
lamente en su programa de acción específico de respuesta
al VIH, sida e ITS; las siguientes acciones:

• La política pública para el control y prevención del
VIH/sida debe centrarse los programas tengan mayor
impacto en los tres niveles de gobierno (federal, estatal
y municipal) 
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• Involucrar a líderes locales en respuestas específicas,
sostenibles y responsables para la prevención y atención
del VIH

• Crear nuevas estrategias innovadoras y alianzas entre
los sectores de salud, educación y desarrollo social para
los sectores más vulnerables de la población a la infec-
ción del VIH/sida

• Compromiso absoluto con la protección de los dere-
chos humanos y la igualdad de género.

Notas:

1 Fast Track ending the aids epidemic by 2030, 

http://www.unaids.org/sites/default/files/media_asset/JC2686_WAD2
014report_es.pdf

2 Datos publicados por el Centro Nacional para la Prevención y Con-
trol del VIH y el Sida (Censida) de la Secretaría de Salud federal. 

3 Los primeros diagnósticos en México se dieron en marzo de 1983, en
el Instituto Nacional de Nutrición “Salvador Zubirán” a comienzos de
la gestión del Lic. Miguel de la Madrid Hurtado en el marco de una cri-
sis económica que significó un cambio de paradigma político.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1o. de diciembre de 2015.—
Diputada Refugio Trinidad Garzón Canchola (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Salud, para dictamen.

“CENTRAL DE GENERACIÓN DE CICLO COMBINADO
EMPALME I”

«Proposición con punto de acuerdo, por el que la Cámara
de Diputados exige la renuncia inmediata de Emilio Lozo-
ya Austin, Director General de Pemex y de Enrique Ochoa
Reza, Director de la Comisión Federal de Electricidad, por
el posible conflicto de intereses, tráfico de influencias y he-
chos de corrupción en los que incurrieron al otorgar la ad-
judicación del contrato para la construcción de la “Central
de Generación de Ciclo Combinado Empalme I” al consor-
cio formado por las empresas: Senermex Ingeniería y Sis-
temas, S.A. de C.V.; Sener Ingeniería y Sistemas, S.A.; IE-
PI México, S.A. de C.V.; y OHL Industrial

La que suscribe, diputada Norma Rocío Nahle García, del
Grupo Parlamentario Morena, con fundamento en los artí-
culos 6, numeral 1, fracción I,  y 79, numerales 1, fracción
II, y 2 del Reglamento de la Cámara de Diputados, me per-
mito presentar a consideración de esta soberanía, la si-
guiente proposición con punto de acuerdo de urgente y ob-
via resolución, bajo las siguientes

Consideraciones

El mega fraude “Enron”, es el caso más emblemático del
mundo que ilustra la conducta inescrupulosa y codiciosa de
varias grandes empresas estadounidenses a partir de los
años 80, al amparo de las políticas de desregulación de las
actividades económicas promovidas por el enfoque neoli-
beral. Enron Corporation empleó diversos mecanismos de
corrupción y aprovechó la desregulación del sector energé-
tico y la débil regulación y supervisión del sector financie-
ro y del mercado de valores, para ejecutar una variedad de
operaciones fraudulentas de gran envergadura.

Además de expandir su línea original de operación (gaseo-
ductos). Enron desarrolló nuevos mercados en el área de
las comunicaciones, manejo de riesgos y seguros en gene-
ral, de tal manera que la firma, fundada en 1985, llegó a ser
la mayor empresa energética de EE.UU., excluidas las pe-
troleras, con ingresos anuales de hasta 51,000 millones de
dólares y una plantilla de 21,000 personas poco antes de su
quiebra.

Apoyándose en técnicas contables fraudulentas, respaldado
por la prestigiosa firma auditora Arthur Andersen (AA),
Enron se logró clasificar como la séptima empresa de los
EE.UU. y en el 2000 apareció en la lista de la Revista For-
tune de los 100 mejores empleadores, siendo designada co-
mo la empresa más innovadora de los EE.UU. entre los
años 1996 y 2000.

La reputación de Enron empezó a decaer desde comienzos
de 2001 por los insistentes rumores de pago de sobornos y
tráfico de influencias para obtener contratos en América
Central, América del Sur, África, Filipinas, y en particular
un contrato de 30,000 millones de dólares con la empresa
Maharashtra State Electricity Board, de la India.

En noviembre 2001 se revelaron mayores pérdidas de las
declaradas inicialmente por Enron y se hizo público que
buena parte de las ganancias de la empresa eran resultado
de negocios con una de sus subsidiarias, que le permitía
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“maquillar” en los balances financieros las gigantescas
pérdidas sufridas.

El 30 de noviembre 2001 Enron solicitó protección por
bancarrota en Europa y el 2 de diciembre de 2001 solicitó
a las autoridades estadounidenses acogerse al Capítulo 11
del Código de Quiebras.

En junio 2002 la firma auditora AA, fue encontrada culpa-
ble al comprobarse que destruyó documentos sobre pérdi-
das de más de 1,000 millones de dólares en Enron. El ve-
redicto legal significó el final de la firma auditora, fundada
89 años antes en Chicago.

En mayo 2006 los responsables directos del escándalo,
Kenneth Lay y Jeffrey Skinning, Presidente y Vicepresi-
dente de la empresa, respectivamente, fueron declarados
culpables de fraude y engaño. Lay, de 64 años, quien
arriesgaba una pena de hasta 45 años de cárcel por su par-
ticipación en el fraude, falleció, y en octubre 2006, Skilling
fue condenado a 24 años de prisión tras haber sido decla-
rado culpable de 19 cargos.

El quebranto financiero directo ocasionado por Enron se
estima en 150 billones de dólares, pero los efectos secun-
darios todavía no se determinan totalmente (solo 3 bancos
de Nueva York hasta hace poco habían admitido y/o inicia-
do acciones legales por casi 16 billones de dólares). El
fraude determinó la aprobación de la Ley Sarbanes Oxley
(2002), que impone rigurosas medidas de control interno a
las empresas que cotizan en bolsa, así como regulaciones
estrictas a los contadores y empresas auditoras.

En conclusión, Enron está catalogado como el arquetipo
del fraude empresarial planificado, el más grande fraude
empresarial de la historia y la mayor quiebra de la historia
empresarial estadounidense.

La corrupción la hemos presenciado en países como Esta-
dos Unidos, Brasil, Chile, España, Guatemala entre otros.
México, no es la excepción, el fenómeno de la corrupción
ha estado presente en nuestra nación desde sus inicios. La
corrupción ha provocado que diversos problemas que
aquejan al país se vayan agudizando, como es el caso de la
pobreza extrema, la desigualdad social, la educación defi-
ciente, la falta de inversión, los monopolios y la inseguri-
dad, entre otros. La corrupción y los conflictos de interés
han sido y son, uno de los principales obstáculos del desa-
rrollo y la prosperidad de México.

Aunque este problema parece parte de la mexicanidad, en
los últimos años hemos presenciado una serie de escánda-
los de corrupción que, habiendo sacudido a nuestro país,
han provocado un profundo descontento en la sociedad.
Entre los mencionados escándalos se han visto involucra-
dos empresarios, políticos, sindicatos y servidores públicos
de los tres niveles de gobierno -incluyendo al propio Presi-
dente de la República, al Secretario de Hacienda y Crédito
Público, al Secretario de Comunicaciones y Transportes, a
los directores de las ahora llamadas “Empresas Productivas
del Estado”, Pemex y CFE-.  Lo anterior, denota que el
problema permea todos los ámbitos y sectores de la socie-
dad.

Para el grupo parlamentario de Morena, es imprescindible
decir que los recientes escándalos del sector público mexi-
cano nos han dejado boquiabiertos. ¿No habíamos ya avan-
zado mucho, en los últimos tres sexenios, como se predica
oficialmente? Resulta que no: sólo basta exponer algunos
datos de la percepción que se tiene de nuestro país, el Índi-
ce de Percepción de Corrupción, de Transparencia Interna-
cional, ubica a México en el lugar 103 de 175, con un pun-
taje de 35/100 (donde 0 es “muy corrupto” y 100 es
“totalmente limpio”). El Banco Mundial, por otra parte,
nos ubicó en 2013 en el percentil 39 del Índice de Control
de Corrupción, lo que implica que el 61% de los países del
mundo tienen mejores niveles de control que nosotros. El
único periodo en que hemos podido obtener la mejor cali-
ficación en dicho índice fue el comprendido entre 2000 y
2003, en que obtuvimos entre 51.2 y 53.2%; desde 2009
nuestra calificación ha venido en caída. Hasta ahora las ac-
ciones mediáticas para el combate a la corrupción, del ac-
tual gobierno no han podido ni pretenden resolver este pro-
blema que lacera a los mexicanos.  

Al inicio de las consideraciones del presente punto de
acuerdo, trajimos a cuento el caso del mega fraude “En-
ron”, en Estados Unidos, sólo como referencia, para evocar
a la empresa OHL, que, como lo han afirmado diversos ar-
ticulistas y medios de comunicación, representa el “Enron
Mexicano”. 

La empresa Obrascón Huarte Lain (OHL) se ha convertido
en un verdadero escándalo. Hoy, es el caso más explosivo
del que menos se quiere hablar, ni mucho menos explorar
porque hay demasiados intereses de por medio. 

OHL: El Enron mexicano, es el claro ejemplo mexicano re-
pleto de ejecutivos corruptos, autoridades cómplices, cifras
amañadas, consumidores engañados, auditores a modo.
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OHL, revela muchas de las facetas malolientes de la eco-
nomía política mexicana. La forma tramposa en la cual se
hacen licitaciones, se reserva información pública, se cobra
a los usuarios, se enriquece a los ejecutivos y a sus amigos
en el gobierno. Y el actuar del Poder Judicial, que en lugar
de investigar las denuncias, inculpa a quienes denuncian.

OHL es el resultado de la fusión de Tres grandes empresas
líderes en su ramo Obrascón, Huarte y Lain. Obrascón na-
ce el 15 de mayo de 1911, en Bilbao la Sociedad se dedica
a obras y construcciones, en 1987, Juan Miguel Villar Mir
junto con José Luis García Villalba y otros profesionales
del sector adquieren Obrascón; Huarte fue fundada en
1927, en Pamplona por las familias Huarte y Malumbres.
Dirigida por Félix Huarte, empresa que consigue ocupar un
puesto de privilegio en el ranking sectorial, es en 1996
cuando se produce la entrada de Obrascón como socio in-
dustrial y se hace efectiva la fusión. Nace así el sexto gru-
po constructor del país; Lain se crea en 1963 como empre-
sa filial del grupo británico John Laing Construction. Es en
mayo de 1999 cuando se constituye Obrascón Huarte Lain,
S.A. (OHL).

De acuerdo con la información publicada en el portal
http://www.ohl.es/informacion-corporativa/presentacion/,
refiere que es un grupo internacional de concesiones y
construcción con más de 100 años de historia. Está presen-
te en más de 30 países de los 5 continentes. El Grupo OHL
es actualmente: promotor estratégico de proyectos de cola-
boración público-privada, es el trigésimo primer mayor
contratista internacional y octavo en Latinoamérica1, es so-
cio de referencia de Abertis, el líder mundial en autopistas
de peaje y referente internacional en construcción de hos-
pitales y ferrocarriles. La empresa cuenta con cinco filia-
les: OHL Concesiones, OHL Construcciones, OHL Indus-
trial, OHL Servicios, OHL Desarrollos. Es decir, ha
expandido su línea de acción original de operación.

OHL México, S.A.B. de C.V., filial de Grupo OHL, es una
de las principales operadoras de infraestructura de trans-
porte en el país, liderando su sector en el área metropolita-
na de la Ciudad de México. Los proyectos de infraestruc-
tura carretera, en su mayoría urbana, están
estratégicamente ubicados en las zonas con mayor tránsito
de vehículos en el Distrito Federal, el Estado de México y
el Estado de Puebla, los cuales reúnen el 27 por ciento de
la población nacional. Los proyectos generaron conjunta-
mente en 2010 el 31.22 por ciento del PIB nacional y con-
centran el 25 por ciento del número total de vehículos en
México, que asciende a 7.4 millones. En el sector aeropor-

tuario, participa con el segundo mayor aeropuerto que da
servicio a la zona metropolitana de la capital mexicana.
OHL México cotiza en la Bolsa Mexicana de Valores des-
de noviembre de 2010. Hasta hace un par de meses se ha
hecho pública información de que la compañía construye,
administra, opera y mantiene 7 autopistas de peaje y 1 ae-
ropuerto.

A continuación se presentan las concesiones otorgadas a la
empresa OHL:
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En relación con las concesiones de las que se ha visto be-
neficiada la empresa, los medios de comunicación y las re-
des sociales, han dado a conocer varias grabaciones de
conversaciones telefónicas entre directivos de OHL Méxi-
co que presumen actos de corrupción protagonizados por la
filial de la Constructora Española, con diferentes servido-
res públicos de Empresas Productivas del Estado, servido-
res públicos del Estado de México, miembros del Gabine-
te Presidencial, y el mismo Presidente de la República.

El pasado 10 de septiembre del presente año, MORENA
presentó un punto de acuerdo de urgente y obvia resolu-
ción, donde se evidenciaba que el martes 28 de julio de
2015, se había difundió en medios de comunicación y en
las redes sociales de un posible conflicto de interés, a tra-
vés de un video, que contenía tres audio grabaciones de
conversaciones telefónicas2,  en el que se muestra graves
indicios de corrupción de la empresa OHL México y de su
estrecha relación directa con el Director General de Petró-
leos Mexicanos, Emilio Lozoya Austin y del Director Ge-
neral de la Comisión Federal de Electricidad, Enrique
Ochoa Reza.

La grabación, del 10 de abril de 2015, es una conversación
telefónica entre el Presidente del Consejo de Administra-
ción de OHL México y el Director General de Petróleos
Mexicanos -quien además fue miembro del Consejo de
Administración de OHL México hasta finales de 2012-, po-
ne en evidencia la íntima y vigente relación existente entre
el empresario y el funcionario. En la llamada acuerdan en-
contrarse en la entrada del edificio de la Comisión Federal
de Electricidad, con el objeto de ir a ver juntos al Director
General, Enrique Ochoa Reza. Según información del vi-
deo que contiene las grabaciones, el Director General de
Petróleos Mexicanos presentaría al Director de la Comi-
sión Federal de Electricidad con el Presidente del Consejo
de Administración de OHL México.

En la última grabación, del mismo día, el Presidente del
Consejo de Administración de OHL México se comunica
con su secretaria para que le compre boletos de avión, pa-
ra viajar a Cancún a resolver una cosa de muchísimo dine-
ro, y en la misma llamada habla con el licenciado Pablo
Wallentin, representante de OHL México, quien le dice que
ese “es el camino preciso con Ochoa, que abre todas las
puertas también”; mientras que de Oteyza afirma que sí,
para todo, “se va a volver encantando”, “ya hasta me invi-
tó a cenar a su casa, Pablo”, con su esposa “la guapa”. 

Estas grabaciones, presumían una posible intervención del
Director General de PEMEX para conseguir negociaciones
entre OHL y la Comisión Federal de Electricidad. 

Apenas el 26 de noviembre del año en curso, nuevamente
conocimos dos audios filtrados y difundidos en Internet
que nos permiten confirmar la presunta intervención de los
directores generales de Petróleos Mexicanos y de la Comi-
sión Federal de Electricidad, Emilio Lozoya y Enrique
Ochoa, respectivamente, a favor de OHL México en la ad-
judicación de un contrato millonario para la construcción
de la Central de Ciclo Combinado Empalme 1, en el Esta-
do de Sonora, con un resultado favorable a la filial mexi-
cana de la constructora española.

Las grabaciones difundidas en YouTube, como en otras
ocasiones en las que se exhibe la presunta complicidad de
funcionarios de diferentes órdenes de gobierno, aparente-
mente corresponden al 31 de marzo, fecha en que coinci-
dentemente se dio a conocer el fallo de la licitación para la
construcción de la referida central, en la que OHL presen-
tó una propuesta ganadora por 476 millones de dólares con
la que resultó técnicamente solvente y alcanzó el puntaje
más alto, con 99.65 puntos de 100 posibles, resultado de la
valoración técnica y económica.

En las grabaciones difundidas se escucha una doble con-
versación sostenida el pasado 31 de marzo entre el presi-
dente de OHL México, José Andrés de Oteyza, y el direc-
tor técnico de OHL México, Jesús Campos.

José Andrés de Oteyza dice: “Esto lo arreglé yo en gran
medida el jueves en la noche con (Emilio) Lozoya, y el
viernes hablé directamente con (Enrique) Ochoa. Directa-
mente porque me lo arregló Emilio […] O sea le pedí a
Emilio, se lo expliqué, Emilio habló y luego hablé yo di-
rectamente con Ochoa. Entonces ya sabía yo que estaba…
bueno hasta el último siempre se puede caer […] se puede
caer, pero teníamos una gran, pero una enorme posibilidad
de ganar […] si no, nos mata Iberdrola. Iberdrola en este
terreno es un competidor muy peligroso”.

Se hizo una gran labor entre jueves y viernes, dice Oteyza
a Campos, según la grabación filtrada, mientras le explica
que el tema ya no era técnico, sino de otra índole y “lo pe-
leamos muy bien”.

“Se portó muy bien eh, el primero que te dije, bueno, no se
puede portar mejor, es un señorón, y además a mí de veras
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no sabes cómo me quiere y qué buena relación tenemos;
pero me echó una mano brutal con el otro y el otro también
estuvo particularmente caballeroso y bien pero muy bien.”

El presidente de la filial de la empresa española en México
señala que tenían una alta posibilidad de ganar, pero admi-
te que Iberdrola era una fuerte competencia y con una bue-
na propuesta. 

Estas nuevas grabaciones se suman a una serie de filtracio-
nes difundidas desde el pasado 6 de mayo, cuando OHL fue
involucrada en un aparente fraude para el cobro de las tari-
fas del Viaducto Bicentenario, en el estado de México.

Como ya lo ha venido denunciado Morena, cuenta con el
registro de por lo menos más de 25 contratos a favor de
OHL y sus filiales, desde la administración de Peña como
gobernador del Estado de México y ahora como Presiden-
te de la República, los cuales suman más de 60 mil millo-
nes de pesos, sin contar los contratos otorgados por las
Empresas de Participación Estatal Mayoritaria, Pemex y
CFE.

Hasta antes del ingreso de Emilio Lozoya Austin como Di-
rector General de Petróleos Mexicanos, OHL no había ga-
nado licitación alguna con la entonces paraestatal. Fue has-
ta marzo de 20133 -tres meses después de asumir el cargo-
que PEMEX otorga el primer contrato a OHL, por una can-
tidad $1,016,881,118.964, como se puede observar a conti-
nuación: 
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Información obtenida por el grupo parlamentario, del Por-
tal de Obligaciones de Transparencia. http://portaltranspa-
rencia.gob.mx/pot/contrataciones/consultarContrato.do?m
ethod=consultaContrato&id.idContrato=ROPL00713P&_i
dDependencia=18576

Respecto a los audios difundidos el jueves 26 de noviem-
bre, pudimos constatar que el 31 de marzo de 2015, la Ge-
rencia de Comunicación Social de la CFE, emitió un bole-
tín de prensa con número CFE-BP-22/15vf, el cual informa
lo siguiente: 

“La propuesta del consorcio Senermex Ingeniería y Siste-
mas, S.A. de C.V.; Sener Ingeniería y Sistemas, S.A.; IEPI
México, S.A. de C.V.; y OHL Industrial, S.L. resultó técni-
camente solvente y alcanzó el puntaje más alto, con
99.6565 puntos de 100 posibles, resultado de la valoración
técnica y económica. Por lo cual y, de conformidad con las
bases de licitación, fue declarado ganador.  

Esta planta de energía eléctrica se ubicará en el municipio
de Empalme, en el estado de Sonora. Consiste en una cen-
tral de generación de ciclo combinado con capacidad de
770 megawatts, que utilizará gas natural como combusti-
ble. 

El proyecto comprende la ingeniería, el suministro de equi-
pos y materiales, las pruebas de desempeño y la puesta en
operación. También, de conformidad con las bases de lici-
tación, la CFE suscribirá un contrato adicional de mante-
nimiento de los equipos con el fabricante Siemens por 15
años.  

La oferta del consorcio ganador resultó con un Precio Ni-
velado de Generación de 0.7393 pesos por Kilowatt/hora y
presentó una inversión de 476,844,369 dólares. Este mon-
to de inversión representa un ahorro para la CFE de apro-
ximadamente 35%, respecto del presupuesto originalmen-
te estimado, que es de 738,274,000 dólares.   

La licitación se llevó a cabo bajo la modalidad de Obra
Pública Financiada, con la participación de Transparen-
cia Mexicana, como testigo social designado por la Secre-
taría de la Función Pública. Ello, a efecto de cumplir con
los más altos estándares en materia de transparencia y
rendición de cuentas.  

…

El tiempo estimado para la ejecución de la obra es de 30
meses. La entrada en operación comercial está prevista
para noviembre de 2017”.

Morena se dio a la tarea de indagar el contrato que le fue
adjudicado al consorcio en el que participa OHL Industrial,
obteniendo el acta del fallo de la Licitación Pública Inter-
nacional N° LO-018TOQ054-T26-2014, que corresponde
al proyecto "296 CC Empalme I" (antes Guaymas II).

Cabe destacar que en la descripción del acta del fallo en el
apartado monto del proyecto, este refiere: 

“El reporte de la licitación de la Subdirección de finanzas
con Memorándum N°SF-000041 de fecha 25 de marzo de
2015, establece que este proyecto está autorizado en el
Presupuesto de Egresos de la Federación 2015”.

Nos fuimos a la fuente para conocer el monto total en pe-
sos, el Presupuesto de Egresos de la Federación establece
que la Comisión Federal de Electricidad, a través del sec-
tor 18: Energía, pagará por dicho proyecto la cantidad de  $
9,657,483,758 (nueve mil seiscientos cincuenta y siete mi-
llones, cuatrocientos ochenta y tres mil, setecientos cin-
cuenta y ocho pesos), el monto asignado para 2015, fue de
$ 15,426,792 (quince millones, cuatrocientos veintiséis
mil, setecientos noventa y dos pesos), para el ejercicio fis-
cal 2016 y 2017 se tiene pronosticado solventar a través del
pago de obligaciones por proyecto: Monto de gastos pro-
gramados para la adquisición de activos y costo financiero
de proyectos de inversión financiada directa, la cantidad de
$ 579,918,960 (quinientos setenta y nueve millones, nove-
cientos dieciocho mil, novecientos sesenta pesos), estable-
ciendo como fecha de entrada de operación del proyecto el
07 de noviembre de 2017.  Hasta ahora desconocemos có-
mo CFE, pagará el resto de la inversión, puesto que esta in-
formación sólo se establece en el contrato. Aun cuando se
conoce que la duración del proyecto, que será por un pe-
riodo de 30 meses, en función de lo publicado en la con-
vocatoria, no se establece en el acta del fallo, es decir, no
sé sabe, cuándo inicia y cuándo termina. Para Morena el
manejo de la información es totalmente discrecional, pues-
to que solo hace referencia a que se podrá consultar en el
contrato, documento que por supuesto, no está disponible
en el portal de Compranet

Si nos detenemos a revisar los dos contratos que hasta aho-
ra Morena ha detectado, que le fueron otorgados por las
Empresas de Participación Estatal Mayoritaria a OHL, el
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primero por Pemex se firmó el 21 de Marzo de 2013, solo
a tres meses de que Lozoya Austin se convertirá en Direc-
tor General de Pemex y dos años después CFE entrega, el
31 Marzo DE 2015, el fallo a favor de la propuesta que téc-
nicamente resulto solvente y obtuvo el mayor puntaje de la
valoración técnica y económica que hemos señalado. Pare-
ce extraño pero el contrato que se otorga a OHL y una de
las empresas que conformar en consorcio en 2013 es la
misma a la que ahora le han entregado el proyecto en el es-
tado de Sonora, nos referimos a Senermex Ingeniería y Sis-
temas S.A. de C.V. y Sener Ingeniería  Sistemas, S.A.

Morena ha llevado a tribuna su preocupación por los es-
cándalos que han protagonizado funcionarios federales del
actual gobierno y OHL, pero hasta hoy no se ha hecho na-
da lo que deja ver que la empresa está políticamente prote-
gida, arropada, cuidada. 

Morena exige y seguirá en la lucha por denunciar estos he-
chos, hasta que no se lleven a cabo las investigaciones ne-
cesarias y se tomen las medidas para detener la corrupción
que flagela a la sociedad mexicana. Hasta que no se cree
una comisión investigadora encargada de revisar la legali-
dad de los contratos otorgados a las empresas favoritas de
la administración de Enrique Peña Nieto -HIGA y OHL-,
seguirá insistiendo, presentando esta clase puntos de acuer-
do, y propondrá a los otros grupos parlamentarios avanzar
en el combate a la corrupción. Hasta hoy se encuentran
congelados puntos de acuerdo en esta soberanía y en el
propio Senado de la República; está postura de la mayoría
quiere evitar la necesaria investigación al Secretario de Co-
municaciones y Transportes y a los directores de CFE y Pe-
mex. Por eso hasta los propios auditores -Deloitte- le han
permitido a OHL mantener un manejo oscuro de su inver-
sión, su deuda, sus supuestas utilidades. OHL se está en-
deudando "a cargo de su concesión". Está generando deu-
da pública -con una empresa extranjera- y eso lo sabe y lo
permite el Secretario de Hacienda, Luis Videgaray. No im-
portan las denuncias, los audios, la trama de sobornos y trá-
fico de influencias que llega hasta Los Pinos. OHL ha lo-
grado convertirse en cuate privilegiado del capitalismo de
cuates.

Cuatitud impulsada por Eruviel Ávila, por Gerardo Ruiz
Esparza, por Luis Videgaray. Cuatitud en la cual está tam-
bién involucrado -otra vez- el Grupo Higa, encargado de la
construcción del monumento “Torre Bicentenario” en To-
luca, el cual le fue adjudicado “generosamente” por OHL
con cargo a los usuarios del Circuito Exterior Mexiquense
y con fondos federales. Un ejemplo más del vasto univer-

so de ilícitos que involucra al sector de la construcción en
nuestro país. OHL sólo revela una práctica común que lle-
vó a la implosión de Enron: registra a través del Circuito
Exterior Mexiquense una inversión que no tiene -porque ya
la recuperó- y unos ingresos que tampoco tiene. Y el Esta-
do mexicano quiere asegurar que los tenga porque algún
beneficio obtendrá. Basta con atender la frase famosa "fo-
llow the money". Sigamos la pista del dinero que termina-
rá en algún proceso electoral o en la bolsa de algún funcio-
nario.

De allí el imperativo de investigar y auditar y hacer del co-
nocimiento público quién ha permitido este fraude, más lo
que significa. Y que la investigación abarque todas las ope-
raciones de OHL celebradas con el gobierno federal. Y que
la investigación acabe en los tribunales españoles donde
podríamos encontrar una justicia que en México no se da-
rá. Al contrario, lo que ocurre aquí es que al abogado que
ha tenido el valor de denunciar lo ocurrido, la PGR le
“siembra” un arma y lo detiene injustificadamente. En lu-
gar de airear el caso del Enron mexicano, los culpables
buscan callar a quien lo evidenció. Enséñame un mentiro-
so y te mostraré un ladrón, dice el dicho. OHL --auspicia-
do por el gobierno-- es ambos.

Por lo anteriormente expuesto, pongo a consideración de
esta soberanía la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exige la renuncia  de Emilio Lozoya Austin, Direc-
tor General de Pemex y de Enrique Ochoa Reza, Director
General de la Comisión Federal de Electricidad, por el po-
sible conflicto de interés, tráfico de influencias y hechos de
corrupción en los que incurrieron al otorgar la adjudicación
del contrato para la construcción de la “Central de Genera-
ción de Ciclo Combinado Empalme I” al consorcio forma-
do por las empresas: Senermex Ingeniería y Sistemas, S.A.
de C.V; Sener Ingeniería y Sistemas, S.A.; IEPI México,
S.A. de C.V.; y OHL Industrial.

Segundo. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, exhorta a Pemex y CFE para que hagan públicas to-
das las concesiones, contratos y proyectos en los que haya
participado o esté participando de alguna forma la empre-
sa OHL México y sus filiales.

Tercero. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, instruye a la Auditoria Superior de la Federación
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para que, en el ámbito de su competencia y en el marco de
la legislación aplicable, realice las auditorias correspon-
dientes a todos los proyectos, concesiones y contratos en
los que haya participado o esté participando la empresa
OHL México y sus filiales con Petróleos Mexicanos y la
Comisión Federal de Electricidad.

Cuarto. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, solicita a la Secretaria de la Función Pública que, en
el ámbito de su competencia, realice las auditorias corres-
pondientes a todos los proyectos, concesiones y contratos
en los que haya participado o esté participando la empresa
OHL México y sus filiales con Petróleos Mexicanos y la
Comisión Federal de Electricidad.

Quinto. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión instruye a la Auditoría Superior de la Federación y
solicita la Secretaria de la Función Pública que, en el ám-
bito de su competencia, realicen las auditorias correspon-
dientes al contrato adjudicado para la Construcción de la
Central de Generación del Ciclo Combinado Empalme I,
otorgado a la empresa OHL, y comuniquen sus resultados
a esta Cámara, en el marco de la legislación aplicable.

Notas:

1. RankingENR 2015.

2. https://www.youtube.com/watch?v=jkSxZ6el&feature=youtu.be.

3. http://portaltransparencia.gob.mx/pot/contrataciones/consultarCon-
trato.do?method=consultaContrato&id.idContrato=ROPL00713P&_i
dDependencia=18576

4. http://www.ohl.es/sala-de-prensa/noticias2013/julio-2013/130715-
ecolaire-espanna-construira-en-mexico-una-planta-de-hidrogeno-para-
pemex-refinacion/.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1o. de diciembre de 2015.—
Diputada Norma Rocio Nahle García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, para dictamen.
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